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INTRODUCCIÓN 

 

El presente trabajo tiene por objeto analizar la sentencia recaída al Amparo 

Directo en Revisión 1811/2024, en la cual la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, bajo una nueva reflexión, declaró que el artículo 82, Regla II, 

del Reglamento de Trabajo del Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos y 

sus Empresas Productivas Subsidiarias al no contemplar una prestación reducida 

por vejez, no es inconvencional, debido a que no contraviene el artículo 29, numeral 

2, inciso a), del Convenio 102 de la OIT, pues el régimen financiero de Pemex 

difiere de los esquemas de seguridad social tripartitas. 

 

Al respecto, cabe resaltar que el citado artículo convencional garantiza una 

prestación reducida a las personas trabajadoras cuando hayan cumplido un período 

de 15 años de cotización o de empleo, antes de la contingencia por vejez, como 

base mínima de acceso a esta última; y de su contenido se advierte que los Estados 

Parte deben garantizar esa prestación. 

 

Asimismo, en otros criterios, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya 

había atendido a esa obligación convencional, pues el Tribunal Pleno al resolver la 

Acción de Inconstitucionalidad 118/2022 y su acumulada 121/2022 determinó la 

invalidez de los artículos 110 a 113 de la Ley de Seguridad Social de los 

Trabajadores del Estado de Yucatán; y siguiendo las consideraciones de ese 

precedente, la Segunda Sala del Alto Tribunal al resolver el diverso Amparo Directo 

en Revisión 629/2024, prescindió del contenido del artículo 82, Regla II, primer 

párrafo del Reglamento citado, debido a que no contempla la prestación reducida y 

aplicó la disposición convencional; no obstante, la Segunda Sala en la sentencia 

que ahora se analiza, bajo una nueva reflexión, reconoció que tal artículo 82 no es 

inconvencional. 

 

En tal virtud, se parte del análisis de la OIT respecto a su actividad normativa, 

funcionamiento, y su importancia en el Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos (DIDH) y en el Derecho Procesal Constitucional (DPC); así como del 

Convenio 102 relativo a la Norma Mínima de Seguridad Social de la OIT en cuanto a 
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las nueve ramas de seguridad social que contiene, sus principios, el financiamiento 

de las prestaciones por medio de cotizaciones o de impuestos. 

 

Asimismo, se hace una reflexión jurídica sobre la naturaleza de dicho Convenio 

a fin de analizar su fuerza vinculante a través de la ratificación y del principio de 

pacta sunt servanda, la celebración de tratados conforme a la normativa nacional, lo 

dispuesto en el artículo 1° constitucional, y la Contradicción de Criterios 293/2011; 

se mencionan las 7 ramas de seguridad social que México decidió adoptar y un 

ejemplo de los organismos a través de los cuales nuestro país da cumplimiento a 

esas prestaciones, así como el alcance de la expresión “deberá garantizarse una 

prestación reducida”. 

 

Por otro lado, se hace referencia al concepto de seguridad social como 

derecho humano, a la normativa nacional e internacional en la que se encuentra 

reconocido, y a las diferencias entre pensión, jubilación y pensión reducida. 

Asimismo, se realiza un estudio comparativo entre las diversas leyes de seguridad 

social (LSS, LISSSTE y LISSFAM) y el Reglamento de Pemex, sobre los requisitos 

para el otorgamiento de una pensión por vejez o jubilación, en específico respecto a 

los años de servicio o cotización, sus sistemas financieros y la existencia o no de 

pensiones reducidas en esos ordenamientos. 

 

Finalmente, se exponen los principios pro persona, de progresividad y de 

seguridad jurídica, así como los hechos y las consideraciones fundamentales de la 

sentencia del Amparo Directo en Revisión 1811/2024, para que a partir de ello se 

pueda determinar si el Estado Mexicano está obligado convencionalmente a 

garantizar la prestación reducida por vejez (a través de la Suprema Corte), 

independientemente de que el artículo 82, Regla II, del Reglamento de Trabajo del 

Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos y sus Empresas Productivas 

Subsidiarias incorpore o no esa prestación y de los esquemas financieros tripartitas 

o presupuestales previstos en nuestro país y, por ende, si se debió sostener la 

aplicación del artículo del artículo 29, numeral 2, inciso a), del Convenio 102 de la 

OIT, para concluir si el cambio de criterio de la Segunda Sala constituye un avance 

o un retroceso en el otorgamiento y protección del derecho a la seguridad social 

relativo a dicha prestación reducida; lo cual resulta un aspecto central para el 
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Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH) y el Derecho Procesal 

Constitucional, pues el Tribunal Constitucional se encuentra obligado al 

cumplimiento de los tratados internacionales ratificados por el Estado Mexicano, por 

medio de medidas y leyes internas compatibles con éstos, así como al 

reconocimiento y protección de los derechos humanos previstos en aquéllos al 

formar parte del parámetro de regularidad constitucional. 
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CAPÍTULO I 

El CONVENIO 102 DE LA OIT 

 

En el presente capítulo se hace una breve explicación de la Organización 

Internacional del Trabajo (OIT) para conocer principalmente su actividad normativa, 

y la importancia de la ratificación de los Estados Miembros a fin de incorporar el 

derecho internacional de derechos humanos al derecho interno. 

 

Además, antes de analizar la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación es relevante explicar que el Convenio 102 de la OIT contempla varias ramas 

de seguridad social, entre ellas, la denominada “prestaciones de vejez”, y diversos 

principios fundamentales, como el del financiamiento de las prestaciones, y la 

manera en que dicho Convenio se vuelve vinculante. 

 

Se realiza una reflexión de la naturaleza jurídica del Convenio 102 tanto a 

nivel internacional como nacional (normativa de México), destacando el principio de 

“pacta sunt servanda”, el parámetro de control de regularidad constitucional y el 

consentimiento del Estado a través de la ratificación, a fin de conocer su fuerza 

vinculante. 

 

También, se analiza la incorporación del citado instrumento internacional al 

derecho mexicano en términos de la Constitución Federal, y se señalan las ramas 

de seguridad social que México se comprometió a cumplir, entre otras la de vejez, 

citando a dos organismos de seguridad social que dan cumplimiento a esta última. 

 

Finalmente, se hace referencia al contenido y alcance del artículo 29, numeral 

2, inciso a), del Convenio 102, el cual establece que deberá garantizarse una 

prestación reducida (de vejez) a las personas que hayan cumplido 15 años de 

cotización o de empleo; a fin de analizar si dicha prestación es opcional, pues será 

materia de estudio de la sentencia mencionada. 

 

1. LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO 
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La Organización Internacional del Trabajo (OIT) es un organismo 

especializado de las Naciones Unidas, creado en 1919 en la parte XIII del Tratado 

de Versalles1 (el cual dio fin oficialmente a la Primera Guerra Mundial). Además, es 

un organismo intergubernamental, pues está formado por un pacto entre Estados y 

éstos son los únicos miembros.2 

 

Asimismo, del sitio web de la Organización Internacional del Trabajo,3 se 

advierte que ésta cuenta con una Oficina que funge como Secretaría permanente y 

tiene su sede en Ginebra, Suiza (con más de 40 oficinas exteriores en el mundo); 

así como una Conferencia Internacional del Trabajo (que elabora y adopta normas 

internacionales del trabajo, y se reúne una vez al año) y un Concejo de 

Administración (como órgano ejecutivo y se reúne tres veces al año). 

 

De conformidad con dicha fuente, la Organización Internacional del Trabajo 

tiene como característica destacada una integración tripartita, compuesta por 

representantes de los gobiernos, los trabajadores y los empleadores de los Estados 

Miembros. 

 

También, la OIT tiene como actividad principal emitir normas internacionales 

de trabajo, las cuales señalarán las condiciones mínimas en derechos laborales 

fundamentales como son la libertad sindical, derecho de sindicación, derecho de 

negociación colectiva, abolición del trabajo forzoso, igualdad de oportunidades y de 

trato, y otras normas que regulan cuestiones sobre el trabajo.4 

 

Al respecto, dichas normas se dividen en Convenios y Recomendaciones. Los 

primeros son tratados internacionales jurídicamente vinculantes, ratificados por los 

 
1 Gros Espiell, Héctor. La Organización Internacional del Trabajo y los derechos humanos en América 
Latina. Buenos Aires, EUDEBA, 1986, p. 11.  
2 Ibidem, p. 14. 
3https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/public/@americas/@ro-lima/@sro-
santiago/documents/genericdocument/wcms_531193.pdf (último acceso 17 de marzo de 2025). 
4https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/hechos-y-derechos/article/view/6708/8644 (último 
acceso 17 de marzo 2025). 

https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/public/@americas/@ro-lima/@sro-santiago/documents/genericdocument/wcms_531193.pdf
https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/public/@americas/@ro-lima/@sro-santiago/documents/genericdocument/wcms_531193.pdf
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/hechos-y-derechos/article/view/6708/8644
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Estados Miembros, mientras que las segundas son directrices no vinculantes que 

suelen acompañar a un Convenio.5 

 

Así, las normas de la OIT están respaldadas por un sistema de control único 

en el ámbito internacional para garantizar que los países miembros apliquen los 

convenios que ratifican,6 y si bien no existen autoridades laborales superiores, los 

Estados Miembros en ejercicio de su soberanía por sí mismos se obligan.7 

 

En ese sentido, es importante la normativa de la citada organización para el 

Derecho Internacional de los derechos humanos,8 ya que los países al ratificar los 

tratados internacionales de derechos humanos, se comprometen a adoptar medidas 

y leyes internas compatibles con las obligaciones que dimanan de tales tratados.9  

Por lo que se incorpora el derecho internacional de derechos humanos al 

ordenamiento interno de los Estados. 

 

Aunado a que la actividad normativa de la OIT también es relevante para el 

Derecho Procesal Constitucional,10 pues los derechos humanos contenidos en los 

Convenios forman parte del parámetro de regularidad constitucional, y los 

Tribunales Constitucionales tutelan los derechos fundamentales a través de diversos 

mecanismos constitucionales. 

  

2. EL CONVENIO 102 DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL 

TRABAJO 

 
5 Op. cit., https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/public/@americas/@ro-lima/@sro-
santiago/documents/genericdocument/wcms_531193.pdf  (último acceso 17 de marzo de 2025). 
6Rodríguez, Ana Rosa. et al., La Organización Internacional del Trabajo (OIT). Existencia, 
importancia y trascendencia. Revista Cifra, UNSE, Facultad de Humanidades, Ciencias Sociales y de 
la Salud, Número 5, 2010, p. 43. 
7 Macías Vázquez, María Carmen. Fundamentos del Derecho Internacional del Trabajo, en 
Documento de Trabajo, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2010, p. 19. 
8 El cual conforme a las Naciones Unidas establece las obligaciones de los Estados para respetar, 
proteger y realizar esos derechos. 
9https://www.ohchr.org/es/instruments-and-mechanisms/international-human-rights-law (último 
acceso 17 de marzo de 2025). 
10 Eduardo Ferrer define al DPC como una “disciplina jurídica que se encarga del estudio sistemático 
de la jurisdicción, magistratura, órganos y garantías constitucionales, entendiendo estas últimas 
como los instrumentos predominantemente de carácter procesal dirigidos a la protección y defensa 
de los valores, principios y normas de carácter fundamental (procesos y procedimientos 
constitucionales”. (Ver en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo. Panorámica del Derecho Procesal 
Constitucional y Convencional, Madrid, España, Marcial Pons, 2017, p. 49).   

https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/public/@americas/@ro-lima/@sro-santiago/documents/genericdocument/wcms_531193.pdf
https://www.ilo.org/sites/default/files/wcmsp5/groups/public/@americas/@ro-lima/@sro-santiago/documents/genericdocument/wcms_531193.pdf
https://www.ohchr.org/es/instruments-and-mechanisms/international-human-rights-law
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2.1. Generalidades  

 

El Convenio sobre la seguridad social (norma mínima), 1952 (núm. 102), fue 

adoptado en la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo en 

su trigésimo quinta reunión de Ginebra, el veintiocho de junio de 1952.11 

 

A la fecha dicho Convenio ha sido ratificado por 67 países,12 entre los cuales 

se encuentran 14 de Latinoamérica: Argentina (2016), Bolivia (1977), Brasil (2009), 

Cosa Rica (1972), Ecuador (1974), El Salvador (2022), Honduras (2012), México 

(1961), Paraguay (2021), Perú (1961), República Dominicana (2016), San Vicente y 

las Granadinas (2015), Uruguay (2010) y Venezuela (1982). 

 

De conformidad con la Organización Internacional del Trabajo,13 el citado 

Convenio 102 es el único instrumento internacional basado en principios 

fundamentales de seguridad social y que establece normas mínimas 

aceptadas a nivel mundial para las nueve ramas de la seguridad social 

(insertas en el texto del referido Convenio e identificadas como partes II a X) 

siguientes: 

 

• asistencia médica (Parte II) 

• prestaciones monetarias de enfermedad (Parte III) 

• prestaciones de desempleo (Parte IV) 

• prestaciones de vejez (Parte V) 

 
11 Preámbulo 
La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo: 
Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo, y 
congregada en dicha ciudad el 4 junio 1952 en su trigésima quinta reunión; 
Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la norma mínima de seguridad 
social, cuestión que constituye el quinto punto del orden del día, y 
Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio internacional, 
adopta, con fecha veintiocho de junio de mil novecientos cincuenta y dos, el siguiente Convenio, que 
podrá ser citado como el Convenio sobre la seguridad social (norma mínima), 1952: 
12https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:11300:0::NO::P11300_INSTRUMENT_ID:
312247 (último acceso 2 de febrero de 2025). 
13 https://www.ilo.org/es/resource/el-convenio-sobre-la-seguridad-social-norma-minima-1952-num-
102 (último acceso 2 de febrero de 2025). 

https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:11300:0::NO::P11300_INSTRUMENT_ID:312247
https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:11300:0::NO::P11300_INSTRUMENT_ID:312247
https://www.ilo.org/es/resource/el-convenio-sobre-la-seguridad-social-norma-minima-1952-num-102
https://www.ilo.org/es/resource/el-convenio-sobre-la-seguridad-social-norma-minima-1952-num-102
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• prestaciones en caso de accidentes del trabajo y de enfermedad profesional 

(Parte VI) 

• prestaciones familiares (Parte VII) 

• prestaciones de maternidad (Parte VIII) 

• prestaciones de invalidez (Parte IX) 

• prestaciones de sobrevivientes (Parte X) 

   

 Al respecto, Germán López Morales explica que para englobar el conjunto de 

eventualidades y de las prestaciones que deben extenderse gradualmente a la 

población, el Convenio de mérito prevé la posibilidad de que el Estado Miembro 

acepte por lo menos tres de las partes II a X que comprenda por lo menos una de 

las partes IV, V, VI, IX y X.14 Esto en términos del artículo 2, (a), (ii) y (b) del 

Convenio 102.15 

 

 Además, con base en el Convenio 102, la Organización Internacional del 

Trabajo señala que cada una de las nueve ramas contiene objetivos mínimos sobre 

el porcentaje de la población protegida por los sistemas de seguridad social, la 

prestación mínima que se garantiza a las personas protegidas, los requisitos para 

tener derecho a las prestaciones y el periodo de derecho a éstas.16 

 

Asimismo, la Organización menciona que los principios establecidos en el 

Convenio 102 son los siguientes: 

 

• La garantía de prestaciones definidas; 
 

14 López Morales, Germán. “Aspectos teóricos del Convenio 102 y su aplicación en Iberoamérica”. en 
Jiménez Durán, Octavio y Ruezga Barba, Antonio (Comps.), Seminario sobre Normatividad 
Internacional de la Seguridad Social. México, Serie Estudios 33, Conferencia Interamericana de 
Seguridad Social. Secretaría General, 1997, pp. 43 y 44. 
15 Artículo 2. 
Todo Miembro para el cual esté en vigor este Convenio deberá: 
(a) aplicar: 
(i) la parte I; 
(ii) tres, por lo menos, de las partes II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX y X, que comprendan, por lo menos, 
una de las partes IV, V, VI, IX y X; 
(…) 
(b) especificar en la ratificación cuáles son, de las partes II a X, aquellas respecto de las cuales 
acepta las obligaciones del Convenio. 
16 Organización Internacional del Trabajo, El Convenio sobre la seguridad social (norma mínima), 
1952 (núm. 102). 12 de agosto de 2012. Recuperado de https://www.ilo.org/es/resource/el-convenio-
sobre-la-seguridad-social-norma-minima-1952-num-102 (último acceso 2 de febrero de 2025). 
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• La participación de los empleadores y de los trabajadores en la administración 

de los regímenes; 

• La responsabilidad general del Estado en lo que se refiere a las prestaciones 

concedidas y a la buena administración de las instituciones; y 

• El financiamiento colectivo de las prestaciones por medio de cotizaciones o de 

impuestos. 

 

También dicho organismo internacional señala que el Convenio exige la 

realización de valuaciones actuariales de manera regular para garantizar la 

sostenibilidad de los regímenes, y establece que los regímenes de seguridad social 

deben ser administrados sobre una base tripartita con el fin de garantizar y 

fortalecer el diálogo social entre gobiernos, empleadores y trabajadores. 

 

Por su parte, Anna M. Caristo y Leticia Pugliese explican que el Convenio 

102 brinda flexibilidad a los países de menor desarrollo económico para 

comprometerse a proporcionar seguridad social iniciando con algunas ramas 

básicas o primordiales para la protección de las personas.17 

 

Lo cual es relevante para el ejercicio total de los derechos laborales, pues 

los países se pueden comprometer de forma gradual hasta lograr su máxima 

cobertura posible, dependiendo de su nivel socioeconómico.  

 

Además, resulta trascendente lo dispuesto en el artículo 71 del Convenio 

102, para determinar la manera de financiar las prestaciones de seguridad 

social, como es la relativa a la pensión reducida de vejez. Al respecto, las 

autoras citadas señalan que ese precepto promueve un financiamiento 

tripartito, ya que se trata de evitar la excesiva carga fiscal sobre el asegurado y 

se busca la progresividad o solidaridad del sistema.18 Dicho artículo establece 

lo siguiente:  

 

 
17 Caristo, Anna M. y Pugliese, Leticia, Aportes a la discusión de la aplicabilidad del Convenio 
Internacional del Trabajo N° 102 para la ampliación de la cobertura en Seguridad Social, 
Comentarios de Seguridad Social, Nº 30, Asesoría General en Seguridad Social, Enero, Febrero, 
Marzo 2011, p. 82. 
18 Ibidem, p. 83. 
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Artículo 71.  
 
1. El costo de las prestaciones concedidas en aplicación del presente Convenio y 
los gastos de administración de estas prestaciones deberán ser financiados 
colectivamente por medio de cotizaciones o de impuestos, o por ambos medios a la 
vez, en forma que evite que las personas de recursos económicos modestos tengan 
que soportar una carga demasiado onerosa y que tenga en cuenta la situación 
económica del Miembro y la de las categorías de personas protegidas. 
 
2. El total de cotizaciones de seguro a cargo de los asalariados protegidos no 
deberá exceder del 50 por ciento del total de recursos destinados a la protección de 
los asalariados y de los cónyuges y de los hijos de éstos. Para determinar si se 
cumple esta condición, todas las prestaciones suministradas por el Miembro, en 
aplicación del presente Convenio, podrán ser consideradas en conjunto, a 
excepción de las prestaciones familiares y en caso de accidentes del trabajo y 
enfermedades profesionales, si estas últimas dependen de una rama especial. 
 
3. El Miembro deberá asumir la responsabilidad general en lo que se refiere al 
servicio de prestaciones concedidas en aplicación del presente Convenio y adoptar, 
cuando fuere oportuno, todas las medidas necesarias para alcanzar dicho fin; 
deberá garantizar, cuando fuere oportuno, que los estudios y cálculos actuariales 
necesarios relativos al equilibrio se establezcan periódicamente y, en todo caso, 
previamente a cualquier modificación de las prestaciones, de la tasa de las 
cotizaciones del seguro o de los impuestos destinados a cubrir las contingencias en 
cuestión. 
 

En tal virtud, si bien tal artículo promueve un financiamiento tripartito sobre las 

prestaciones de seguridad social previstas en el Convenio 102; lo cierto es que 

dispone claramente que el costo de éstas y los gastos de su administración, serán 

“financiados colectivamente por medio de cotizaciones o de impuestos”.  

 

Esto decir, prevé la opción entre un sistema de cotizaciones (en el que 

interviene el gobierno, el trabajador y el empleador) y uno de impuestos (en el cual 

solo interviene el gobierno); lo cual se estima relevante para la solución del presente 

estudio.  

 

Por último, cuando un país haya ratificado el Convenio 102, el mismo obliga 

sólo para las contingencias, beneficios y niveles de cobertura con las que aquél se 

comprometió; es decir, una vez definido el compromiso y ratificado, el instrumento 

internacional se convierte en vinculante y de cumplimiento obligatorio.19 

 

 
19 Ibidem, p. 86. 
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Lo anterior, pues el citado Convenio se incorpora al ordenamiento interno de 

los Estados parte, a fin de proteger los derechos humanos y laborales, y garantizar 

el acceso de la población a una seguridad social completa. 

 

2.2. Reflexión de la naturaleza jurídica del convenio 102 

 

En cuanto a la naturaleza jurídica, Germán López señala que la norma jurídica 

internacional tiene fuerza vinculante, ya que el acto de ratificación en el caso de los 

convenios internacionales de la OIT vincula y obliga a las naciones a su 

cumplimiento”.20 

 

En el caso, considero que en general los convenios de la OIT son normas 

jurídicas internacionales vinculantes para los Estados parte, derivado del 

consentimiento de éstos a través de la ratificación y del principio de pacta sunt 

servanda, y porque dicha normativa se incorpora al derecho nacional.  

 

En principio, se advierte que a nivel internacional existen dos Convenciones de 

Viena sobre el derecho de los tratados internacionales. 

 

La primera es la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 

1969 (CVDT), que establece en el artículo 2, numeral 1, incisos a) y b) que el 

“tratado” es un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido 

por el derecho internacional; y que la “ratificación”, es el acto internacional a través 

del cual un Estado hace constar en el ámbito internacional su consentimiento para 

obligarse por un tratado.21 

 

 
20 López Morales, Germán, op. cit., p.39. 
21 2. Términos empleados. 1. Para los efectos de la presente Convención:  
a) se entiende por "tratado" un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por 
el derecho internacional, ya conste en un instrumento único o en dos o más instrumentos conexos y 
cualquiera que sea su denominación particular; 
b) se entiende por “ratificación”, “aceptación”, “aprobación” y “adhesión”, según el caso, el acto 
internacional así denominado por el cual un Estado hace constar en el ámbito internacional su 
consentimiento en obligarse por un tratado; 
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Además, en el artículo 26 de dicha Convención se hace alusión al principio de 

pacta sunt servanda, en el sentido de que un tratado en vigor obliga a las partes y 

que debe cumplirse por éstas de buena fe. 22 

 

La segunda es la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados entre 

Estados y Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones Internacionales 

(CVDTEOI), la cual se firmó el 1 de marzo de 1986 y es una adaptación de la citada 

Convención de Viena de 1969;23 sin embargo, aunque fue ratificada y publicada por 

México, no ha entrado en vigor.24 

 

En ese sentido, México es un Estado parte de la Convención de Viena sobre el 

Derecho de los Tratados de 1969, por lo que sus principios le son aplicables tanto 

por la vía convencional como por la consuetudinaria.25 

 

Así, en México la celebración de tratados está regida principalmente por la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Convención de Viena 

sobre el Derecho de los Tratados de1969 (CVDT) y la Ley sobre la Celebración de 

Tratados.26  

 

En efecto, respecto a la Constitución Federal, el artículo 89, fracción X, prevé 

que el Presidente de la República tiene la facultad de celebrar tratados 

internacionales 27 y el artículo 76, fracción I, dispone que es facultad del Senado 

aprobar los tratados internacionales y convenciones que el Ejecutivo suscriba.28 

 
22 26. “Pacta sunt servanda”. Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas 
de buena fe. 
23 Trejo García, Elma del Carmen, El procedimiento interno para la elaboración de un tratado 
internacional en México. México, Cámara de Diputados, LIX Legislatura, Servicio de Investigación y 
Análisis, Dirección General de Bibliotecas SIID, febrero 2005, p. 7. 
24 https://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/I2.pdf (último acceso 12 de febrero de 2025). 
25Moreno Hidalgo, Gabriela, “La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados y el proceso 
constitucional en América Latina, un estudio comparativo México-Perú” en Ferrer Ortega, Gabriel y 
Becerra Ramírez, Manuel (coords.), La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. A 50 
años de codificación y desarrollo progresivo. México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
2022, p. 365. 
26 Idem. 
27 Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presidente, son las siguientes: 
(…) 
X.- Dirigir la política exterior y celebrar tratados internacionales, así como terminar, denunciar, 
suspender, modificar, enmendar, retirar reservas y formular declaraciones interpretativas sobre los 
mismos, sometiéndolos a la aprobación del Senado. (…). 
28 Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado: 

https://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/I2.pdf
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Asimismo, como se indicó con antelación, el artículo 133 establece que la 

Constitución, las leyes del Congreso de la Unión, y los tratados que estén de 

acuerdo con la misma, celebrados por el Presidente de la República, con 

aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. 

 

También, es importante referir que el artículo 1°, primer párrafo constitucional 

dispone que todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en 

la Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 

parte, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo lo dispuesto en la 

propia Carta Magna.29 

 

Por lo cual, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al 

resolver la Contradicción de Tesis 293/2011 determinó que de acuerdo con el primer 

párrafo del artículo 1° constitucional, los derechos humanos cuya fuente son la 

Constitución y los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, 

no se relacionan en términos jerárquicos, pues en su conjunto constituyen el 

parámetro de control de regularidad constitucional, conforme al cual debe analizarse 

la validez de las normas y actos que forman parte del orden jurídico mexicano, pero 

cuando en la Constitución exista una restricción expresa al ejercicio de los derechos 

humanos, se deberá estar a lo que ésta indica.30  

 
I.- Analizar la política exterior desarrollada por el Ejecutivo Federal con base en los informes anuales 
que el Presidente de la República y el Secretario del Despacho correspondiente rindan al Congreso. 
Además, aprobar los tratados internacionales y convenciones diplomáticas que el Ejecutivo Federal 
suscriba, así como su decisión de terminar, denunciar, suspender, modificar, enmendar, retirar 
reservas y formular declaraciones interpretativas sobre los mismos. 
29 Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece. 
30 Jurisprudencia P./J. 20/2014 (10a.), de rubro y texto: “DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN 
LA CONSTITUCIÓN Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES. CONSTITUYEN EL 
PARÁMETRO DE CONTROL DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL, PERO CUANDO EN LA 
CONSTITUCIÓN HAYA UNA RESTRICCIÓN EXPRESA AL EJERCICIO DE AQUÉLLOS, SE DEBE 
ESTAR A LO QUE ESTABLECE EL TEXTO CONSTITUCIONAL. El primer párrafo del artículo 1o. 
constitucional reconoce un conjunto de derechos humanos cuyas fuentes son la Constitución y los 
tratados internacionales de los cuales el Estado Mexicano sea parte. De la interpretación literal, 
sistemática y originalista del contenido de las reformas constitucionales de seis y diez de junio de dos 
mil once, se desprende que las normas de derechos humanos, independientemente de su fuente, no 
se relacionan en términos jerárquicos, entendiendo que, derivado de la parte final del primer párrafo 
del citado artículo 1o., cuando en la Constitución haya una restricción expresa al ejercicio de los 
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Por su parte, la Ley sobre la Celebración de Tratados en su artículo 2 prevé 

que “tratado” es el convenio celebrado entre el Gobierno Mexicano y uno o varios 

sujetos de Derecho Internacional Público, mediante el cual aquél asume 

compromisos, y que de acuerdo con la fracción I del artículo 76 de la Constitución 

Federal los tratados deberán ser aprobados por el Senado y serán Ley Suprema de 

toda la Unión, en términos del artículo 133 constitucional.31 

 

Además, el artículo 4 de dicha Ley dispone que para ser obligatorios los 

tratados internacionales en el territorio nacional deberán haber sido publicados 

previamente en el Diario Oficial de la Federación.32 

 

En consecuencia, se advierte que el Convenio 102 es una norma jurídica 

internacional vinculante para el Estado Mexicano, pues al haber sido celebrado por 

el Presidente de la República y aprobado por el Senado, es considerado Ley 

Suprema de toda la Unión. 

 

 
derechos humanos, se deberá estar a lo que indica la norma constitucional, ya que el principio que le 
brinda supremacía comporta el encumbramiento de la Constitución como norma fundamental del 
orden jurídico mexicano, lo que a su vez implica que el resto de las normas jurídicas deben ser 
acordes con la misma, tanto en un sentido formal como material, circunstancia que no ha cambiado; 
lo que sí ha evolucionado a raíz de las reformas constitucionales en comento es la configuración del 
conjunto de normas jurídicas respecto de las cuales puede predicarse dicha supremacía en el orden 
jurídico mexicano. Esta transformación se explica por la ampliación del catálogo de derechos 
humanos previsto dentro de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual 
evidentemente puede calificarse como parte del conjunto normativo que goza de esta supremacía 
constitucional. En este sentido, los derechos humanos, en su conjunto, constituyen el parámetro de 
control de regularidad constitucional, conforme al cual debe analizarse la validez de las normas y 
actos que forman parte del orden jurídico mexicano.” Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, página 202, registro digital 2006224. 
31 Artículo 2o. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: 
I.- “Tratado”: el convenio regido por el derecho internacional público, celebrado por escrito entre el 
Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y uno o varios sujetos de Derecho Internacional Público, 
ya sea que para su aplicación requiera o no la celebración de acuerdos en materias específicas, 
cualquiera que sea su denominación, mediante el cual los Estados Unidos Mexicanos asumen 
compromisos. 
De conformidad con la fracción I del artículo 76 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, los tratados deberán ser aprobados por el Senado y serán Ley Suprema de toda la Unión 
cuando estén de acuerdo con la misma, en los términos del artículo 133 de la propia Constitución. 
32 Artículo 4o. Los tratados que se sometan al Senado para los efectos de la fracción I del artículo 76 
de la Constitución, se turnarán a comisión en los términos de la Ley Orgánica del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos, para la formulación del dictamen que corresponda. En su 
oportunidad, la resolución del Senado se comunicará al Presidente de la República. 
Los tratados, para ser obligatorios en el territorio nacional deberán haber sido publicados 
previamente en el Diario Oficial de la Federación. 
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Aunado a que de conformidad con el artículo 1° constitucional y el criterio del 

Alto Tribunal, los derechos humanos previstos en la Constitución Federal y en los 

tratados internacionales constituyen el parámetro de control de regularidad 

constitucional, salvo que exista una restricción expresa al ejercicio de esos derechos 

en la Carta Magna. 

 

Asimismo, al haber sido ratificado el Convenio 102 por el Estado Mexicano en 

fecha 12 de octubre de 1961 y al encontrarse en vigor,33 tiene fuerza vinculante en 

términos de la normativa interna citada y del principio de “pacta sunt servanda” 

previsto en el artículo 26 de la Convención de Viena de 1969, relativo a que todo 

tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe. 

 

Dicho de otra manera, el consentimiento de un Estado a través de la 

ratificación implica que el tratado internacional se convierta en derecho interno y se 

incorpore en el ordenamiento jurídico interno, pasando a formar parte de la legalidad 

interna.34 

 

Finalmente, Germán López Morales considera que la prolífica actividad 

normativa tanto de la Organización Internacional del Trabajo como de los Estados 

resultaría en vano sin una aplicación efectiva del corpus de normas, de ahí que en 

cada realidad se deben crear condiciones materiales.35 

 

2.3. El Convenio 102 y México 

 

Es conveniente recordar que el Convenio 102 de la OIT es una norma jurídica 

vinculante que emana del derecho internacional y se incorpora al derecho nacional 

de los Estados parte, como sucede en el caso de México; lo cual es relevante 

porque a través de aquél se establecen normas que mejoran las condiciones 

laborales y promueven los derechos humanos, mismas que deben ser aplicadas. 

 
33https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:11300:0::NO::P11300_INSTRUMENT_ID:
312247 (último acceso 17 de febrero de 2025). 
34Petrova Georgieva, Virdzhiniya, “Los Tratados Internacionales ante los Tribunales mexicanos” en 
Ferrer Ortega, Gabriel y Becerra Ramírez, Manuel (coords.), La Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados. A 50 años de codificación y desarrollo progresivo. México, UNAM, Instituto 
de Investigaciones Jurídicas, 2022, p. 270. 
35 López Morales, Germán, op. cit., p.39. 

https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:11300:0::NO::P11300_INSTRUMENT_ID:312247
https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:11300:0::NO::P11300_INSTRUMENT_ID:312247
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En efecto, dicho instrumento internacional al ser ratificado por nuestro país es 

importante porque contiene normas mínimas de seguridad social y da flexibilidad en 

cuanto a las ramas que México puede adoptar con algunas especificaciones y 

dependiendo de su economía, a fin de garantizar el acceso a la población a niveles 

superiores de bienestar y lograr el desarrollo completo de la seguridad social por 

medio de ciertos organismos. 

 

Así, Sergio Díaz Infante menciona que en cuanto al Estado mexicano, la 

incorporación del Convenio 102 al derecho interno tiene como marco de referencia 

el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual 

prevé que los tratados que estén de acuerdo con la misma, requieren la aprobación 

del Senado de la República.36 

 

Asimismo, se aprecia que dicho precepto, en su primer párrafo establece: 

“Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos 

los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por 

el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de 

toda la Unión”. 

 

En ese sentido, de conformidad con el artículo 133 constitucional, el Convenio 

102 al haber sido aprobado por el Senado, es considerado Ley Suprema de toda la 

Unión. 

 

Igualmente, del sitito web de la Organización Internacional del Trabajo se 

advierte que México ratificó el citado Convenio 102 el 12 de octubre de 1961, y 

aceptó las partes II, III, V, VI y VIII-X, de las nueve ramas, por lo que nuestro país, 

con excepción de las Partes IV. Prestaciones de Desempleo y VII. Prestaciones 

Familiares, se comprometió a dar cumplimiento a las siguientes ramas: 37   

 

 
36 Díaz Infante Méndez, Sergio. “El Convenio 102 en México”, en Jiménez Durán, Octavio y Ruezga 
Barba, Antonio (Comps.), Seminario sobre Normatividad Internacional de la Seguridad Social. 
México, Serie Estudios 33, Conferencia Interamericana de Seguridad Social. Secretaría General, 
1997, p. 89. 
37 https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=1000:11200:0::NO:11200:P11200_COUNTRY_ID:102764 
(último acceso 8 de febrero de 2025). 

https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=1000:11200:0::NO:11200:P11200_COUNTRY_ID:102764
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✓ Parte II. Asistencia Médica 

✓ Parte III. Prestaciones Monetarias de Enfermedad 

✓ Parte V. Prestaciones de Vejez 

✓ Parte VI. Prestaciones en Caso de Accidente del Trabajo y de Enfermedad 

Profesional. 

✓ Parte VIII. Prestaciones de Maternidad 

✓ Parte IX. Prestaciones de Invalidez 

✓ Parte X. Prestaciones de Sobrevivientes 

 

Cabe mencionar que Díaz Infante como ejemplo indica que en México para dar 

cumplimiento a las prestaciones sociales existen los organismos del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) y el 

Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS).38 

 

El ISSSTE fue creado en 1959 al promulgarse la Ley del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado,39 y de conformidad con su 

Estatuto Orgánico, es un organismo público descentralizado con personalidad 

jurídica y patrimonio propio constituido de acuerdo a la Ley Federal de las Entidades 

Paraestatales y la Ley del Instituto citado, entre otras; y tiene por objeto el bienestar 

de los trabajadores, pensionados y familiares derechohabientes, a través de la 

administración de los seguros, prestaciones y servicios que establece la Ley de ese 

Instituto.40 

 

 
38 Díaz Infante Méndez, Sergio, op. cit., p. 90. 
39 Azuela Güitrón, Mariano. et al., Constitucionalidad de la transferencia al Gobierno Federal de 
recursos de la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez de los trabajadores inscritos 
en el Instituto Mexicano del Seguro Social. México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Dirección General de la Coordinación de Compilación y Sistematización de Tesis, 2007, p. 18. 
40 ESTATUTO ORGÁNICO DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL ESTADO. 
Artículo 1.- El Instituto es un organismo público descentralizado con personalidad jurídica y 
patrimonio propio constituido conforme a la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y demás disposiciones 
aplicables. 
El Instituto tiene por objeto contribuir al bienestar de los Trabajadores, Pensionados y Familiares 
Derechohabientes, a través de la administración de los seguros, prestaciones y servicios que 
establece la Ley 
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 
Es obligación de todos los servidores públicos del Instituto dar cumplimiento a este Estatuto y actuar 
bajo los principios establecidos en el Código de Ética y demás disposiciones aplicables. 
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Por su parte, el IMSS se creó el 19 de enero de 1943 al emitirse la Ley del 

Seguro Social.41 Asimismo, es un organismo público descentralizado con 

personalidad jurídica y patrimonio propio, de integración operativa tripartita, 

pues concurren los sectores público, social y privado; también es un organismo 

fiscal autónomo; y tiene como función la organización y administración del 

seguro social en los términos de la referida Ley.42 

 

De ahí que el ISSSTE ampara a diversos servidores públicos en términos 

de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 

del Estado, mientras que el IMSS, va dirigido a las relaciones de trabajo 

directas con particulares, o a las personas que trabajen por cuenta propia, de 

conformidad con la Ley del Seguro Social.43 

 

Aunado a lo anterior, tratándose de las prestaciones de vejez, tanto la Ley del 

Seguro Social como la del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado establecen las siguientes equivalencias: 

 

CONVENIO 102 ISSSTE SEGURO SOCIAL 

Prestaciones de Vejez Seguro de retiro, cesantía 
en edad avanzada y vejez 
 
Ley del Instituto de 
Seguridad y Servicios 
Sociales de los 
Trabajadores del Estado  

Seguro de retiro, cesantía 
en edad avanzada y vejez 
 
Ley del Seguro Social  

 

2.4. Contenido y alcance del artículo 29, numeral 2, inciso a), del 

Convenio 102 

 

 
41 https://www.gob.mx/profedet/articulos/seguridad-social (último acceso 22 de marzo de 2025). 
42 LEY DEL SEGURO SOCIAL 
Artículo 5. La organización y administración del Seguro Social, en los términos consignados en esta 
Ley, están a cargo del organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio 
propios, de integración operativa tripartita, en razón de que a la misma concurren los sectores 
público, social y privado, denominado Instituto Mexicano del Seguro Social, el cual tiene también el 
carácter de organismo fiscal autónomo. 
43 Ibidem, pp. 90 a 92. 

https://www.gob.mx/profedet/articulos/seguridad-social
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Ahora bien, el Convenio 102 de la Organización Internacional del Trabajo, en la 

Parte V. denominada Prestaciones de Vejez, contiene los artículos 25 al 30, a través 

de los cuales, esencialmente, se prevé lo siguiente: los Estados Parte deberán 

garantizar a las personas protegidas la concesión de las prestaciones de vejez 

(artículo 25), la edad prescrita para que sea cubierta la contingencia no deberá 

exceder de 65 años (artículo 26), las categorías que deben comprender las 

personas protegidas (artículo 27), y la prestación consistirá en un pago periódico 

(artículo 28). 

 

Asimismo, de conformidad con el artículo 29, punto 1, inciso a), la prestación 

de vejez (total) deberá garantizarse a las personas que hayan cumplido antes de la 

contingencia un periodo que podrá consistir en 30 años de cotización o de empleo, o 

en 20 años de residencia; y en términos del artículo 29, punto 2, inciso a), cuando 

esta concesión se encuentre condicionada al cumplimiento de un periodo mínimo de 

cotización o de empleo, deberá garantizarse una prestación reducida a las personas 

que hayan cumplido antes de la contingencia un periodo de 15 años de cotización o 

de empleo. 

 

Además, las prestaciones citadas en los artículos 28 y 29 deberán concederse 

durante todo el transcurso de la contingencia (artículo 30). 

 

Así, el contenido del artículo 29, numeral 2, inciso a), establece una pensión 

reducida por vejez a partir de un mínimo de 15 años de cotización o de empleo. 

Dicho precepto señala lo siguiente: 

 

Artículo 29 

(…) 

2. Cuando la concesión de la prestación mencionada en el párrafo 1 esté 

condicionada al cumplimiento de un período mínimo de cotización o de empleo, 

deberá garantizarse una prestación reducida, por lo menos: 

 

a) a las personas protegidas que hayan cumplido, antes de la contingencia, de 

conformidad con reglas prescritas, un período de calificación de quince años de 

cotización o de empleo; o 
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(…). 

 

Al respecto, conviene precisar que una pensión reducida por vejez se puede 

solicitar cuando no se cumplen los requisitos para una pensión ordinaria por vejez; 

es decir, cuando el trabajador cumple con los años de edad pero no con los años de 

servicio, por lo que solicita dicha pensión con la finalidad de garantizar sus ingresos 

de forma continua o periódica durante su vejez. 

 

 Asimismo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver 

la Acción de Inconstitucionalidad 118/2022 y su acumulada 121/2022, en sesión de 

cuatro de junio de dos mil veinticuatro,44 analizó los artículos 110 a 113 de la Ley de 

Seguridad Social de los Trabajadores del Estado de Yucatán,45 en los que se 

planteaba un aumento de los periodos de cotización para obtener la jubilación. 

 

 Así, en la parte que interesa, el Tribunal Pleno determinó que el Convenio 

102 posibilita a los Estados Parte para que en caso de que fijen un periodo mínimo 

 
44 Bajo la ponencia del Ministro Alberto Pérez Dayán (fojas 140 a 144). Se aprobó por unanimidad de 
once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena apartándose de 
la metodología y de algunas consideraciones, González Alcántara Carrancá separándose de algunas 
consideraciones, Esquivel Mossa separándose de la metodología, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales 
apartándose del estudio de proporcionalidad, Pardo Rebolledo separándose de la metodología y de 
distintas consideraciones, Batres Guadarrama con consideraciones distintas y en contra de la 
metodología, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández en contra de la 
metodología y de las consideraciones, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su 
tema 1, denominado “Violación a los principios de seguridad social y progresividad, derivado de la 
falta de motivación reforzada que justificara la modificación del régimen de seguridad social local”, en 
su subapartado 1.3.3.2, atinente al aumento de los períodos de cotización, consistente en declarar la 
invalidez de los artículos del 110 al 113, en cuanto a sus porciones normativas relacionadas con los 
años de cotización, de la Ley de Seguridad Social de los Trabajadores del Estado de Yucatán. El 
señor Ministro González Alcántara Carrancá y la señora Ministra Ortiz Ahlf anunciaron sendos votos 
concurrentes. La señora Ministra Ríos Farjat reservó su derecho de formular voto concurrente. 
45 Artículo 110. Pensión por jubilación. 
La persona servidora pública que cuente con treinta y cinco años de cotización y sesenta y cinco 
años de edad tendrá derecho a una pensión por jubilación. (…). 
Artículo 111. Pensión por retiro anticipado. 
La persona servidora pública que haya cumplido sesenta años de edad y treinta y cinco años de 
cotización tendrá derecho a la pensión por retiro anticipado. 
(…). 
Artículo 112. Pensión por vejez. 
La persona servidora pública que haya cumplido veinte años de cotización y sesenta y cinco años de 
edad tendrá derecho a la pensión por vejez. 
(…). 
Artículo 113. Pensión por retiro anticipado en edad avanzada. 
La persona servidora pública que haya cumplido veinte años de cotización y sesenta años de edad 
tendrá derecho a la pensión por retiro anticipado en edad avanzada. 
(…). 
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de cotización, establezcan una prestación reducida cuando se cumpla como 

mínimo, con 15 años de cotización. 

 

 Es decir, estableció que cuando en la legislación se prevea un plazo mínimo 

de cotizaciones o empleo, la prestación reducida con un mínimo de 15 años de 

cotizaciones o empleo no es una opción, sino una obligación que deben garantizar 

las autoridades, ya que la redacción del artículo 29, punto 2, del referido Convenio 

indica que cuando la prestación se encuentra sujeta a un período mínimo de 

cotización o de empleo “deberá garantizarse una prestación reducida”.  

 

Lo anterior, porque consideró que el verbo empleado es “deberá” y de 

acuerdo con el primer entendimiento que le reconoce el Diccionario de la Lengua 

Española,46 tiene el significado: “Estar obligado a algo por la ley divina, natural o 

positiva”. 

 

Por lo que el Pleno concluyó que en caso de estipularse un plazo mínimo de 

calificación, como lo hacía la ley impugnada (al exigir 35 años de cotización para 

acceder a las pensiones por jubilación y por retiro anticipado), debía garantizarse 

una pensión reducida a partir de 15 años de aportaciones. 

 

Esto es, resolvió que la prestación reducida establecida en el artículo 29, 

punto 2, del Convenio Número 102, no se observaba en la ley impugnada, pues el 

periodo de calificación menor que da derecho a una prestación de ese tipo 

(pensiones de vejez y retiro anticipado en edad avanzada) era de 20 años y no de 

15 años. 

 

Finalmente, el Alto Tribunal sostuvo que los parámetros determinados por el 

legislador en el aumento de los periodos de cotización (35 años de cotización para 

acceder a las pensiones por jubilación y por retiro anticipado y 20 años para 

pensiones de vejez y retiro anticipado en edad avanzada) incumplían con la norma 

mínima de seguridad social, por lo que resultaban inconstitucionales los artículos 

 
46 https://dle.rae.es/deber?m=form 
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110, 111, 112 y 113 de la Ley de Seguridad Social de los Trabajadores del Estado 

de Yucatán.47 

 

 En consecuencia, de lo expuesto advierto que el alcance del artículo 29, 

numeral 2, inciso a), del Convenio 102, es en el sentido de que cuando se prevea en 

la legislación interna un plazo mínimo de cotizaciones o de empleo, los Estados 

Parte, como México, se encuentran obligados a garantizar una prestación reducida 

por vejez, cuando se cumplan por lo menos 15 años de cotización o empleo, pues 

esta prestación no es optativa. 

  

 

 
47 Artículo 110. Pensión por jubilación. 
La persona servidora pública que cuente con treinta y cinco años de cotización y sesenta y cinco 
años de edad tendrá derecho a una pensión por jubilación. (…). 
Artículo 111. Pensión por retiro anticipado. 
La persona servidora pública que haya cumplido sesenta años de edad y treinta y cinco años de 
cotización tendrá derecho a la pensión por retiro anticipado. 
(…). 
Artículo 112. Pensión por vejez. 
La persona servidora pública que haya cumplido veinte años de cotización y sesenta y cinco años de 
edad tendrá derecho a la pensión por vejez. 
(…). 
Artículo 113. Pensión por retiro anticipado en edad avanzada. 
La persona servidora pública que haya cumplido veinte años de cotización y sesenta años de edad 
tendrá derecho a la pensión por retiro anticipado en edad avanzada. 
(…). 
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CAPÍTULO II 

SISTEMAS DE SEGURIDAD SOCIAL Y PENSIONES EN MÉXICO 

 

Con la finalidad de analizar en capítulos posteriores si el Estado mexicano 

puede excusarse en incorporar la prestación reducida de vejez (prevista en el 

artículo 29, numeral 2, inciso a), del Convenio 102) en el artículo 82, regla II, número 

1 del Reglamento de Trabajo del Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos y 

sus Empresas Productivas Subsidiarias, vigente a partir del treinta de septiembre de 

dos mil diecinueve, bajo la consideración de que éste contiene un régimen diferente 

a los esquemas de seguridad social tradicionales, resulta relevante analizar qué se 

entiende por seguridad social como derecho humano, así como indicar en qué 

normativa nacional e internacional se encuentra reconocido. También se indicarán 

las diferencias entre pensión y jubilación para después comprender el término de 

pensión reducida. 

 

Asimismo, se realizará un análisis comparativo entre el sistema previsto en 

algunas leyes de seguridad social y el citado Reglamento de Pemex, en específico 

sobre los requisitos para la pensión por vejez o jubilación y sus regímenes 

financieros. 

 

2. SEGURIDAD SOCIAL 

 

2.1. Concepto 

 

En cuanto al término de seguridad social se aprecia que existen diversas 

concepciones dependiendo de las consideraciones de diversos autores, por lo que 

es conveniente citar algunas. 

 

En principio, Mario de la Cueva indica que la seguridad social se plantó con un 

sentido de universalidad que conlleva a resolver en forma total, en el presente y en 

el futuro, y en todos los pueblos, el problema de la necesidad humana (desde la 

concepción del ser hasta su muerte);48 esto es, mientras el derecho del trabajo y la 
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previsión social nacieron de y para la clase trabajadora, la seguridad social, con su 

doble sentido de universalidad y eternidad, deja de contemplar a las clases sociales 

y se enfoca solamente en el hombre para resolver el problema de su necesidad.49 

 

Para el autor Gustavo Cázares la seguridad social es “un sistema organizado 

de protección contra las consecuencias de los riesgos a que todo individuo se 

encuentra expuesto durante el transcurso de su vida, cuyo propósito es contribuir a 

su desarrollo físico e intelectual en sociedad y a su dignificación hasta el término de 

su existencia”.50 

 

También dicho autor señala que la seguridad social protege a los trabajadores 

asalariados y a quienes no lo son, pues pretende extender su protección a toda la 

población, por lo que su campo de cobertura no se restringe a los riesgos derivados 

del trabajo, sino que se proyecta hacia toda contingencia a la que está expuesto el 

individuo en el transcurso de su vida.51 

 

De acuerdo con Fernández Pastorino la seguridad social se convirtió en una 

nueva disciplina jurídica que tiende a proteger al individuo desde antes de nacer 

hasta después de su muerte; asimismo, la doctrina moderna la presenta como un 

derecho o rama específica de éste, que complementa la inclinación del derecho del 

trabajo, pues tiene como finalidad la protección total del hombre contra toda 

eventualidad que lo pueda conducir a la indigencia.52 

 

El autor refiere que la seguridad social significa pleno empleo, vivienda digna, 

distribución justa y equitativa de la riqueza, protección contra todas las 

contingencias económico-sociales, el derecho a una vida mejor e igualdad de 

posibilidades, y tiene como propósito el progreso positivo de toda la colectividad; por 

lo que la seguridad social es un concepto que determina una garantía integral 

 
49 De la Cueva, Mario. El Nuevo Derecho Mexicano del Trabajo. Tomo II. México, Editorial Porrúa, 
2014, pp. 50-52. 
50 Cázarez García, Gustavo. Derecho de la seguridad social. México, Editorial Porrúa, 2016, p. 100. 
51 Ibidem, pp. 100 y 101. 
52 Fernández Pastorino, A. Seguridad social: antecedentes, evolución, fines, principios, tendencias, 
convenios internacionales, práctica legislativa. Buenos Aires, Argentina, Editorial Universidad, 1989, 
pp. 90 y 91. 
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para el individuo, que lo lleva a la liberación de la inseguridad y al bienestar 

económico, permitiéndole el desarrollo total de su personalidad.53 

 

Por otro lado, Ruíz Moreno refiere que aún no se ha podido encontrar un 

concepto sobre seguridad social en toda su extensión, pues ésta se nutre por 

casi todas las ciencias, técnicas y actividades desarrolladas por el ser humano 

para alcanzar su protección integral; sin embargo, esencialmente considera que 

la misma se trata de un conjunto de medidas públicas que incluyen la solidaridad 

como eje del sistema, buscando prevenir y remediar las contingencias sociales.54 

 

Agrega que cuando la seguridad social se inserta en el derecho se convierte 

en una ciencia de normas jurídicas sistematizadas que son generales, de orden 

público e interés social, obligatorias, taxativas, coercibles, irrenunciables y 

exigibles ante los tribunales.55 

 

Por otra parte, la Declaración Universal de los Derechos Humanos en su 

artículo 22 establece, esencialmente, que toda persona tiene derecho a la 

seguridad social y a obtener la satisfacción de los derechos económicos, sociales 

y culturales indispensables para su dignidad y libre desarrollo de su 

personalidad.56 También, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales en el artículo 9 indica que los Estados Parte reconocen el 

derecho a la seguridad social de toda persona, inclusive al seguro social .57 

 

Y el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo 

de San Salvador” en el artículo 9, en esencia, prevé que toda persona tiene 

derecho a la seguridad social a fin de protegerla contra las consecuencias de la 

 
53 Ibidem, pp. 55 y 77. 
54 Ruíz Moreno, Ángel Guillermo. Nuevo Derecho de la Seguridad Social, México, Editorial Porrúa, 
2018, p. 42. 
55 Ibidem, p. 46. 
56 Artículo 22 
Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, 
mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los 
recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, 
indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 
57 Artículo 9. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la 
seguridad social, incluso al seguro social. 
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vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para tener una 

vida digna y decorosa; y que tratándose de personas trabajadoras se cubrirá al 

menos la atención médica, casos de accidentes de trabajo y licencias por 

maternidad antes y después del parto.58 

 

Asimismo, José Luis Gil considera a la seguridad social como un derecho 

humano,59 ya que el artículo 25, punto 1, de la citada Declaración Universal de 

los Derechos Humanos prevé que toda persona tiene derecho a los seguros en 

caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudedad, vejez u otros casos de 

pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su 

voluntad.60 

 

 A su vez, Fernando Villaseñor aduce que no existe una definición unánime 

o legalmente unívoca y vinculante del derecho a la seguridad social, incluso se 

mantiene ese derecho con un concepto flexible y heterogéneo tanto en el 

derecho internacional como en los contextos nacionales.61 Aduce, que la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos en su artículo 22 citado 

reconoce el derecho a la seguridad social y en su artículo 25 referido se 

 
58 Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 
1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la 
vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar 
una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social 
serán aplicadas a sus dependientes. 
2. Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho a la seguridad social 
cubrirá al menos la atención médica y el subsidio o jubilación en casos de accidentes de trabajo o de 
enfermedad profesional y, cuando se trate de mujeres, licencia retribuida por maternidad antes y 
después del parto. 
59 Gil y Gil, José Luis, “El derecho a la seguridad social”, en Escobar Roca, Guillermo (Dir.). Derechos 
sociales y tutela antidiscriminatoria. España, Thomson Reuters, Aranzadi, 2012, pp. 1025 y 1026. 
60 Artículo 25 
1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la 
salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, 
enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 
circunstancias independientes de su voluntad. 
2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, 
nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social. 
 
61 Villaseñor Rodríguez, Fernando, La seguridad social como derecho humano: recuento del 
concepto en el derecho internacional. Revista de Investigaciones Jurídicas de la Escuela Libre de 
Derecho, México, Núm. 45, 2021, p. 379. 
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establece su contenido o lista enunciativa, y cada país puede elegir la 

interpretación que más favorezca a sus intereses.62 

 

Dicho autor aduce que el Convenio 102 de la Organización Internacional del 

Trabajo no reconoce a la seguridad social como un derecho per se; y si bien el 

artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, 

establece que “Los Estados Parte del presente Pacto reconocen el derecho de 

toda persona a la seguridad social, incluido el seguro social”, lo cierto es que los 

límites del derecho a la seguridad social no son claros.63 

 

En cambio, considera que la Observación General Número 19 (GC19) del 

Comité de Derechos Económicos y Sociales de las Naciones Unidas (CDESC) 

proporciona una guía concreta, clara y práctica de los deberes mínimos que debe 

cubrir cada Estado para cumplir con el citado Artículo 9 del Pacto Internacional 

de Derechos Económicos Sociales y Culturales, pues de conformidad con el 

artículo 59 de dicha Observación, esos deberes se conocen como obligaciones 

básicas y comprenden en esencia: a) asegurar el acceso a todas las personas y 

familias para contar con atención médica, b) garantizar ese acceso de forma no 

discriminatoria, c) respetar y proteger los regímenes de seguridad social, d) 

monitorear el alcance del derecho a la seguridad social, y e) utilizar todos los 

recursos a su alcance para satisfacer esas obligaciones mínimas; sin embargo, 

dicha Observación no es una norma vinculante.64 

 

Al respecto, sobre la Observación General Número 19, importa destacar que 

en sus artículos 1 y 2 se menciona que el derecho a la seguridad social es 

fundamental para garantizar la dignidad humana de todas las personas ante las 

circunstancias que les privan de su capacidad de ejercer plenamente los 

derechos reconocidos en el Pacto Internacional de Derechos Económicos 

Sociales y Culturales; y que incluye el derecho a obtener y mantener 

prestaciones sociales en efectivo o en especie, sin discriminación, a fin de contar 

con protección contra la falta de ingresos por enfermedad, invalidez, maternidad, 

 
62 Ibidem, pp. 381 y 282. 
63 Ibidem, p. 384. 
64 Ibidem, pp. 387 y 388. 
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accidente laboral, vejez o muerte de un familiar, los gastos excesivos de atención 

de salud, y el apoyo familiar insuficiente.65 

 

Así, Fernando Villaseñor estima que, debido al cúmulo de definiciones del 

derecho internacional sobre el derecho a la seguridad social, se dificulta la 

garantía y realización del mismo, por lo que existe la necesidad de resignificar 

ese derecho a fin de que tenga aplicación concreta en las jurisdicciones 

nacionales.66 

 

En consecuencia, de lo expuesto considero que la seguridad social, en 

principio, es un derecho humano de todos los individuos, y de acuerdo a la 

doctrina, es un conjunto de medidas públicas que previenen y reparan toda 

contingencia o eventualidad por la que atraviesa el individuo, desde antes de su 

nacimiento hasta su muerte; la cual tiene como eje rector la solidaridad y busca 

proteger a toda la sociedad para lograr su bienestar físico y mental, liberando al 

hombre del estado de necesidad y de inseguridad, a fin de permitirle el libre 

desarrollo de su personalidad. 

 

2.2. Marco jurídico nacional  

 

En cuanto al ámbito nacional, se eleva a rango constitucional el derecho 

humano a la seguridad social, pues está contemplado en los dos apartados del 

artículo 123, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En 

efecto, el apartado A, fracción XXIX, de dicho precepto,67 está dirigido a los 

 
65 1.El artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (el Pacto) 
dispone que "los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la 
seguridad social, incluso al seguro social". El derecho a la seguridad social es de importancia 
fundamental para garantizar a todas las personas su dignidad humana cuando hacen frente a 
circunstancias que les privan de su capacidad para ejercer plenamente los derechos reconocidos en 
el Pacto. 
2.El derecho a la seguridad social incluye el derecho a obtener y mantener prestaciones sociales, ya 
sea en efectivo o en especie, sin discriminación, con el fin de obtener protección, en particular contra: 
a) la falta de ingresos procedentes del trabajo debido a enfermedad, invalidez, maternidad, accidente 
laboral, vejez o muerte de un familiar; b) gastos excesivos de atención de salud; c) apoyo familiar 
insuficiente, en particular para los hijos y los familiares a cargo. 
66 Villaseñor Rodríguez, Fernando. op. cit., pp. 391 y 392. 
67 Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se 
promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley. 
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, 
las cuales regirán: 
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trabajadores en general, pues rige para los obreros, jornaleros, empleados 

domésticos, artesanos y para todo contrato de trabajo, y dispone que la Ley del 

Seguro Social será de utilidad pública, la cual comprenderá los seguros de invalidez, 

de vejez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y 

accidentes, de servicios de guarderías y cualquier otro encaminado a la protección y 

bienestar de los trabajadores y sus familiares. 

 

Mientras que el apartado B, fracción XI, inciso a), del artículo 123 

constitucional68 está destinado para los trabajadores de los Poderes de la Unión y 

establece que la seguridad social cubrirá los accidentes y enfermedades 

profesionales, las enfermedades no profesionales y maternidad, la jubilación, la 

invalidez, la vejez y la muerte. 

 

En ese sentido, en ambos apartados se estipulan los elementos básicos o 

bases mínimas del derecho a la seguridad social; por lo que la legislación aplicable 

en materia de seguridad social para los trabajadores en general es la Ley del 

Seguro Social en términos del citado apartado A del artículo 123 constitucional, y 

para los trabajadores al servicio del Estado es aplicable la Ley del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores al Servicio del Estado, de 

conformidad con el artículo 1° de este último ordenamiento.69 

 
A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y de una manera general, todo 
contrato de trabajo: 
(...) 
XXIX. Es de utilidad pública la Ley del Seguro Social, y ella comprenderá seguros de invalidez, de 
vejez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes, de servicios de 
guardería y cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores, campesinos, 
no asalariados y otros sectores sociales y sus familiares. 
68 Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se 
promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley. 
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, 
las cuales regirán: 
(…) 
B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores: 
(…) 
XI. La seguridad social se organizará conforme a las siguientes bases mínimas: 
a). Cubrirá los accidentes y enfermedades profesionales; las enfermedades no profesionales y 
maternidad; y la jubilación, la invalidez, vejez y muerte. 
(…). 
69 Artículo 1. La presente Ley es de orden público, de interés social y de observancia en toda la 
República, y se aplicará a las Dependencias, Entidades, Trabajadores al servicio civil, Pensionados y 
Familiares Derechohabientes, de:  
I. La Presidencia de la República, las Dependencias y Entidades de la Administración Pública 
Federal, incluyendo al propio Instituto;  
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Asimismo, cabe mencionar que en la fracción XIII del apartado B del artículo 

123 de la Constitución Federal70 se prevé un régimen especial sobre el derecho a la 

seguridad social de los militares, pues esencialmente estipula que éstos se regirán 

por sus propias leyes y que el Estado les proporcionará a los miembros del Ejército, 

Fuerza Aérea y Armada, las prestaciones de seguridad social previstas en el inciso 

f) de la fracción XI del citado apartado B (relativo a las prestaciones de vivienda).71 

 

 
II. Ambas cámaras del Congreso de la Unión, incluidos los diputados y senadores, así como los 
Trabajadores de la Entidad de Fiscalización Superior de la Federación;  
III. El Poder Judicial de la Federación, incluyendo a los ministros de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, magistrados y jueces, así como consejeros del Consejo de la Judicatura Federal;  
IV. Se deroga. Fracción derogada DOF 20-05-2021  
V. Los órganos jurisdiccionales autónomos;  
VI. Los órganos con autonomía por disposición constitucional; 
VII. El Gobierno del Distrito Federal, sus órganos político administrativos, sus órganos autónomos, 
sus Dependencias y Entidades, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, incluyendo sus 
diputados, y el órgano judicial del Distrito Federal, incluyendo magistrados, jueces y miembros del 
Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, conforme a su normatividad específica y con base en 
los convenios que celebren con el Instituto, y  
VIII. Los gobiernos de las demás Entidades Federativas de la República, los poderes legislativos y 
judiciales locales, las administraciones públicas municipales, y sus Trabajadores, en aquellos casos 
en que celebren convenios con el Instituto en los términos de esta Ley. 
70 Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se 
promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley. 
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, 
las cuales regirán: 
(…) 
B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores: 
(…) 
XIII.- Los militares, marinos, integrantes de la Guardia Nacional, personal del servicio exterior, 
agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por 
sus propias leyes. 
(…) 
El Estado proporcionará a los miembros en el activo del Ejército, Fuerza Aérea, Armada y Guardia 
Nacional, las prestaciones a que se refiere el inciso f) de la fracción XI de este apartado, en términos 
similares y a través del organismo encargado de la seguridad social de los componentes de dichas 
instituciones; 
(…). 
71 XI.- La seguridad social se organizará conforme a las siguientes bases mínimas: 
(…) 
f).- Se proporcionarán a los trabajadores habitaciones baratas, en arrendamiento o venta, conforme a 
los programas previamente aprobados. Además, el Estado mediante las aportaciones que haga, 
establecerá un fondo nacional de la vivienda a fin de constituir depósitos en favor de dichos 
trabajadores y establecer un sistema de financiamiento que permita otorgar a éstos crédito barato y 
suficiente para que adquieran en propiedad habitaciones cómodas e higiénicas, o bien para 
construirlas, repararlas, mejorarlas o pagar pasivos adquiridos por estos conceptos. 
Las aportaciones que se hagan a dicho fondo serán enteradas al organismo encargado de la 
seguridad social regulándose en su Ley y en las que corresponda, la forma y el procedimiento 
conforme a los cuales se administrará el citado fondo y se otorgarán y adjudicarán los créditos 
respectivos; 
(…). 
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2.3. Marco jurídico internacional  

 

En el ámbito internacional el derecho a la seguridad social está reconocido en 

diversos instrumentos internacionales, como son la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos (artículo 22), la Declaración Americana de los Derechos y 

Deberes del Hombre (artículo XVI), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales (artículo 9), el Protocolo Adicional a la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales “Protocolo de San Salvador” (artículo 9, punto 1). 

 

Así, el artículo 22 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos72 

dispone principalmente que toda persona como integrante de la sociedad tiene 

derecho a la seguridad social y a obtener de acuerdo con el esfuerzo nacional y la 

cooperación internacional, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y 

culturales, indispensables para la dignidad y el libre desarrollo de la personalidad. 

 

También, el artículo 25, punto 1, de la Declaración73 indica que toda persona 

tiene derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, 

viudedad, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 

circunstancias independientes de su voluntad. 

 

Igualmente, el artículo XVI de la Declaración Americana de los Derechos y 

Deberes del Hombre,74 señala que toda persona tiene derecho a la seguridad social 

 
72 Artículo 22 
Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, 
mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los 
recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, 
indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 
73 Artículo 25 
1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la 
salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, 
enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 
circunstancias independientes de su voluntad. 
2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, 
nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social. 
74 Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las 
consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier 
otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de 
subsistencia. 
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a fin de tener protección contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez, y 

de la incapacidad, que la imposibilite física o mentalmente para obtener medios de 

subsistencia. 

 

El artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales75 prevé que los Estados Parte reconocen el derecho a la seguridad social 

de toda persona, inclusive al seguro social. 

 

Finalmente, el artículo 9, punto 1, del Protocolo Adicional a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”76 refiere que toda persona tiene 

derecho a la seguridad social a fin de protegerla contra las consecuencias de la 

vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para tener una 

vida digna y decorosa. 

 

En consecuencia, del texto de los citados tratados internacionales se concluye 

que toda persona como miembro de la sociedad tiene derecho a la seguridad social 

y, por ende, a diversos seguros, como el de vejez, para tener una vida digna y 

decorosa. 

 

2.4. Conceptos de jubilación, pensión y pensión reducida 

 

En el presente apartado se mencionan algunos conceptos jurídicos relevantes 

y complementarios en relación con el derecho a la seguridad social, en específico, 

con la prestación de vejez. 

 

 
75 Artículo 9. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la 
seguridad social, incluso al seguro social. 
76 Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 
1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la 
vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar 
una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social 
serán aplicadas a sus dependientes. 
2. Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho a la seguridad social 
cubrirá al menos la atención médica y el subsidio o jubilación en casos de accidentes de trabajo o de 
enfermedad profesional y, cuando se trate de mujeres, licencia retribuida por maternidad antes y 
después del parto. 
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Antes de hacer alusión al concepto de pensión reducida, la cual tiene que ver 

con el tema a desarrollar en el presente trabajo y se encuentra limitada por parte de 

la Suprema Corte, es necesario conocer los conceptos de jubilación y pensión, pues 

los mismos muchas veces son utilizados como sinónimos, siendo que son muy 

diferentes. 

 

Al respecto, Miguel Carbonell expone que la pensión y la jubilación no son lo 

mismo, pues la primera es un término general, y la segunda es más específica; 

máxime que la pensión engloba a la jubilación.77 

 

El autor explica que de acuerdo con el Diccionario de la Real Academia 

Española (RAE), la pensión es la cantidad periódica, temporal o vitalicia, que la 

seguridad social paga por razón de jubilación, viudez, orfandad o incapacidad; 

mientras que la jubilación es la acción o efecto de jubilar o jubilarse o la pensión que 

recibe quien se ha jubilado.78 

 

De tal manera, refiere el citado autor que un pensionado es quien tiene o cobra 

una pensión; y un jubilado es la persona que ha cumplido con su ciclo laboral, por lo 

que deja de trabajar por su edad y percibe una pensión.79 

 

Asimismo, Porfirio Marquet señala que pueden presentarse distintos tipos de 

pensión, dependiendo de la causa que le da origen, por ejemplo: por incapacidad 

permanente, riesgo de trabajo, invalidez, viudez, orfandad o ascendencia, cesantía 

en edad avanzada, vejez, edad y tiempo de servicios, y años de servicios.80 

 

Lo anterior de acuerdo con las legislaciones que estipulan o regulan los 

requisitos y modalidades para generar el derecho a esos tipos de pensión, como 

son la Ley del Seguro Social (LSS), la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado (LISSSTE), y la Ley del Instituto de 

 
77 Sánchez-Castañeda, Alfredo y Morales Ramírez, María Ascensión, Derechos de las personas 
pensionadas y jubiladas. Serie Nuestros Derechos, México, INEHRM, UNAM, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 2018, p. 1. 
78 Idem. 
79 Idem. 
80 Marquet Guerrero, Porfirio. Los regímenes de seguridad social en México, México, Editorial Porrúa, 
2012, p. 66. 
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Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas  (LISSFAM); o bien de 

conformidad con ordenamientos de carácter contractual, tales como los contratos 

colectivos de trabajo o los contratos ley, en los que se pactan esquemas de 

pensiones.81  

 

Al respecto, cabe mencionar que, en el caso de PEMEX, las pensiones se 

pactan en contratos colectivos de trabajo tratándose de los trabajadores de base y 

en reglamentos respecto a trabajadores de confianza. 

 

Por otro lado, el citado autor Marquet menciona que la confusión entre 

pensionado y jubilado radica en que ambos reciben un pago periódico denominado 

pensión; de ahí que el término pensionado puede considerarse el género y el de 

jubilado la especie.82 

 

También, aduce que algunas legislaciones vigentes no contemplan el término 

jubilado o jubilación, como acontece en la Ley del Seguro Social y la Ley del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, pues 

éstas sólo utilizan la expresión pensionado o pensión.83 

 

Explica que algunos contratos colectivos de trabajo sí utilizan las expresiones 

jubilado o jubilación (como el contrato celebrado entre el Instituto Mexicano del 

Seguro Social y el Sindicato Nacional de Trabajadores del Seguro Social en la 

cláusula 110 que remite al régimen de jubilaciones y pensiones, y utiliza el término 

jubilación cuando el trabajador obtiene el derecho a recibir una pensión equivalente 

al 100% del salario base, y la palabra pensión cuando el trabajador adquiere el 

derecho de una pensión menor al 100% del salario base); y que incluso, otros 

contratos emplean de manera sinónima los términos jubilaciones y pensiones (como 

el contrato colectivo celebrado entre Petróleos Mexicanos y el Sindicato de 

Trabajadores Petroleros de la República Mexicana en las cláusulas 134 y 135, al 

señalar la jubilación por vejez, y las jubilaciones por incapacidad permanente 

derivadas de un riesgo de trabajo y de un riesgo no profesional; así como el contrato 

 
81 Idem. 
82 Ibidem, p. 67. 
83 Idem. 
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celebrado entre Luz y Fuerza del Centro y el Sindicato Mexicano de Electricistas en 

su cláusula 64, al indicar las mismas hipótesis).84 

 

El autor concluye que en la práctica las expresiones citadas de jubilado o 

pensionado se utilizan de manera indistinta, pero de manera específica se entiende 

que jubilación o jubilado son términos que se reservan cuando los asegurados o 

trabajadores generan el derecho a una pensión, es decir, al pago periódico y vitalicio 

equivalente al 100% del salario base correspondiente; y en los casos en que el 

importe es proporcional y menor a ese porcentaje, se utilizan las palabras pensión y 

pensionado.85 

 

Cabe decir que, en el caso concreto, se analizará el Reglamento de Trabajo 

del Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos y sus Empresas Productivas 

Subsidiarias vigente a partir del 30 de septiembre de 2019, y de la lectura de éste, 

se advierte que se utilizan de manera indistinta jubilado y pensionado. 

 

Ahora bien, de los artículos 26, punto 2, 28 y 29, punto 1, inciso a), del 

Convenio 102,86 se infiere que la pensión ordinaria o total por vejez se trata de un 

pago periódico para aquellas personas que no excedan de 65 años de edad y 

tengan un periodo de 30 años de cotización o de empleo.  

 

Mientras que en términos del artículo 29, punto 2, inciso a), del citado 

Convenio 102,87 se entiende que la pensión reducida por vejez es el pago que se 

 
84 Ibidem, pp. 67 y 68. 
85 Ibidem, p. 68. 
86 Artículo 26  
1. La contingencia cubierta será la supervivencia más allá de una edad prescrita.  
2. La edad prescrita no deberá exceder de sesenta y cinco años. Sin embargo, la autoridad 
competente podrá fijar una edad más elevada, teniendo en cuenta la capacidad de trabajo de las 
personas de edad avanzada en el país de que se trate. 
(…). 
Artículo 28 La prestación consistirá en un pago periódico, calculado en la forma siguiente: 
(…). 
Artículo 29  
1. La prestación mencionada en el artículo 28 deberá garantizarse, en la contingencia cubierta, por lo 
menos: 
a) a las personas protegidas que hayan cumplido, antes de la contingencia, de conformidad con 
reglas prescritas, un período de calificación que podrá consistir en treinta años de cotización o de 
empleo, o en veinte años de residencia; 
(…). 
87 Artículo 29  
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garantiza a una persona que ha cumplido, antes de la contingencia, un período de 

15 años de cotizaciones o de empleo. Esto es, la pensión reducida comprende la 

mitad de los años de cotización o de empleo que la pensión ordinaria de vejez. 

 

2.5. Algunos sistemas de seguridad social en México 

 

Para otorgar a la población el acceso a las prestaciones de seguridad social, 

en específico a la prestación de vejez prevista en el Convenio 102, nuestro país 

cuenta con diversas legislaciones, contratos colectivos, y reglamentos internos que 

regulan, entre otras cuestiones, el régimen de pensiones y su financiamiento. 

 

Por ello, se analizarán las tres principales legislaciones de seguridad social en 

materia de pensiones (Ley del Seguro Social, Ley del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y Ley del Instituto de Seguridad 

Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas), así como el Reglamento de Trabajo 

del Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos y sus Empresas Productivas 

Subsidiarias vigente a partir del 30 de septiembre de 2019 (materia de estudio en el 

presente trabajo). 

 

Lo anterior a fin de conocer y comparar los requisitos esenciales para el retiro 

o jubilación, relativos a la edad y el tiempo de cotización (en años o en semanas), e 

identificar el tipo de pensión que manejan (ordinaria o reducida), así como los 

sistemas de financiamiento tripartita o tradicionales (de cuotas y aportaciones 

realizadas por trabajadores, patrones y el Gobierno) y especiales (de impuestos) y, 

en su momento, resolver el tema planteado. 

 

2.5.1. Ley del Seguro Social 

 

 
2. Cuando la concesión de la prestación mencionada en el párrafo 1 esté condicionada al 
cumplimiento de un período mínimo de cotización o de empleo, deberá garantizarse una prestación 
reducida, por lo menos:  
a) a las personas protegidas que hayan cumplido, antes de la contingencia, de conformidad con 
reglas prescritas, un período de calificación de quince años de cotización o de empleo; o  
(…). 
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La Ley del Seguro Social es la normativa más importante por el número de 

asegurados y sus derechohabientes a quienes se les aplica y porque su contenido 

refleja las políticas fundamentales del estado mexicano en materia de seguridad 

social.88 

 

En efecto, como se mencionó en párrafos anteriores, la Ley del Seguro Social 

está dirigida a los trabajadores en general (sector privado) de conformidad con el 

artículo 123, apartado A, fracción XXIX, de la Constitución Federal;89 es decir, a los 

obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y para todo contrato de 

trabajo. 

 

Asimismo, dicho precepto constitucional dispone que la Ley del Seguro Social 

será de utilidad pública, la cual comprenderá los seguros de invalidez, de vejez, de 

vida, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes, de 

servicios de guarderías y cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de 

los trabajadores y sus familiares. 

 

Cabe precisar que el ente de aplicación de ese ordenamiento es el Instituto 

Mexicano del Seguro Social (IMSS), el cual se creó el 19 de enero de 1943 para 

organizar y administrar el seguro social,90 siendo un organismo público 

descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propio, de integración 

operativa tripartita, pues concurren los sectores público, social y privado; y también 

es un organismo fiscal autónomo.91 

 
88 Marquet Guerrero, Porfirio. op. cit., p. 290. 
89 Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se 
promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley. 
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, 
las cuales regirán: 
A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y de una manera general, todo 
contrato de trabajo: 
(...) 
XXIX. Es de utilidad pública la Ley del Seguro Social, y ella comprenderá seguros de invalidez, de 
vejez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes, de servicios de 
guardería y cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores, campesinos, 
no asalariados y otros sectores sociales y sus familiares. 
90 LEY DEL SEGURO SOCIAL (publicada el 19 de enero de 1943) 
Artículo 5. Para la organización y administración del Seguro Social, se crea, con personalidad jurídica 
propia, un organismo descentralizado, con domicilio en la ciudad de México, que se denominará 
“Instituto Mexicano del Seguro Social”. 
91 LEY DEL SEGURO SOCIAL (vigente) 
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Ahora bien, para obtener el derecho al seguro de vejez se analizarán los 

requisitos relativos a la edad y tiempo de cotización y, en la parte que interesa, el 

régimen financiero, previstos en la primera Ley del Seguro Social publicada el 19 de 

enero de 1943, con su reforma de 1949, en la segunda publicada el 12 de marzo de 

1973, y en la tercera publicada el 21 de diciembre de 1995 (en vigor hasta el 1 de 

julio de 1997) con sus reformas de 2001 y 2020. 

 

En efecto, la Ley del Seguro Social publicada el 19 de enero de 1943, 

tratándose de la edad y tiempo de cotización, esencialmente, disponía en los 

artículos 71 y 72 que tendría derecho a recibir una pensión por vejez sin necesidad 

de probar invalidez, el asegurado que cumpliera 60 o 65 años de edad y justificara 

un mínimo de 700 semanas de cotización (en la primera edad señalada cuando el 

trabajador quedara privado involuntariamente de trabajo remunerado y de acuerdo 

con una tarifa reducida prevista en el Reglamento respectivo).92 Después, con la 

reforma legal de 28 de febrero de 1949 se disminuyó esa cotización a 500 semanas 

para ambas edades.93  

 

En la segunda Ley del Seguro Social publicada el 12 de marzo de 1973, como 

requisitos para los ramos de cesantía en edad avanzada y vejez, se consideró que 

el asegurado debía cubrir 500 semanas de cotización por lo menos, y alcanzar la 

edad de 60 y 65 años, respectivamente.94 

 

La tercera Ley del Seguro Social publicada el 21 de diciembre de 1995 (en 

vigor hasta el 1 de julio de 1997), reguló el seguro de retiro, cesantía en edad 

 
Artículo 5. La organización y administración del Seguro Social, en los términos consignados en esta 
Ley, están a cargo del organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio 
propios, de integración operativa tripartita, en razón de que a la misma concurren los sectores 
público, social y privado, denominado Instituto Mexicano del Seguro Social, el cual tiene también el 
carácter de organismo fiscal autónomo. 
92 LEY DEL SEGURO SOCIAL (Publicada el 19 de enero de 1943) 
Artículo 71. Tendrá derecho a recibir la pensión por vejez, sin necesidad de probar invalidez para el 
trabajo, el asegurado que haya cumplido sesenta y cinco años de edad y tenga acreditadas, por lo 
menos, setecientas cotizaciones semanales. 
Artículo 72. El asegurado que, habiendo cumplido sesenta años de edad, quede privado 
involuntariamente de trabajo remunerado, tiene derecho, sin necesidad de probar que sufre invalidez, 
a recibir la pensión de vejez con tarifa reducida que señala el Reglamento respectivo. Para gozar 
este derecho, el asegurado deberá acreditar el pago de setecientas cotizaciones semanales. 
93 Marquet Guerrero, Porfirio. op. cit., p. 292. 
94 Ibidem, p. 294. 
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avanzada y vejez. Sin que exista una descripción o señalamiento de lo qué es el 

seguro de retiro, por lo que respecto de los ramos de cesantía en edad avanzada y 

vejez se reiteró el requisito de edad de 60 y 65, respectivamente, y se incrementó 

un mínimo de 1250 semanas de cotización en ambos casos.95 

 

En dicha Ley se adoptó el sistema de ahorro y capitalización individual, 

instrumentado por medio de la cuenta individual,96 la cual se abrió para cada 

asegurado en las Administradoras de Fondos para el Retiro (AFORE), a fin de 

depositar en la misma las cuotas obrero-patronales y estatal por concepto del 

seguro de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, así como los rendimientos.97 

 

De manera que el monto de la pensión dependerá del importe del saldo 

acumulado en la cuenta individual al momento de ejercer el derecho a la pensión 

respectiva en la modalidad de renta vitalicia, o de elegir la entrega de retiros 

programados.98 

 

Esto es, en los ramos de cesantía en edad avanzada y de vejez, el monto de la 

pensión se determina por el saldo que se haya acumulado en la cuenta individual, y 

al respecto, el asegurado podrá optar la modalidad de la renta vitalicia o por la del 

retiro programado. 

 

En cuanto al régimen financiero de los ramos de cesantía en edad avanzada y 

vejez, el sistema es tripartita,99 ello de conformidad con lo previsto en los artículos 

167 y 168 de dicha ley de 21 de diciembre de 1995,100 pues los patrones deberían 

 
95 Ibidem, pp. 296 y 299. 
96 Ibidem, 299. 
97 LEY DEL SEGURO SOCIAL (Publicada el 21 de diciembre de 1995) 
Artículo 159. Para efectos de esta Ley, se entenderá por: 
I. Cuenta individual, aquella que se abrirá para cada asegurado en las Administradoras de Fondos 
para el Retiro, para que se depositen en la misma las cuotas obrero-patronales y estatal por 
concepto del seguro de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, así como los rendimientos. La 
cuenta individual se integrará por las subcuentas: de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez; de 
vivienda y de aportaciones voluntarias. 
(…). 
98 Marquet Guerrero, Porfirio. op. cit., p. 299. 
99 Ruíz Moreno, Ángel Guillermo. op. cit., pp. 701-703. 
100 LEY DEL SEGURO SOCIAL (Publicada el 21 de diciembre de 1995) 
Artículo 167. Los patrones y el Gobierno Federal, en la parte que les corresponde están obligados a 
enterar al Instituto el importe de las cuotas obrero patronales y la aportación estatal del seguro de 
retiro, cesantía en edad avanzada y vejez. Dichas cuotas se recibirán y se depositarán en las 
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cubrir las cuotas del 3.150% y los trabajadores el 1.125% sobre el salario base de 

cotización; asimismo el Gobierno Federal debía contribuir con el 7.143% del total de 

las cuotas patronales y con una aportación mensual por concepto de cuota social 

(equivalente al 5.5% del salario mínimo general para el Distrito Federal, por cada día 

de salario cotizado, actualizada trimestralmente). 

 

Por último, la citada Ley de 1995, sigue contemplando el seguro de retiro, 

cesantía en edad avanzada y vejez. En cuanto a la cesantía en edad avanzada el 

artículo 154 (reformado el 20 de diciembre de 2001 y el 16 de diciembre de 2020)101 

prevé que existe dicho ramo cuando el asegurado quede privado de trabajos 

remunerados a partir de los 60 años de edad y tenga un mínimo de 1000 

cotizaciones semanales. 

 

 
respectivas subcuentas de la cuenta individual de cada trabajador, en los términos previstos en la 
Ley para la Coordinación de los Sistemas de Ahorro para el Retiro. 
Artículo 168. Las cuotas y aportaciones a que se refiere el artículo anterior serán: 
I. En el ramo de retiro, a los patrones les corresponde cubrir el importe equivalente al dos por ciento 
del salario base de cotización del trabajador. 
II. En los ramos de cesantía en edad avanzada y vejez, a los patrones y a los trabajadores les 
corresponde cubrir las cuotas del tres punto ciento cincuenta por ciento y uno punto ciento veinticinco 
por ciento sobre el salario base de cotización, respectivamente. 
III. En los ramos de cesantía en edad avanzada y vejez la contribución del Estado será igual al siete 
punto ciento cuarenta y tres por ciento del total de las cuotas patronales de estos ramos, y 
IV. Además, el Gobierno Federal aportará mensualmente, por concepto de cuota social, una cantidad 
inicial equivalente al cinco punto cinco por ciento del salario mínimo general para el Distrito Federal,  
por cada día de salario cotizado, la que se depositará en la cuenta individual de cada trabajador 
asegurado. El valor del mencionado importe inicial de la cuota social, se actualizará trimestralmente 
de conformidad con el Índice Nacional de Precios al Consumidor, en los meses de marzo, junio, 
septiembre y diciembre de cada año. 
Estas cuotas y aportaciones al destinarse, en su caso, al otorgamiento de pensiones, se entenderán 
destinadas al gasto público en materia de seguridad social. 
101 LEY DEL SEGURO SOCIAL (Publicada el 21 de diciembre de 1995) 
REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 20 DE DICIEMBRE DE 2001) 
Artículo 154. Para los efectos de esta Ley existe cesantía en edad avanzada cuando el asegurado 
quede privado de trabajos remunerados a partir de los sesenta años de edad. 
(REFORMADO, D.O.F. 16 DE DICIEMBRE DE 2020) 
Para gozar de las prestaciones de este ramo se requiere que el asegurado tenga reconocidas ante el 
Instituto un mínimo de mil cotizaciones semanales. 
El trabajador cesante que tenga sesenta años o más y no reúna las semanas de cotización 
señaladas en el párrafo precedente, podrá retirar el saldo de su cuenta individual en una sola 
exhibición o seguir cotizando hasta cubrir las semanas necesarias para que opere su pensión. 
En este caso, si el asegurado tiene cotizadas un mínimo de setecientas cincuenta semanas tendrá 
derecho a las prestaciones en especie del seguro de enfermedades y maternidad, en los términos del 
capítulo IV de este Título. 
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Aunado a ello, con relación al ramo de vejez, el artículo 162 (reformado el 16 

de diciembre de 2020)102 dispone que, para tener derecho al mismo, el asegurado 

deberá cumplir 65 años de edad y un mínimo de 1000 cotizaciones semanales. 

 

Respecto al régimen financiero, permanece el artículo 167 en el sentido de que 

los patrones y el Gobierno Federal, en la parte que les corresponde están obligados 

a enterar al IMSS el importe de las cuotas obrero patronales y la aportación estatal 

del seguro de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez. 

 

Sin embargo, en el artículo 168, fracción II (reformado el 16 de diciembre de 

2020)103 se prevé que, en los ramos de cesantía en edad avanzada y vejez, los 

 
102 (REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 16 DE DICIEMBRE DE 2020) 
Artículo 162. Para tener derecho al goce de las prestaciones del seguro de vejez, se requiere que el 
asegurado haya cumplido sesenta y cinco años de edad y tenga reconocidas por el Instituto un 
mínimo de mil cotizaciones semanales. 
En caso que el asegurado tenga sesenta y cinco años o más y no reúna las semanas de cotización 
señaladas en el párrafo precedente, podrá retirar el saldo de su cuenta individual en una sola 
exhibición o seguir cotizando hasta cubrir las semanas necesarias para que opere su pensión. Si el 
asegurado tiene cotizadas un mínimo de setecientas cincuenta semanas tendrá derecho a las 
prestaciones en especie del seguro de enfermedades y maternidad, en los términos del capítulo IV 
de este Título. 
103 Artículo 168. Las cuotas y aportaciones a que se refiere el artículo anterior serán: 
I. En el ramo de retiro, a los patrones les corresponde cubrir el importe equivalente al dos por ciento 
del salario base de cotización del trabajador. 
(REFORMADA [N. DE E. CON SUS INCISOS], D.O.F. 16 DE DICIEMBRE DE 2020) 
II. En los ramos de cesantía en edad avanzada y vejez: 
a) Los patrones cubrirán la cuota que corresponda sobre el salario base de cotización, calculada 
conforme a la siguiente tabla: 
Salario base de cotización del trabajador  Cuota Patronal 
1.00 SM*       3.150% 
1.01 SM a 1.50 UMA**      4.202% 
1.51 a 2.00 UMA      6.552% 
2.01 a 2.50 UMA      7.962% 
2.51 a 3.00 UMA      8.902% 
3.01 a 3.50 UMA      9.573% 
3.51 a 4.00 UMA      10.077% 
4.01 UMA en adelante      11.875% 
* Salario Mínimo 
** Unidad de Medida y Actualización 
b) Los trabajadores cubrirán una cuota del uno punto ciento veinticinco por ciento sobre el salario 
base de cotización. 
III. (DEROGADA, D.O.F. 16 DE DICIEMBRE DE 2020) 
(REFORMADO [N. DE E. ESTE PÁRRAFO], D.O.F. 16 DE DICIEMBRE DE 2020) 
IV. El Gobierno Federal, por cada día de salario cotizado, aportará mensualmente una cantidad por 
concepto de la cuota social, para los trabajadores que ganen hasta cuatro veces la unidad de medida 
y actualización, que se depositará en la cuenta individual de cada trabajador asegurado conforme a 
la tabla siguiente: 
(REFORMADA, D.O.F. 16 DE DICIEMBRE DE 2020) 
Salario base de cotización del trabajador Cuota Social 
1.00 SM*      $ 10.75 
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patrones cubrirán la cuota sobre el salario base de cotización, calculada conforme a 

diversos porcentajes contenidos en una tabla con relación a salarios mínimos y a 

unidades de medida y actualización (en lugar de cubrir las cuotas sólo por el 3.150% 

sobre el salario base de cotización). 

 

También se derogó la fracción III del artículo 168 relativa a que el Gobierno 

Federal debía contribuir con el 7.143% del total de las cuotas patronales; y se 

reformó la fracción IV del mismo precepto (el 16 de diciembre de 2020), en el 

sentido de que dicho Gobierno aportará mensualmente una cuota social para ciertos 

trabajadores y conforme a una tabla. 

 

En resumen, en la primera Ley del Seguro Social de 1943, se consideró que 

para la pensión por vejez era necesario que el asegurado tuviera 60 o 65 años de 

edad y contara con 700 semanas de cotización (equivalente a 13.5 años), y con la 

reforma de 1949 se disminuyó dicha cotización a 500 semanas (equivalente a 10 

años).  

 

En la segunda Ley del Seguro Social publicada el 12 de marzo de 1973, para 

acceder a los ramos de cesantía en edad avanzada y vejez, se determinó que el 

asegurado debía cubrir la edad de 60 y 65 años, respectivamente, y 500 semanas 

de cotización (equivalente a 10 años) en ambos casos.  

 

En el tercer ordenamiento legal publicado el 21 de diciembre de 1995, (en vigor 

el 1° de julio de 1997), respecto a los ramos de cesantía en edad avanzada y vejez 

se reiteró el requisito de edad de 60 y 65 años, respectivamente, y se incrementó la 

 
1.01 SM a 1.50 UMA**     $ 10.00 
1.51 a 2.00 UMA     $ 9.25 
2.01 a 2.50 UMA     $ 8.50 
2.51 a 3.0 UMA      $ 7.75 
3.01 a 3.50 UMA     $ 7.00 
3.51 a 4.00 UMA     $ 6.25 
* Salario Mínimo 
** Unidad de Medida y Actualización 
(REFORMADO, D.O.F. 26 DE MAYO DE 2009) 
Los valores mencionados del importe de la cuota social, se actualizarán trimestralmente de 
conformidad con el Índice Nacional de Precios al Consumidor, en los meses de marzo, junio, 
septiembre y diciembre de cada año. 
(REFORMADO, D.O.F. 26 DE MAYO DE 2009) 
Estas cuotas y aportaciones al destinarse al otorgamiento de pensiones y demás beneficios 
establecidos en esta Ley, se entenderán destinadas al gasto público en materia de seguridad social. 
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cotización a 1250 semanas (equivalente a 24 años aproximadamente), en ambos 

supuestos. 

 

Además, se adoptó el sistema de ahorro por medio de la cuenta individual en 

la que se depositaron las cuotas obrero-patronales y estatales por concepto del 

seguro de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, y se estableció que el 

asegurado podría optar por la modalidad de renta vitalicia o por la del retiro 

programado; de manera que el régimen financiero resultaba tripartita para los ramos 

de cesantía en edad avanzada y vejez, pues los patrones y los trabajadores debían 

cubrir un porcentaje de cuotas sobre el salario base de cotización y el Gobierno 

Federal contribuir un porcentaje del total de las cuotas patronales, así como una 

cuota social mensual, para la pensión correspondiente. 

 

Con la reforma de 16 de diciembre de 2020, se estableció esencialmente que 

para los ramos de cesantía en edad avanzada y de vejez, el asegurado debía 

cumplir con 1000 semanas de cotización (equivalente a 20 años). Asimismo, el 

régimen financiero sigue siendo tripartita, pues si bien se derogó la contribución del 

Gobierno Federal en relación con el total de las cuotas patronales; lo cierto es que 

permaneció la cuota de los trabajadores y de los patrones, y la cuota social mensual 

del Estado (en estos últimos dos supuestos conforme a una tabla). 

 

En ese sentido, se aprecia que el legislador mexicano desde la primera Ley del 

Seguro Social de 1943 dispuso un tipo de pensión similar a la reducida (700 

semanas de cotización equivalente a 13.5 años y posteriormente 500 semanas 

equivalente a 10 años), siendo que el Convenio 102 que prevé la pensión reducida a 

partir de 15 años de cotización todavía no estaba vigente en nuestro país, pues el 

mismo fue ratificado hasta el 12 de octubre de 1961. 

 

Posterior a esa fecha de ratificación, la segunda Ley del Seguro Social de 

1973, contemplaba también una pensión similar a la reducida (500 semanas de 

cotización equivalente a 10 años), tal como estaba prevista en el artículo 29, punto 

2, inciso a), del referido Convenio 102, relativa a que debía fijarse un mínimo de 15 

años de cotizaciones o de empleo. 
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Por último, la tercera Ley del Seguro Social vigente desde el 1° de julio de 

1997, para los ramos de cesantía en edad avanzada y de vejez, en principio 

disponía 1250 semanas de cotización equivalente a 24 años y con la reforma de 

2020 disminuyó esa cotización a 1000 semanas equivalentes a 20 años, por lo que 

no existe una pensión reducida, aunado a que se basa en un régimen financiero 

tripartita. 

 

Cuadro comparativo de Leyes del Seguro Social 

 

Ley Prestación por 
vejez / requisitos 

Otros beneficios / 
esquemas 

Régimen 
financiero 

LSS 1943 Pensión por vejez: 
60 o 65 años de 
edad y 13.5 años 
de cotización (700 
semanas) 

  

Reforma 1949 Pensión por vejez: 
Misma edad y 10 
años de cotización 
(500 semanas) 

  

LSS 1973 Cesantía en Edad 
Avanzada y Vejez: 
60 y 65 años de 
cotización y 10 
años de cotización 
(500 semanas) 

  

LSS 1995 
Vigente en 
1997 

Cesantía en Edad 
Avanzada y Vejez: 
60 y 65 años de 
edad y 24 años de 
cotización (1250 
semanas) 

Sistema de Ahorro 
por medio de la 
cuenta individual 
abierta en las 
AFORES para 
depositar las cuotas 
obrero-patronales y 
estatales; y opción 
del monto 
acumulado entre 
renta vitalicia o retiro 
programado 

Tripartita: 
Trabajadores 
1.125% de cuota  
Patrones 3.150% 
de cuota 
Gobierno Federal 
7.143 del total de 
las cuotas 
patronales y 5.5% 
de cuota social 

Reforma 2001 
 

Cesantía en Edad 
Avanzada: 60 años 
cuando asegurado 
quedara privado de 
trabajo remunerado 

  

Reforma 2020 
 

Cesantía en Edad 
Avanzada y Vejez: 

Continúa Sistema de 
Ahorro por medio de 

Tripartita 
Trabajadores 
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60 y 65 años de 
cotización y 20 
años de cotización 
(1000 semanas) 

la cuenta individual 1.125% cuota 
Patrones cuota 
variable 
Gobierno Federal 
cuota social 
variable 

 

2.5.2. Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado 

 

 Como se mencionó con anterioridad, la Ley del Instituto citado es aplicable a 

los trabajadores al servicio del Estado (sector público),104 y su órgano de aplicación 

es el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, el 

cual es un organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio 

propio y tiene por objeto el bienestar de los trabajadores pensionados y familiares 

derechohabientes, a través de la administración de los seguros, prestaciones y 

servicios que prevé dicha Ley.105 

 
104 LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 
DEL ESTADO (vigente a partir del 1° de abril de 2007). 
Artículo 1. La presente Ley es de orden público, de interés social y de observancia en toda la 
República, y se aplicará a las Dependencias, Entidades, Trabajadores al servicio civil, Pensionados y 
Familiares Derechohabientes, de: 
I. La Presidencia de la República, las Dependencias y Entidades de la Administración Pública 
Federal, incluyendo al propio Instituto; 
II. Ambas cámaras del Congreso de la Unión, incluidos los diputados y senadores, así como los 
Trabajadores de la Entidad de Fiscalización Superior de la Federación; 
III. El Poder Judicial de la Federación, incluyendo a los ministros de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, magistrados y jueces, así como consejeros del Consejo de la Judicatura Federal; 
IV. (DEROGADA, D.O.F. 20 DE MAYO DE 2021) 
V. Los órganos jurisdiccionales autónomos; 
VI. Los órganos con autonomía por disposición constitucional; 
VII. El Gobierno del Distrito Federal, sus órganos político administrativos, sus órganos autónomos, 
sus Dependencias y Entidades, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, incluyendo sus 
diputados, y el órgano judicial del Distrito Federal, incluyendo magistrados, jueces y miembros del 
Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, conforme a su normatividad específica y con base en 
los convenios que celebren con el Instituto, y 
VIII. Los gobiernos de las demás Entidades Federativas de la República, los poderes legislativos y 
judiciales locales, las administraciones públicas municipales, y sus Trabajadores, en aquellos casos 
en que celebren convenios con el Instituto en los términos de esta Ley. 
105 ESTATUTO ORGÁNICO DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL ESTADO. 
Artículo 1.- El Instituto es un organismo público descentralizado con personalidad jurídica y 
patrimonio propio constituido conforme a la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y demás disposiciones 
aplicables. 
El Instituto tiene por objeto contribuir al bienestar de los Trabajadores, Pensionados y Familiares 
Derechohabientes, a través de la administración de los seguros, prestaciones y servicios que 
establece la Ley. 
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Ahora bien, en cuanto a los requisitos de edad y cotización para obtener el 

derecho a una prestación de vejez y, en su caso, sobre el régimen financiero, es 

importante hacer un breve análisis de las dos leyes del seguro social abrogadas y 

de la vigente, de las cuales se aprecia lo siguiente: 

 

La primera Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado vigente el 1° de enero de 1960 reguló las figuras 

denominadas “jubilación” y “pensión por vejez”. En la jubilación se contempló una 

pensión para los trabajadores que tuvieran 30 años o más de servicios (artículo 72), 

cualquiera que fuera su edad; y en la pensión por vejez se estableció ese derecho 

para los trabajadores con 55 años de edad y 15 años de servicios (artículos 73 a 

81).106 

 

La segunda Ley citada vigente el 1° de enero de 1984, reguló la prestación por 

vejez como pensión por edad y tiempo de servicios (reiterando los requisitos de 55 

años de edad y 15 años de servicios); y agregó el derecho a la pensión por cesantía 

en edad avanzada (al cumplir el trabajador 60 años de edad y 10 años de servicios 

cotizados).107  

 

Con la reforma de 28 de noviembre de 1986 a la mencionada Ley, se 

estableció el derecho de las trabajadoras a una jubilación al tener 28 años de 

servicios cotizados y cualquier que fuera su edad; además, con la reforma de 4 de 

enero de 1993, se decretó el Sistema de Ahorro para el retiro conocido como SAR 

del ISSSTE a fin de que las dependencias y entidades empleadoras efectuaran 

aportaciones por cada trabajador depositadas en una cuenta individual.108 

 

Sobre el derecho de las mujeres trabajadoras a una jubilación al tener 28 años 

de servicios y cualquier edad, previsto en dicha reforma de 1986 a la Ley del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, cabe 

 
Es obligación de todos los servidores públicos del Instituto dar cumplimiento a este Estatuto y actuar 
bajo los principios establecidos en el Código de Ética y demás disposiciones aplicables. 
106 Marquet Guerrero, Porfirio. op. cit., pp. 315 y 316. 
107 Ibidem, p. 318. 
108 Ibidem, pp. 319 y 320. 



 

47 
 

decir que si bien no se contemplaba una pensión reducida por años de servicio (15 

años), resulta interesante que se considerara que con cualquier edad podían 

jubilarse, pues a mi parecer el legislador les reconoció su vulnerabilidad, así como 

su participación y contribución en el ámbito laboral, lo cual fue de gran avance en la 

protección de sus derechos, sin embargo, el desafío sería mantenerlos en la Ley. 

 

Lo anterior, pues de acuerdo con la Oficina del Alto Comisionado de Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH), las mujeres de edad son 

primordialmente vulnerables, viven más tiempo, y durante su vida realizan una labor 

asistencial no remunerada que limita su capacidad para obtener un empleo formal y, 

por tanto, de acceder a la seguridad social o a salarios decentes.109 

 

En la tercera y actual Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado en vigor el 1° de abril de 2007, existe el sistema de cuentas 

individuales, también se creó el PENSIONISSSTE como órgano administrador de 

los recursos de esas cuentas, y se eliminaron los esquemas de jubilación por años 

de servicio y pensión por edad y tiempo de servicios.110 

 

Se modificó la pensión por cesantía en edad avanzada a partir de que el 

trabajador tuviera 60 años de edad (artículo 84)111 y se estableció la pensión por 

vejez con 65 años de edad (artículo 89),112 en ambos supuestos con un mínimo de 

 
109https://www.ohchr.org/es/social-security/about-right-social-security-and-human-
rights#:~:text=El%20derecho%20a%20la%20seguridad%20social%20es%20de%20importancia%20f
undamental,ejercer%20plenamente%20los%20derechos%20humanos. (último acceso 31 de agosto 
de 2025). 
110 Marquet Guerrero, Porfirio. op. cit., pp. 322 y 323. 
111 Pensión por Cesantía en Edad Avanzada 
Artículo 84. Para los efectos de esta Ley, existe cesantía en edad avanzada cuando el Trabajador 
quede privado de trabajo a partir de los sesenta años de edad. 
Para gozar de las prestaciones de cesantía en edad avanzada se requiere que el Trabajador tenga 
un mínimo de veinticinco años de cotización reconocidos por el Instituto. 
El Trabajador cesante que tenga sesenta años o más y no reúna los años de cotización señalados en 
el párrafo precedente, podrá retirar el saldo de su Cuenta Individual en una sola exhibición o seguir 
cotizando hasta cubrir los años necesarios para que opere su Pensión. 
112 Pensión por Vejez 
(…) 
Artículo 89. Para tener derecho al goce de las prestaciones del seguro de vejez, se requiere que el 
Trabajador o Pensionado por riesgos del trabajo o invalidez haya cumplido sesenta y cinco años de 
edad y tenga reconocidos por el Instituto un mínimo de veinticinco años de cotización. 
En caso que el Trabajador o Pensionado tenga sesenta y cinco años o más y no reúna los años de 
cotización señalados en el párrafo precedente, podrá retirar el saldo de su Cuenta Individual en una 
sola exhibición o seguir cotizando hasta cubrir los años necesarios para que opere su Pensión. 

https://www.ohchr.org/es/social-security/about-right-social-security-and-human-rights#:~:text=El%20derecho%20a%20la%20seguridad%20social%20es%20de%20importancia%20fundamental,ejercer%20plenamente%20los%20derechos%20humanos
https://www.ohchr.org/es/social-security/about-right-social-security-and-human-rights#:~:text=El%20derecho%20a%20la%20seguridad%20social%20es%20de%20importancia%20fundamental,ejercer%20plenamente%20los%20derechos%20humanos
https://www.ohchr.org/es/social-security/about-right-social-security-and-human-rights#:~:text=El%20derecho%20a%20la%20seguridad%20social%20es%20de%20importancia%20fundamental,ejercer%20plenamente%20los%20derechos%20humanos
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25 años de servicios. Al respecto, la pensión en esos casos sería otorgada a través 

de una renta vitalicia o de retiros programados que manejan el PENSIONISSSTE o 

la AFORE que administra la cuenta individual.113 

 

En cuanto al régimen financiero, existe un sistema tripartito (artículos 101 y 

102),114 ya que el trabajador cubrirá una cuota del 6.125%, las dependencias y 

entidades aportarán 2% de retiro y un 3.175% de cesantía en edad avanzada y 

vejez, todas del sueldo básico; y el Gobierno Federal cubrirá la cuota social del 

5.5% respectiva, las cuales se depositarán en la cuenta individual del asegurado.  

 

En conclusión, al analizar la Ley del Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado del 1° de enero de 1960, se observa que 

antes de que México ratificara el Convenio 102 en 1961, estuvo regulada una 

pensión reducida denominada pensión por vejez al contemplar como requisitos 55 

años de edad y 15 años de servicios o cotización. 

 

Posteriormente, una vez ratificado el Convenio 102, la Ley citada de 1° de 

enero de 1984, continuó con el derecho a una pensión reducida, pues reiteró los 

requisitos de la pensión por vejez al contemplar 15 años de servicios; asimismo, 

adicionó la pensión por cesantía en edad avanzada al prever como requisitos 60 

años de edad y 10 años de servicios (similar a la reducida). 

 
113 Marquet Guerrero, Porfirio. op. cit., pp. 323-326. 
114 Artículo 101. Las Cuotas y Aportaciones del seguro de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez 
se recibirán y se depositarán en las respectivas Subcuentas de la Cuenta Individual de cada 
Trabajador, de conformidad con las disposiciones que emita la Comisión Nacional del Sistema de 
Ahorro para el Retiro. 
Artículo 102. Las Cuotas y Aportaciones a que se refiere este Capítulo serán: 
I. A los Trabajadores les corresponde una Cuota de seis punto ciento veinticinco por ciento del 
Sueldo Básico; 
II. A las Dependencias y Entidades les corresponde una Aportación de retiro de dos por ciento, y por 
cesantía en edad avanzada y vejez, de tres punto ciento setenta y cinco por ciento del Sueldo 
Básico, y 
III. El Gobierno Federal cubrirá mensualmente una Cuota Social diaria por cada Trabajador, 
equivalente al cinco punto cinco por ciento del salario mínimo general para el Distrito Federal vigente 
al día primero de julio de mil novecientos noventa y siete actualizado trimestralmente conforme al 
Índice Nacional de Precios al Consumidor al día de la entrada en vigor de esta Ley. La cantidad 
inicial que resulte, a su vez, se actualizará trimestralmente en los meses de marzo, junio, septiembre 
y diciembre, conforme al Índice Nacional del (sic) Precios al Consumidor. 
Para efecto de las Cuotas y Aportaciones de los Pensionados por riesgos del trabajo o invalidez, las 
cotizaciones antes mencionadas se realizarán con base en el monto de la Pensión que reciban. 
Los recursos a que se refiere este artículo se depositarán en las Subcuentas de retiro, cesantía en 
edad avanzada y vejez. 
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Y en la actual Ley del Instituto citado de 1° de abril de 2007, se suprimió la 

pensión reducida prevista en el Convenio 102, pues ahora contempla como requisito 

para la pensión de cesantía en edad avanzada la edad de 60 años y para la de 

vejez 65 años de edad, contemplando 25 años de servicios en ambas. Asimismo, se 

establece un régimen de financiamiento tripartita para estas pensiones. 

 

Cuadro comparativo de Leyes del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado 

 

Ley Prestación por 
vejez / requisitos 

Otros beneficios / 
esquemas 

Régimen 
financiero 

LISSSTE 1960 Pensión por vejez: 
55 años de edad y 
15 años de servicio 

Jubilación: 30 años 
de servicios, sin 
límite de edad 

 

LISSSTE 1984 Pensión por edad y 
tiempo de servicios: 
55 años de edad y 
15 años de 
servicios 

Sigue Jubilación. 
Adición: Pensión por 
Cesantía en Edad 
Avanzada. 60 años 
de edad y 10 años 
de servicios 

 

Reforma 1986 Jubilación para 
mujeres: 28 años 
de servicios, sin 
importar edad 

  

Reforma 1993 
 

 Implementación del 
Sistema de Ahorro 
para el Retiro (SAR-
ISSSTE. Apertura 
de cuenta individual) 

 

LISSSTE 2007 Pensión por 
Cesantía en Edad 
Avanzada: 60 años 
de edad y 25 años 
de cotización; y 
Pensión por Vejez: 
65 años de edad y 
25 años de 
servicios 

Se eliminaron las 
demás pensiones. 
Sistema de cuentas 
individuales; 
creación del 
PENSIONISSSTE 
(administrador de 
recursos); opción 
entre renta vitalicia o 
retiros programados 
(que manejan 
PENSIONISSSTE o 
AFORE) 

Tripartita: 
Trabajadores 
6.125% 
Empleadores 2% 
por retiro y 3.175% 
por Cesantía en 
Edad Avanzada 
Gobierno Federal 
5.5% de cuota 
social 
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2.5.3. Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas 
Mexicanas 

 

El artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Federal, estipula 

esencialmente que los militares se regirán por sus propias leyes y que el Estado les 

proporcionará a éstos las prestaciones de seguridad social relativas a la vivienda.115 

 

 En ese sentido, la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas 

Armadas Mexicanas es aplicable a los militares o miembros del Ejército, de la 

Fuerza Aérea y de la Armada de México, así como a los derechohabientes y 

beneficiaros (sector militar).116  

 
115 Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se 
promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley. 
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, 
las cuales regirán: 
(…) 
B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores: 
(…) 
XI.- La seguridad social se organizará conforme a las siguientes bases mínimas: 
(…) 
f).- Se proporcionarán a los trabajadores habitaciones baratas, en arrendamiento o venta, conforme a 
los programas previamente aprobados. Además, el Estado mediante las aportaciones que haga, 
establecerá un fondo nacional de la vivienda a fin de constituir depósitos en favor de dichos 
trabajadores y establecer un sistema de financiamiento que permita otorgar a éstos crédito barato y 
suficiente para que adquieran en propiedad habitaciones cómodas e higiénicas, o bien para 
construirlas, repararlas, mejorarlas o pagar pasivos adquiridos por estos conceptos. 
Las aportaciones que se hagan a dicho fondo serán enteradas al organismo encargado de la 
seguridad social regulándose en su Ley y en las que corresponda, la forma y el procedimiento 
conforme a los cuales se administrará el citado fondo y se otorgarán y adjudicarán los créditos 
respectivos; 
(…) 
XIII.- Los militares, marinos, integrantes de la Guardia Nacional, personal del servicio exterior, 
agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por 
sus propias leyes. 
(…) 
El Estado proporcionará a los miembros en el activo del Ejército, Fuerza Aérea, Armada y Guardia 
Nacional, las prestaciones a que se refiere el inciso f) de la fracción XI de este apartado, en términos 
similares y a través del organismo encargado de la seguridad social de los componentes de dichas 
instituciones; 
(…). 
116 LEY ORGÁNICA DEL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS (vigente) 
Artículo 169. Las prestaciones de Seguridad Social a que tengan derecho los militares, así como los 
derechohabientes, se regularán conforme a las Leyes relativas.  
LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS 
(Vigente) 
Artículo 4o. Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 
(…) 
V. Militares, a los miembros del Ejército, de la Fuerza Aérea y de la Armada de México; y, cuando se 
señalen jerarquías, las disposiciones son aplicables a los grados equivalentes en las Fuerzas 
Armadas; 
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Asimismo, el citado Instituto es un organismo público descentralizado federal, 

con personalidad jurídica y patrimonio propio,117 encargado de proporcionar 

seguridad social, pues tiene como funciones principales otorgar las prestaciones 

previstas en la ley y administrar los servicios encomendados, su patrimonio, los 

fondos que reciba y los recursos del Fondo de la Vivienda, entre otras.118 

 

Como antecedente cabe precisar que la primera Ley de dicho Instituto fue 

publicada el 30 de diciembre de 1961 y sustituida por la segunda Ley del 29 de junio 

de 1976, la cual fue abrogada por la tercera y ahora vigente Ley publicada el 9 de 

julio de 2003. 

 

 
VI. Derechohabiente, familiares en línea directa (esposa, esposo, concubina, concubinario, hijos, 
madre, padre y, en algunos casos hermanos) que tienen derecho a los beneficios estipulados en la 
Ley; 
VII. Beneficiario, la persona en cuyo favor se ha designado un beneficio económico por voluntad 
expresa del militar; 
(…). 
117 LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS 
(Vigente)  
Artículo 1o. El Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, es un organismo 
público descentralizado federal, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con domicilio en la 
Ciudad de México. 
118 LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS 
(Vigente) 
Artículo 2o. Las funciones del Instituto son: 
I. Otorgar las prestaciones y administrar los servicios a su cargo que la presente Ley le encomienda; 
II. Administrar su patrimonio exclusivamente para el fin señalado en la presente Ley; 
III. Administrar los fondos que reciba con un destino específico, aplicándolos a los fines previstos; 
IV. Administrar los recursos del Fondo de la Vivienda para los miembros del activo del Ejército, 
Fuerza Aérea y Armada, a fin de establecer y operar un sistema de financiamiento que les permita 
obtener crédito barato y suficiente para: 
a) La adquisición en propiedad de habitaciones cómodas e higiénicas, incluyendo las sujetas al 
régimen de condominio; 
b) La construcción, reparación, ampliación o mejoramiento de sus habitaciones, y 
c) El pago de pasivos contraídos por los conceptos anteriores. 
V. Coordinar y financiar con recursos del Fondo de la Vivienda programas de construcción de 
habitaciones destinadas a ser adquiridas en propiedad por los miembros del Ejército, Fuerza Aérea y 
Armada; 
VI. Adquirir todos los bienes muebles e inmuebles necesarios para la realización de sus cometidos; 
VII. Invertir sus fondos de acuerdo con las disposiciones especiales de esta Ley; 
VIII. Realizar toda clase de actos jurídicos y celebrar los contratos que requiera el servicio; 
IX. Organizar sus dependencias y fijar la estructura y funcionamiento de las mismas; 
X. Expedir el estatuto orgánico, manuales, normas y procedimientos interiores para la debida 
prestación de los servicios y para su organización interna; 
XI. Difundir conocimientos y orientaciones sobre prácticas de previsión social, y 
XII. Las demás que le confieren las leyes y reglamentos. 
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Ahora bien, la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas 

Mexicanas publicada el 9 de julio de 2003 (vigente), en cuanto a la regulación de la 

prestación de vejez y de su sistema financiero, difiere de la Ley del Seguro Social y 

de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Estado, mismas que ya fueron analizadas.119 

 

Al respecto, la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas 

Mexicanas emplea la expresión “haber de retiro” en lugar de “pensión”, y esta última 

palabra la usa para otras contingencias (fallecimiento de un militar, etcétera); 

además, no adopta el sistema de cuentas individuales, pues los recursos para los 

haberes de retiro no provienen de un sistema de cuotas, sino que tienen su origen 

en uno presupuestal.120 

 

Asimismo, es conveniente precisar que en cuanto a la edad para el derecho al 

haber de retiro y los años de servicios necesarios, la Ley en estudio dispone que 

son causas de retiro tener la edad de 50 a 65 años y prestar por lo menos 20 años 

de servicios (artículos 24 y 25).121  

 

 
119 Marquet Guerrero, Porfirio. op. cit., p. 334. 
120 Ibidem, 335. 
121 Artículo 24. Son causas de retiro: 
I. Llegar a la edad límite que fija el artículo 25 de esta Ley; 
(…) 
VI. Solicitarlo después de haber prestado por lo menos veinte años de servicios. 
Artículo 25. La edad límite de los militares para permanecer en el activo es la siguiente: 
     Años 
I. Para los individuos de tropa  50 
II. Para los Subtenientes  51 
III. Para los Tenientes   52 
IV. Para los Capitanes Segundos 53 
V. Para los Capitanes Primeros  54 
VI. Para los Mayores   56 
VII. Para los Tenientes Coroneles 58 
VIII. Para los Coroneles   60 
IX. Para los Generales Brigadieres 61 
X. Para los Generales de Brigada 63 
XI. Para los Generales de División 65 
De las jerarquías del Ejército Mexicano contenidas de la fracción I a XI deberán tomarse los 
homólogos para la Fuerza Aérea Mexicana y la Armada de México, contenidas en las leyes 
orgánicas de dichas Fuerzas Armadas. 
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Igualmente, del contenido del artículo 35 de la misma Ley se advierte que los 

militares que tengan la edad límite fijada en el artículo 25 (50 a 65 años), tienen 

derecho a un haber de retiro siempre que cuenten con 20 años de servicios.122  

 

Por otro lado, en el ordenamiento referido no existe un apartado denominado 

régimen financiero como acontecía en las otras leyes de seguridad social 

analizadas; sin embargo, se prevé que el haber de retiro integrado se cubrirá con 

cargo al erario federal.123 

 

Esto es, no está previsto un régimen de aportaciones, de manera que los 

recursos que se aplican tienen un origen presupuestal; con excepción del seguro 

colectivo de retiro, conforme al cual los militares aportan la prima correspondiente y 

la suma asegurada se otorga una sola vez cuando éstos causen baja del activo y 

tengan derecho a recibir el haber de retiro.124 

 

En resumen, la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas 

Mexicanas vigente, no tiene una pensión reducida de vejez, pues para que los 

militares tengan derecho a un haber de retiro es necesario contar con 20 años de 

servicio; aunado a que el origen de los recursos para el pago de esa prestación es 

presupuestal, es decir, no puede considerarse tripartita. 

 

Cuadro explicativo de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las 
Fuerzas Armadas Mexicanas vigente 

 

Ley Prestación por 
vejez / requisitos 

Otros beneficios / 
esquemas 

Régimen 
financiero 

LISSFAM 
2003 

Haber de retiro: 
50 a 65 años de 
edad y por lo 
menos 20 años de 

 Presupuestal (con 
cargo al erario 
federal) 
 

 
122 Artículo 35. Los militares que hayan llegado a la edad límite que fija el artículo 25 de esta Ley, los 
que se hayan incapacitado fuera de actos del servicio, los imposibilitados para el desempeño de las 
obligaciones militares a causa de enfermedad que dure más de seis meses, y los que soliciten su 
retiro voluntariamente, siempre que en todos los casos anteriores se les computen cuando menos 20 
años de servicios, tienen derecho a un haber de retiro, en cuya cuota se tomarán en cuenta los años 
de servicios en la forma siguiente: 
(…). 
123 Artículo 23. El haber de retiro integrado como se establece en el artículo 31 y la compensación, 
así como la pensión, se cubrirán con cargo al erario federal. 
124 Marquet Guerrero, Porfirio. op. cit., pp. 338–340. 
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servicios Excepto el seguro 
colectivo que los 
militares aportan 
con la prima 
respectiva, y se 
otorga al recibir el 
haber de retiro. 

 

2.5.4. Reglamento de Trabajo del Personal de Confianza de Petróleos 
Mexicanos y sus Empresas Productivas Subsidiarias (vigente a partir del 30 de 
septiembre de 2019) 

 

Conforme a la Ley de Petróleos Mexicanos (publicada el 11 de agosto de 

2014, abrogada el 18 de marzo de 2025, y que abarca la vigencia del citado 

Reglamento de 2019, el cual es materia de estudio),125 Petróleos Mexicanos 

(PEMEX) era considerado una empresa productiva del Estado, de propiedad 

exclusiva del Gobierno Federal, con personalidad jurídica y patrimonio propios;126 la 

cual podía realizar actividades, operaciones o servicios con apoyo de sus empresas 

productivas subsidiarias y empresas filiales.127 

 

Actualmente, como dato interesante, la Ley de la Empresa Pública del 

Estado, Petróleos Mexicanos, publicada el 18 de marzo de 2025 (que abrogó a la 

citada Ley de Petróleos Mexicanos), considera que la empresa pública del Estado 

PEMEX, es una entidad de la Administración Pública Federal sectorizada a la 

Secretaría de Energía, con personalidad jurídica, régimen especial y patrimonio 

 
125 LEY DE PETRÓLEOS MEXICANOS 
(…) 
ÚLTIMA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN: 18 DE MARZO DE 
2025 (ABROGADA). 
Ley publicada en la Sección Segunda de la Edición Vespertina del Diario Oficial de la Federación, el 
lunes 11 de agosto de 2014. 
126 LEY DE PETRÓLEOS MEXICANOS (Publicada el 11 de agosto de 2014). 
Artículo 2. Petróleos Mexicanos es una empresa productiva del Estado, de propiedad exclusiva del 
Gobierno Federal, con personalidad jurídica y patrimonio propios y gozará de autonomía técnica, 
operativa y de gestión, conforme a lo dispuesto en la presente Ley. 
Petróleos Mexicanos tendrá su domicilio en el Distrito Federal, sin perjuicio de que para el desarrollo 
de sus actividades pueda establecer domicilios convencionales, tanto en territorio nacional como en 
el extranjero. 
127 Artículo 6. Petróleos Mexicanos podrá realizar las actividades, operaciones o servicios necesarios 
para el cumplimiento de su objeto por sí mismo; con apoyo de sus empresas productivas subsidiarias 
y empresas filiales, o mediante la celebración de contratos, convenios, alianzas o asociaciones o 
cualquier acto jurídico, con personas físicas o morales de los sectores público, privado o social, 
nacional o internacional, todo ello en términos de lo señalado en esta Ley y las demás disposiciones 
jurídicas aplicables. 
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propio; asimismo, determinó la extinción de Pemex Exploración y Producción, 

Pemex Transformación Industrial y Pemex Logística, de manera que dicha empresa 

se subroga en todos los derechos y obligaciones de las empresas productivas 

subsidiarias que se extinguen.128 

 

Ahora bien, en lo que interesa, el sistema de prestaciones de seguridad social 

para los trabajadores de PEMEX es diferente a los anteriores sistemas previstos en 

las Leyes analizadas, toda vez que su naturaleza jurídica no deriva de una Ley, sino 

que emana de Contratos Colectivos de Trabajo y de Reglamentos de Trabajo. 

 

En efecto, desde los inicios de PEMEX, los beneficios en materia de retiro se 

encontraron contemplados en el primer contrato colectivo de trabajo (CCT) de 15 de 

mayo de 1942, tanto para los trabajadores sindicalizados como para los de 

confianza, en el cual se disponían como requisitos para acceder a una pensión o 

jubilación contar con 55 años o más de edad y 25 años de servicios.129 

 

Asimismo, en 1959 y 1963 existieron revisiones contractuales y se 

contemplaron como requisitos para dicha prestación contar con 55 años de edad y 

desde 25 a 35 años de servicios.130 

 

Con el tiempo, los trabajadores de confianza fueron excluidos del contrato 

colectivo de trabajo mencionado,131 debido a que la Ley Orgánica de Petróleos 

 
128 LEY DE LA EMPRESA PÚBLICA DEL ESTADO, PETRÓLEOS MEXICANOS (Publicada el 18 de 
marzo de 2025) 
Artículo 2. La empresa pública del Estado denominada Petróleos Mexicanos, es una entidad de la 
Administración Pública Federal sectorizada a la Secretaría de Energía, con independencia técnica, 
operativa y de gestión; personalidad jurídica, régimen especial y patrimonio propio. 
Petróleos Mexicanos tiene su domicilio en la Ciudad de México, sin perjuicio de los domicilios 
convencionales que establezca, tanto en territorio nacional como en el extranjero, para el desarrollo 
de sus actividades. 
Transitorios 
Tercero. (…) 
Por ministerio de ley se extinguen Pemex Exploración y Producción, Pemex Transformación 
Industrial y Pemex Logística, por lo que Petróleos Mexicanos se subroga en todos los derechos y 
obligaciones de las empresas productivas subsidiarias que se extinguen, a partir de la entrada en 
vigor de esta Ley. 
(…). 
129 Marquet Guerrero, Porfirio. op. cit., p. 343. 
130 Idem. 
131 Ibidem pp. 343 y 344. 
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Mexicanos y Organismos Subsidiarios publicada el 16 de julio de 1992,132 estableció 

que el Director General de PEMEX tenía la facultad de expedir el Reglamento de 

Trabajo del Personal de Confianza respectivo. 

 

En ese sentido, el 1° de agosto de 1993 se expidió el primer Reglamento de 

Trabajo del Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos y Organismos 

Subsidiarios (RTPCPMOS), a fin de regular las condiciones generales de trabajo de 

los trabajadores de confianza, incluyendo los aspectos relativos al retiro.133 

 

El citado Reglamento en el artículo 82, fracción I, establecía la figura de 

jubilación por vejez para los trabajadores de confianza, en condiciones 

prácticamente iguales a las del Contrato Colectivo de Trabajo para los 

sindicalizados; es decir, debían acreditar para acceder a dicha prestación contar con 

25 años de servicios y 55 años de edad; o bien para obtener una mayor pensión 

jubilatoria 30 años de servicios y 55 años de edad como mínimo, o 35 años de 

servicios, sin límite de edad.134 

 

Por otra parte, el Reglamento de Trabajo del Personal de Confianza de 

Petróleos Mexicanos y Organismos Subsidiarios de 1° de agosto de 2000 (el cual 

dejó sin efectos el Reglamento de 1993),135 dispuso en su artículo 82, fracción I, los 

requisitos para la pensión por vejez en términos similares a los anteriores.136 

 
132 Artículo 13. Quedan además reservadas al Director General de Petróleos Mexicanos las 
siguientes facultades: 
(…) 
III. En los términos del apartado "A" del Artículo 123 Constitucional y de la Ley Federal del Trabajo, 
convenir con el Sindicato el Contrato Colectivo de Trabajo y expedir el Reglamento de Trabajo del 
Personal de Confianza, que regirán las relaciones laborales de Petróleos Mexicanos y de los 
organismos; 
(…). 
133 Marquet Guerrero, Porfirio. op. cit., p. 345. 
134 Ibidem, pp. 346 y 347. 
135 TRANSITORIOS 
TERCERO. Este Reglamento de Trabajo del Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos y 
Organismos Subsidiarios, deja sin efecto el anterior que entró en vigor el primero de agosto de mil 
novecientos noventa y tres, así como todas las disposiciones sobre la materia que se le opongan. 
136 ARTÍCULO 82. El patrón podrá jubilar a su personal de confianza de planta, por vejez y por 
incapacidad total y permanente para el trabajo, de conformidad con las siguientes reglas: 
I. Jubilación por vejez.- El personal de planta confianza cuando acredite 25 -veinticinco- años de 
servicios y 55 -cincuenta y cinco- de edad, tendrá derecho a una pensión pagadera cada catorce 
días, que se calculará tomando como base el 80% -ochenta por ciento- del promedio de los salarios 
ordinarios que hubiere percibido en puestos permanentes en el último año de servicios y en 
proporción al tiempo laborado en cada uno de ellos, salvo que el último puesto de planta lo hubiere 
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Luego, en lo que interesa, el Reglamento de Trabajo del Personal de 

Confianza de Petróleos Mexicanos y sus Empresas Productivas Subsidiarias 

(RTPCPMEPS), vigente a partir del 30 de septiembre de 2019, señala en el artículo 

82, Regla II, (la cual fue aplicada a la quejosa y es materia de estudio) que los 

trabajadores de confianza contratados hasta el 31 de diciembre de 2015 y que no 

hayan migrado al esquema de aportaciones a cuentas individuales tendrán derecho 

a una jubilación por vejez al cumplir 60 años de edad y 30 años de servicios hasta el 

31 de julio de 2021; o 65 años de edad y 30 años de servicios a partir del 1° de 

agosto de 2021; o 40 años de servicios sin límite de edad.137 

 

En tal virtud, se aprecia que los trabajadores de confianza de PEMEX, desde 

que tuvieron derecho a la jubilación por vejez en los primeros contratos colectivos y 

 
adquirido 60 -sesenta- días antes de la fecha de su jubilación, en cuyo caso se tomará como base el 
salario ordinario de este último puesto de planta para establecer su pensión jubilatoria; por ca-da año 
más de servicios prestados después de cumplidos los 25 -veinticinco-, la pensión jubilatoria se 
incrementará en un 4% -cuatro por ciento- hasta llegar al 100% -cien por ciento-como máximo. 
Al personal de planta confianza que acredite 30 -treinta- años o más de servicios, y 55 -cincuenta y 
cinco- años de edad como mínimo, y aquellos que acrediten 35 -treinta y cinco- años o más de 
servicios sin límite de edad, se les tomará como base para fijar la pensión, el salario ordinario del 
puesto de planta que tengan en el momento de obtener su jubilación. En estos casos, el patrón 
tendrá la facultad de jubilar al trabajador y éste la obligación de aceptar su jubilación. 
(…). 
137 ARTÍCULO 82. El patrón podrá jubilar a su personal de confianza de planta, o éste podrá ejercer 
su derecho al retiro, por vejez y por incapacidad total y permanente para el trabajo, de conformidad 
con las siguientes reglas: 
(…) 
REGLA II. JUBILACIÓN POR VEJEZ: El personal de planta confianza, contratado hasta el 31 de 
diciembre de 2015, y que no haya migrado al esquema de aportaciones a cuentas individuales, 
tendrá derecho a obtener el beneficio de su jubilación a través de una pensión pagadera cada 
catorce o quince días según corresponda, siempre que acredite los siguientes supuestos:  
1. Haber cumplido 60 años de edad y acreditar 30 años de servicios, al 31 de julio de 2021, o  
2. A partir del 1 de agosto de 2021, haber cumplido 65 años de edad y acreditar 30 años de servicios.  
3. Al personal de planta confianza que acredite 40 años o más de servicios sin límite de edad, se le 
tomará como base para fijar la pensión, el 100% del promedio de los salarios ordinarios que hubiere 
percibido en puestos permanentes en el último año de servicios y en proporción al tiempo laborado 
en cada uno de ellos, salvo que el último puesto de planta lo hubiere adquirido 60 días antes de la 
fecha de su jubilación, en cuyo caso se tomará como base el salario ordinario de este último puesto 
de planta para establecer su pensión jubilatoria. En estos casos, el patrón tendrá la facultad de jubilar 
al trabajador y éste, la obligación de aceptar su jubilación.  
Dicha pensión se calculará tomando como base el 100% del promedio de los salarios ordinarios que 
hubiere percibido en puestos permanentes en el último año de servicios y en proporción al tiempo 
laborado en cada uno de ellos, salvo que el último puesto de planta lo hubiere adquirido 60 días 
antes de la fecha de su jubilación, en cuyo caso se tomará como base el salario ordinario de este 
último puesto de planta para establecer su pensión jubilatoria.  
Para los funcionarios superiores, la pensión se calculará sobre el 100% del sueldo y compensación 
garantizada que perciba. 
(…). 
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Reglamentos citados, necesitaban contar para ello con 55 años de edad y de 25 a 

35 años de servicios, o 35 años de servicios, sin límite de edad; y ya con el 

Reglamento de 2019 respectivo debían tener, según el caso, 60 y 65 años de edad 

y 30 años de servicios, o 40 años de servicios, sin límite de edad. 

 

Esto es, antes y durante el Reglamento de Trabajo del Personal de Confianza 

de Petróleos Mexicanos y sus Empresas Productivas Subsidiarias, vigente a partir 

del 30 de septiembre de 2019, no existió una pensión reducida de vejez como lo 

contempla el Convenio 102, relativa a que debía fijarse un mínimo de 15 años de 

cotizaciones o de empleo. 

 

Por otra parte, el sistema de jubilación previsto en la vigencia del Reglamento 

en estudio es de origen exclusivo y presupuestal, toda vez que dicha prestación 

estaba financiaba con recursos propios de la empresa de PEMEX (como todavía 

acontece con la nueva Ley publicada el 18 de marzo de 2025). 

 

Ello porque conforme a los artículos 102 y 104 de la abrogada Ley de 

Petróleos Mexicanos publicada el 11 de agosto de 2014, PEMEX y sus empresas 

productivas subsidiarias ejercían sus presupuestos sin la autorización de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y utilizaban sus ingresos propios 

excedentes para el pago de jubilaciones y pensiones.138 

 

Cuadro explicativo del Reglamento de Trabajo del Personal de Confianza 
de Petróleos Mexicanos y sus Empresas Productivas Subsidiarias vigente a 

 
138 Artículo 102. Petróleos Mexicanos y sus empresas productivas subsidiarias ejercerán sus 
respectivos presupuestos conforme a lo siguiente, sin requerir autorización de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público: 
(…) 
VII. Con la aprobación del Consejo de Administración, Petróleos Mexicanos utilizará sus ingresos 
propios excedentes para incrementar su gasto de inversión física o para cubrir sus pasivos laborales 
de corto y largo plazo en materia de pensiones y salud. 
Artículo 104. Petróleos Mexicanos y sus empresas productivas subsidiarias se sujetarán a las 
siguientes disposiciones en materia de servicios personales: 
(…) 
VIII. Difundirán de manera permanente en su página de Internet y actualizarán trimestralmente la 
siguiente información: 
(…) 
c) Las erogaciones que realicen por concepto de jubilaciones y pensiones; así como las 
actualizaciones del costo actuarial de su pasivo laboral; 
(…). 
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partir del 30 de septiembre de 2019 (conforme al artículo 82, Regla II, aplicable 
a la quejosa) 

 

Reglamento Prestación por 
vejez / requisitos 

Otros beneficios / 
esquemas 

Régimen 
financiero 

RTPCPMEPS 
2019 

Jubilación por 
vejez: 
 
60 años de edad y 
30 de servicios 
(hasta el 31 de julio 
de 2021)   
 
65 años de edad y 
30 de servicios (a 
partir del 1° de 
agosto de 2021) 
  
40 años de 
servicios sin límite 
de edad 

El beneficio es una 
pensión cada 14 o 
15 días  
 
(sin haber migrado 
al esquema de 
aportaciones a 
cuentas 
individuales) 

Presupuestal 
(recursos propios) 
 
 
 
 

 

2.5.5. Conclusiones de los anteriores sistemas de seguridad social 

 

Una vez expuesto lo anterior sobre las legislaciones de seguridad social en 

materia de pensiones en México, se puede decir que las más importantes son la Ley 

del Seguro Social (LSS), cuya institución de aplicación es el Instituto Mexicano del 

Seguro Social (IMSS), y la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado (LISSSTE), la cual tiene como ente de aplicación a dicho 

Instituto (ISSSTE); pues están dirigidas a los sectores privado y público, 

respectivamente; es decir, a la mayor parte de la población. 

 

En ese sentido, los esquemas de pensiones previstos en la LSS y la LISSSTE 

tienen un financiamiento tripartita (basado en las aportaciones que realizan los 

trabajadores, patrones y el Estado), y en cuanto a los requisitos de años de 

servicios para acceder a la prestación de vejez, se advierte que en las legislaciones 

vigentes no existe una pensión reducida; sin embargo, en algún momento sí 

contaron con una igual o similar a la prevista en el Convenio 102 de quince años de 

cotización. 
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En efecto, la LSS de 1943 contempló 13.5 años de cotización (700 semanas), 

y la reforma de 1949 y la ley de 1973, observaron 10 años de cotización (500 

semanas); mientras que la LISSSTE de 1960 previó 15 años de servicios y dicha ley 

de 1984 estableció 10 y 15 años de servicios. 

 

Luego, la siguiente legislación de importancia sobre seguridad social es la Ley 

del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas (LISSFAM), 

toda vez que se dirige al sector militar y su sistema de financiamiento de pensiones 

es de origen presupuestal, sin que se advierta la existencia de una prestación 

reducida por vejez. 

 

Por último, el régimen de seguridad social de PEMEX, tiene su origen en los 

contratos colectivos de trabajo y reglamentos respectivos. En específico, el 

Reglamento de Trabajo del Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos y sus 

Empresas Productivas Subsidiarias vigente en 2019, en su artículo 82, Regla II, (el 

cual fue aplicado a la quejosa y es materia de estudio), no contempló una pensión 

reducida y tiene un sistema presupuestal especial o exclusivo, basado en sus 

propios ingresos, de tal manera que dicha empresa asumió la responsabilidad de las 

pensiones y jubilaciones, lo cual no acontece en los sistemas anteriores. 

 

La siguiente tabla contiene una comparación estructurada de los diferentes 

regímenes de pensión por vejez en México, basada en las legislaciones citadas y en 

el artículo 82, Regla II, del Reglamento de Pemex de 2019 mencionado, a fin de 

analizar si dan cumplimiento al Convenio 102 sobre el otorgamiento de la pensión 

reducida por vejez y conocer su régimen financiero para sufragar las prestaciones 

de vejez. 

 

Régimen/ 
ordenamiento 
jurídico 

Prestación 
de vejez 

Años mínimos de 
cotización/servicios 

¿Pensión 
reducida 
conforme al 
Convenio 
102? 

Régimen 
financiero 

Convenio 102 Pensión 
reducida 

15 años de 
cotización o empleo 

Sí Por medio de 
cotizaciones o de 
impuestos, o por 
ambos medios 
(artículo 71) 
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(IMSS)  
LSS 1943/ 
reforma 1949 

Pensión por 
vejez 

13.5 y 10 años (700  
y 500 semanas) 

Sí (similar)  

LSS 1973 Cesantía en 
Edad 
Avanzada y 
Vejez 

10 años (500 
semanas) 

Sí (similar)  

LSS 1997/ 
reforma 2020 

Cesantía en 
Edad 
Avanzada, y 
Vejez 

24 y 20 años (1250 y 
1000 semanas) 
 

No Tripartita  

(ISSSTE)  
LISSSTE 1960  

Pensión por 
Vejez 

15 años Sí  

ISSSTE 1984 Edad y 
tiempo de 
servicios; y 
Cesantía en 
Edad 
Avanzada 

15 y 10 años Sí (reducida y 
similar) 

 

LISSSTE 2007 Cesantía en 
Edad 
Avanzada, y 
Vejez 

25 años  No Tripartita 

(ISSFAM) 
LISSFAM 
2003 

Haber de 
retiro 

20 años No Presupuestal 
(con cargo al 
erario federal)  

(PEMEX) 
Reglamento 
2019 

Jubilación 
por vejez 

30 años 
(40 años sin límite 
de edad) 
 

No Presupuestal 
(con recursos 
propios de la 
empresa) 
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Capítulo III 

PRINCIPIOS FUNDAMENTALES 

 
3. PRINCIPIOS PRO PERSONA, PROGRESIVIDAD Y SEGURIDAD 

JURÍDICA  

 

Con la finalidad de determinar si la resolución de la Suprema Corte (Amparo 

Directo en Revisión 1811/2024) tiene un avance o un retroceso en la protección de 

los derechos laborales respecto a la prestación reducida por vejez prevista en el 

Convenio 102; esto es, si fue correcto que de una nueva reflexión se reconociera la 

validez del referido Reglamento de PEMEX vigente en 2019 que no contiene dicha 

prestación, o si se debió sostener la postura de declarar inconvencional el artículo 

82, regla II, número 1, de dicho Reglamento; resulta necesario estudiar a 

continuación los principios de pro persona, progresividad y seguridad jurídica. 

 

Lo anterior, pues tales principios protegen y garantizan el ejercicio de los 

derechos humanos, al otorgar un mayor beneficio a las personas, lograr la eficacia y 

disfrute de esos derechos, incluyendo la no regresión, y al brindar certeza jurídica a 

fin de que el gobernado conozca la regulación de ley y la actuación de la autoridad; 

por lo que serán orientadores para resolver el tema de estudio en cuestión. 

 

3.1. El principio pro persona 

 

La reforma de 10 de junio de 2011 en materia de derechos humanos al primer 

párrafo del artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos,139 integró en el marco constitucional a los derechos protegidos en los 

tratados internacionales. 

 

 
139 Artículo 1. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece. 
(…). 
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Asimismo, se introdujo en el párrafo segundo de dicho precepto, el principio 

pro persona o pro homine, el cual dispone lo siguiente: 

 

Artículo 1°. (…) 
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con 
esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en 
todo tiempo a las personas la protección más amplia. 
(…). 

 

En efecto, dicho principio implica que todas las autoridades que apliquen la ley 

están obligadas a preferir la norma o la interpretación que mejor proteja al ser 

humano.140 

 

Sobre lo anterior, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

señaló que el principio pro persona opera como un criterio para la selección entre: a) 

dos o más normas aplicables de derechos humanos que tengan contenidos 

imposibles de armonizar y exijan una elección; o b) dos o más posibles 

interpretaciones de una norma, de manera que se elija la que adopte el contenido 

más amplio o la limitación menos restrictiva del derecho en cuestión.141 

 
140 Morales Sánchez, Julieta. “Reforma en materia de derechos humanos de 2011”, en Ferrer Mac-
Gregor, Eduardo, Martínez Ramírez, Fabiola y Figueroa Mejía, Giovanni A. (coords.). Diccionario de 
derecho procesal constitucional y convencional. México, UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 2014, p. 1129. 
141 Véase la tesis 1a. CCVII/2018 (10a.), de rubro y texto: “PRINCIPIO PRO PERSONA. SÓLO 
PUEDE UTILIZARSE EN SU VERTIENTE DE CRITERIO DE SELECCIÓN DE 
INTERPRETACIONES CUANDO ÉSTAS RESULTAN PLAUSIBLES. De acuerdo con lo previsto en 
el artículo 1o., segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las 
normas de derechos humanos se interpretarán y aplicarán "favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia", ello implica que el principio pro persona opera como un criterio 
que rige la selección entre: (i) dos o más normas de derechos humanos que, siendo aplicables, 
tengan contenidos que sea imposible armonizar y que, por tanto, exijan una elección; o (ii) dos o más 
posibles interpretaciones admisibles de una norma, de modo que se acoja aquella que adopte el 
contenido más amplio o la limitación menos restrictiva del derecho. Así, es importante que tanto las 
normas entre las que se elige como las interpretaciones que se pretendan comparar sean aplicables 
en el primer caso y plausibles en el segundo, por ser el resultado de técnicas válidas de 
interpretación normativa. Ahora bien, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en las jurisprudencias 1a./J. 104/2013 (10a.) y 1a./J. 10/2014 (10a.), sostuvo que el principio pro 
persona no puede entenderse como una exigencia para que se resuelva de conformidad con las 
pretensiones de la parte que lo invoque, ni como un permiso para soslayar el cumplimiento a los 
requisitos de admisibilidad o procedencia de recursos y medios de impugnación, aunque sí exige que 
su interpretación se realice en los términos más favorables a las personas. Lo anterior, refleja que el 
principio pro persona debe beneficiar a quienes participen dentro de un procedimiento jurisdiccional, 
ya que opera como criterio para determinar el fundamento, alcances, regulación y límites de los 
derechos humanos de cada una, según se encuentren en juego en un asunto, mientras que su falta 
de utilización puede ser reclamada en juicio por el efecto potencialmente perjudicial que podría tener 
para la tutela de un derecho humano”. Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 61, Diciembre de 2018, Tomo I, página 378, registro digital 2018781. 
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Por su parte, Caballero Ochoa refiere que el principio pro persona tiene como 

objetivos definir el estándar de integración normativa, y señalar la norma aplicable 

en caso de antinomias, con independencia de su posición jerárquica, respetando el 

contenido mínimo esencial del derecho que debe restringirse si se trata de dos 

normas constitucionales.142 

 

Así, el principio citado puede operar definiendo la aplicación preferente de 

normas ante derechos que se encuentran en conflicto, con la limitante de no 

lesionar el contenido esencial del derecho que se ve disminuido; y al ponderarse 

derechos pertenecientes de un tratado internacional con respecto al derecho 

interno, la tendencia es preferir el primero, toda vez que siempre sería más 

protector, pues los tratados internacionales establecen principios que son de 

aplicación general para los Estados partes, lo que genera una aparente ventaja 

sobre derechos limitados en el orden nacional.143 

 

Además, el citado autor menciona que se debe reconocer la dimensión 

integradora entre la Constitución y los tratados internacionales sobre derechos 

humanos, a partir del artículo 1°, párrafo segundo, de la Constitución Federal, por lo 

que el principio pro persona es el que define esa integración o las prelaciones 

normativas, y no la jerarquía normativa; en consecuencia, en caso de antinomias 

entre la norma constitucional y los tratados de mérito se debe adoptar ese 

principio.144 

 

Por otro lado, Hugo Saúl Ramírez señala que bajo la óptica de la antropología 

filosófico-jurídica, el cumplimiento del principio pro persona es una oportunidad para 

afirmar la primacía de lo humano en la realidad jurídica; aunado a que el bien 

inherente a la práctica de este principio se encuentra en la fidelidad a cargo de 

todos, primordialmente de las autoridades públicas, para contribuir al logro de los 

intereses fundamentales de los seres humanos, a través de una interpretación y 

 
142 Caballero Ochoa, José Luis, “La cláusula de interpretación conforme y el principio pro persona 
(artículo 1°., segundo párrafo, de la Constitución)”, en Carbonell, Miguel y Salazar, Pedro (coords.). 
La reforma constitucional de derechos humanos. Un nuevo paradigma. México, Editorial Porrúa, 
2016, p. 130. 
143 Ibidem, pp. 130 y 131. 
144 Ibidem, p. 128. 
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aplicación de las normas jurídicas que dan prioridad a la justicia sustantiva sobre 

otros criterios de racionalidad.145 

 

De manera que la justicia basada en los derechos humanos representa el 

marco de racionalidad del principio pro persona, ya que se revela con claridad su 

vocación hermenéutica dirigida a la extracción del contenido normativo adecuado en 

busca del mayor bien para el titular del derecho.146 

 

Por último, para la Primera Sala del Alto Tribunal el principio pro persona es un 

criterio interpretativo, toda vez que cuando un mismo derecho fundamental está 

reconocido en la Constitución y en los tratados internacionales, la elección de la 

norma en materia de derechos humanos que será aplicable atenderá a criterios que 

favorezcan al individuo; por lo que ante una diferencia entre el alcance o la 

protección reconocida en dichas fuentes del ordenamiento jurídico, deberá 

prevalecer aquella que represente una mayor protección para la persona o que 

implique una menor restricción.147  

 

 
145 Ramírez, Hugo Saúl, Pro persona: fundamento y sentido de la primacía jurídica de la humanidad, 
 Revista de Investigações Constitucionais, Curitiba, Vol. 8, Núm. 2, mayo/agosto, 2021, p. 403. 
146 Idem.  
147 Jurisprudencia 1a./J. 107/2012 (10a.), de rubro y texto: “PRINCIPIO PRO PERSONA. CRITERIO 
DE SELECCIÓN DE LA NORMA DE DERECHO FUNDAMENTAL APLICABLE. De conformidad con 
el texto vigente del artículo 1o. constitucional, modificado por el decreto de reforma constitucional 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, en materia de derechos 
fundamentales, el ordenamiento jurídico mexicano tiene dos fuentes primigenias: a) los derechos 
fundamentales reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, b) todos 
aquellos derechos humanos establecidos en tratados internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte. Consecuentemente, las normas provenientes de ambas fuentes, son normas supremas 
del ordenamiento jurídico mexicano. Esto implica que los valores, principios y derechos que ellas 
materializan deben permear en todo el orden jurídico, obligando a todas las autoridades a su 
aplicación y, en aquellos casos en que sea procedente, a su interpretación. Ahora bien, en el 
supuesto de que un mismo derecho fundamental esté reconocido en las dos fuentes supremas del 
ordenamiento jurídico, a saber, la Constitución y los tratados internacionales, la elección de la norma 
que será aplicable -en materia de derechos humanos-, atenderá a criterios que favorezcan al 
individuo o lo que se ha denominado principio pro persona, de conformidad con lo dispuesto en el 
segundo párrafo del artículo 1o. constitucional. Según dicho criterio interpretativo, en caso de que 
exista una diferencia entre el alcance o la protección reconocida en las normas de estas distintas 
fuentes, deberá prevalecer aquella que represente una mayor protección para la persona o que 
implique una menor restricción. En esta lógica, el catálogo de derechos fundamentales no se 
encuentra limitado a lo prescrito en el texto constitucional, sino que también incluye a todos aquellos 
derechos que figuran en los tratados internacionales ratificados por el Estado mexicano”. Décima 
Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 2, 
página 799, registro digital 2002000. 

javascript:void(0)
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Por tanto, se concluye que el principio por persona es una guía de 

interpretación y aplicación de las normas de derechos humanos (reconocidos en la 

Constitución y en los tratados internacionales) para todos los operadores de justicia, 

que busca del mayor bien para el titular del derecho.148 

 

3.2. El principio de progresividad  

 

El principio de progresividad se encuentra reconocido en el tercer párrafo del 

artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en 

tratados internacionales ratificados por México (como el Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales). El citado precepto constitucional, 

establece lo siguiente: 

 

Artículo 1°. (…) 

(…) 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado 

deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en 

los términos que establezca la ley. 

(…). 

 

Del citado artículo se deduce que la implementación de los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad tiene un carácter 

obligatorio para todas las autoridades; esto es, comprende a los poderes ejecutivos, 

legislativos y judiciales, en los distintos órdenes de gobierno, a fin de promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos. 

 

Ahora bien, en cuanto al último de los principios citados, el término 

progresividad involucra gradualidad y progreso. Así, la gradualidad se refiere a que 

la efectividad de los derechos implica un proceso que supone definir metas a corto, 

 
148 Lara Ponte, Rodolfo, “Derechos humanos en la Constitución”, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, 
Martínez Ramírez, Fabiola y Figueroa Mejía, Giovanni A. (coords.). Diccionario de derecho procesal 
constitucional y convencional. México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2014, p. 570. 
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mediano y largo plazo; mientras que el progreso significa que el disfrute de los 

derechos siempre deberá mejorar.149 

 

Sobre lo anterior, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales hace referencia a que los Estados Parte se comprometen a adoptar 

medidas hasta el máximo de los recursos para lograr progresivamente por todos los 

medios, incluyendo medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos.150 Al 

respecto, México se adhirió a dicho Pacto el 23 de marzo de 1981.151 

 

 Cabe referir que el principio de progresividad aplica por igual a derechos 

económicos, sociales y culturales, y a derechos civiles y políticos, pues siempre 

habrá una base mínima que debe atenderse y los Estados deberán avanzar en su 

fortalecimiento; así la progresión de los derechos humanos codificados en tratados 

internacionales también es responsabilidad del Estado.152 

 

  A mayor abundamiento, los derechos contenidos en el derecho internacional 

de los derechos humanos son aspiraciones mínimas y su progresión se encuentra 

en manos de los Estados, por lo que su plena realización se logra de manera 

paulatina y las medidas adoptadas deben implementarse dentro de un plazo 

razonable, ser deliberadas, concretas y orientadas hacia el cumplimiento de sus 

obligaciones.153 

 

 
149 Vázquez, Luis Daniel y Serrano, Sandra. “Los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. Apuntes para su aplicación práctica”, en Carbonell, Miguel y Salazar, 
Pedro (coords.). La reforma constitucional de derechos humanos. Un nuevo paradigma. México, 
Editorial Porrúa, 2016, p. 159. 
150 Artículo 2 
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto 
por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente 
económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr 
progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas 
legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos. 
(…). 
151 https://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Humanos/D50.pdf (último acceso 12 de 
junio de 2025). 
152 Vázquez, Luis Daniel y Serrano, Sandra, op. cit., p. 160. 
153 Salazar Ugarte, Pedro (coord.). La Reforma Constitucional Sobre Derechos Humanos. Una Guía 
Conceptual. México, Senado de la República, LXII Legislatura: Instituto Belisario Domínguez, 2014, 
p. 82. 

https://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Humanos/D50.pdf
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 Por otra parte, la progresividad se encuentra vinculada con el máximo uso de 

recursos disponibles y la prohibición de regresión.154  

 

En cuanto al máximo uso de recursos disponibles, dicho elemento implica 

analizar el uso efectivo y eficiente de los recursos financieros de un país para 

atender las necesidades concretas de su población, y además adoptar medidas 

concretas para mejorar la protección de los derechos, pues el Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas (Comité DESC), señaló que 

la adopción de medidas comprende las legislativas, judiciales y cualquier otro 

mecanismo de exigibilidad, así como medidas administrativas, financieras, 

educativas y sociales.155 

 

Sobre lo anterior, en la Observación General No. 3. La índole de las 

obligaciones de los Estados Partes (párrafo 1 del artículo 2 del Pacto), el Comité 

DESC, se señaló que si bien la plena realización de los derechos respectivos puede 

lograrse paulatinamente, las medidas tendentes para tal fin deben adoptarse en un 

plazo razonable y breve, mismas que deben ser deliberadas, concretas y orientadas 

hacia la satisfacción de las obligaciones de dichos Estados.156 

 

De manera que, para el cumplimiento a la obligación de adoptar medidas, las 

legislativas son muy deseables y en algunos casos pueden ser indispensables, 

además si bien cada Estado decide qué medios son los más apropiados de acuerdo 

con sus circunstancias y a cada uno de los derechos, debe indicar en su informe las 

medidas adoptadas y en qué se basan para considerarlas como las más 

apropiadas, y corresponderá al Comité decidir si se han adoptado o no dichas 

medidas. Asimismo, entre las medidas que se estiman apropiadas, además de las 

 
154 Ibidem, p. 84. 
155 Idem. 
156 “2. La otra consiste en el compromiso contraído en virtud del párrafo 1 del artículo 2 en el sentido 
de “adoptar medidas”, compromiso que en sí mismo no queda condicionado ni limitado por ninguna 
otra consideración. El significado cabal de la oración puede medirse también observando algunas de 
las versiones dadas en los diferentes idiomas. En inglés el compromiso es “to take steps”, en francés 
es “s’engage à agir” (“actuar”) y en español es “adoptar medidas”. Así pues, si bien la plena 
realización de los derechos pertinentes puede lograrse de manera paulatina, las medidas tendentes a 
lograr este objetivo deben adoptarse dentro de un plazo razonablemente breve tras la entrada en 
vigor del Pacto para los Estados interesados. Tales medidas deben ser deliberadas, concretas y 
orientadas lo más claramente posible hacia la satisfacción de las obligaciones reconocidas en el 
Pacto. 
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legislativas, destacaban los recursos judiciales que puedan considerarse 

justiciables, así como las de carácter administrativo, financiero, educacional y 

social.157 

 

En adición a lo anterior, cabe mencionar que la Convención Interamericana 

sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, refiere 

esencialmente que las personas mayores tienen derecho a la seguridad social 

para llevar una vida digna, y que los Estados Parte promoverán progresivamente, 

dentro de sus recursos disponibles, que aquéllas perciban un ingreso para tal 

efecto a través de los sistemas de seguridad social y otros mecanismos flexibles 

de protección social, de conformidad con la legislación nacional.158 

 
157 3. Los medios que deben emplearse para dar cumplimiento a la obligación de adoptar medidas se 
definen en el párrafo 1 del artículo 2 como “todos los medios apropiados, inclusive en particular la 
adopción de medidas legislativas”. El Comité reconoce que en numerosos casos las medidas 
legislativas son muy deseables y en algunos pueden ser incluso indispensables. Por ejemplo, puede 
resultar difícil luchar con éxito contra la discriminación si se carece de una base legislativa sólida 
para las medidas necesarias. En esferas como la salud, la protección de los niños y las madres y la 
educación, así como en lo que respecta a las cuestiones que se abordan en los artículos 6 a 9, las 
medidas legislativas pueden ser asimismo un elemento indispensable a muchos efectos. 
4. El Comité toma nota de que los Estados Partes se han mostrado en general concienzudos a la 
hora de detallar al menos algunas de las medidas legislativas que han adoptado a este respecto. No 
obstante, desea subrayar que la adopción de medidas legislativas, como se prevé concretamente en 
el Pacto, no agota por sí misma las obligaciones de los Estados Partes. Al contrario, se debe dar a la 
frase “por todos los medios apropiados” su significado pleno y natural. Si bien cada Estado Parte 
debe decidir por sí mismo qué medios son los más apropiados de acuerdo con las circunstancias y 
en relación con cada uno de los derechos contemplados, la “propiedad” de los medios elegidos no 
siempre resultará evidente. Por consiguiente, conviene que los Estados Partes indiquen en sus 
informes no sólo las medidas que han adoptado sino también en qué se basan para considerar tales 
medidas como las más “apropiadas” a la vista de las circunstancias. No obstante, corresponde al 
Comité determinar en definitiva si se han adoptado o no todas las medidas apropiadas. 
5. Entre las medidas que cabría considerar apropiadas, además de las legislativas, está la de ofrecer 
recursos judiciales en lo que respecta a derechos que, de acuerdo con el sistema jurídico nacional, 
puedan considerarse justiciables. El Comité observa, por ejemplo, que el disfrute de los derechos 
reconocidos, sin discriminación, se fomentará a menudo de manera apropiada, en parte mediante la 
provisión de recursos judiciales y otros recursos efectivos. De hecho, los Estados Partes que son 
asimismo Partes en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos están ya obligados (en 
virtud de los artículos 2 (párrs. 1 y 3), 3 y 26 de este Pacto) a garantizar que toda persona cuyos 
derechos o libertades (inclusive el derecho a la igualdad y a la no discriminación) reconocidos en el 
presente Pacto hayan sido violados, “podrá interponer un recurso efectivo” (apartado a) del párrafo 3 
del artículo 2). Además, existen en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales varias otras disposiciones, entre ellas las de los artículos 3, 7 (inciso i) del apartado a)), 8, 
10 (párr. 3), 13 (apartado a) del párrafo 2 y párrafos 3 y 4) y 15 (párr. 3), que cabría considerar de 
aplicación inmediata por parte de los órganos judiciales y de otra índole en numerosos sistemas 
legales nacionales. Parecería difícilmente sostenible sugerir que las disposiciones indicadas son 
intrínsecamente no autoejecutables. 
(…) 
7. Otras medidas que también cabe considerar “apropiadas” a los fines del párrafo 1 del artículo 2 
incluyen, pero no agotan, las de carácter administrativo, financiero, educacional y social. 
158 Artículo 17 
Derecho a la seguridad social 
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Así, la progresividad impone obligaciones para proceder de la manera más 

expedita y eficaz posible y avanzar en el cumplimiento de los compromisos 

internacionales de los Estados, bajo el aprovechamiento pleno de los recursos que 

dispongan.159 

 

 Por lo que hace a la prohibición de no regresividad de los derechos, la misma 

se refiere a que existe restricción de que los Estados Parte den marcha atrás en los 

niveles alcanzados de satisfacción de los derechos, por eso la derogación o 

reducción de los derechos vigentes contradice el compromiso internacional 

cumplido.160 

 

 Miguel Carbonell explica que el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales de la Organización de las Naciones Unidas (Comité desc) ha señalado 

que todas las medidas de carácter deliberadamente restrictivo deberán justificarse 

plenamente; y que de acuerdo con Víctor Abramovich y Christian Courtis toda 

medida regresiva se presume violatoria del citado Pacto y el Estado tiene la carga 

de la prueba para demostrar que aquélla no es regresiva, o que sí lo es, está 

justificada.161 

 

 El citado autor señala que, para justificar una medida regresiva, el Estado 

deberá demostrar: a) la existencia de un interés estatal permisible que la medida 

regresiva tutela; b) el carácter imperioso de la medida; y c) la inexistencia de 

alternativas que pudieran ser menos restrictivas.162 

 

 
Toda persona mayor tiene derecho a la seguridad social que la proteja para llevar una vida digna. 
Los Estados Parte promoverán progresivamente, dentro de los recursos disponibles, que la persona 
mayor reciba un ingreso para una vida digna a través de los sistemas de seguridad social y otros 
mecanismos flexibles de protección social. 
Los Estados Parte buscarán facilitar, mediante convenios institucionales, acuerdos bilaterales u otros 
mecanismos hemisféricos, el reconocimiento de prestaciones, aportes realizados a la seguridad 
social o derechos de pensión de la persona mayor migrante. 
Todo lo dispuesto en este artículo será de conformidad con la legislación nacional. 
159 Salazar Ugarte, Pedro (coord.), op. cit., p.  83. 
160 Carbonell, Miguel. “Las obligaciones del Estado en el artículo 1º. de la Constitución Mexicana”, en 
Carbonell, Miguel y Salazar, Pedro (coords.). La reforma constitucional de derechos humanos. Un 
nuevo paradigma. México, Editorial Porrúa, 2016, p. 82. 
161 Ibidem, pp. 82 y 83. 
162 Ibidem, P. 83. 
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 Así, la prohibición de progresividad implica que una vez logrado el avance en 

el disfrute de los derechos, el Estado no podrá, salvo ciertas excepciones, disminuir 

el nivel alcanzado, lo cual debe observarse en las leyes, políticas públicas, 

decisiones judiciales y en toda conducta estatal que afecte derechos.163 

 

 Por otro lado, Hugo Saúl Ramírez expuso que la progresividad se proyecta al 

interior de la práctica de los derechos y respecto al orden institucional, pues en el 

primer caso impulsa los cambios positivos para emancipar y proteger a los titulares 

de derechos ante el surgimiento de las nuevas necesidades humanas o nuevas 

amenazas a las libertades y agresiones a la dignidad, por lo que se justifica la 

aparición de nuevos derechos o la redefinición de derechos anteriores, siempre que 

se protejan al máximo los intereses del ser humano y no se olviden o transgredan 

otros derechos.164 

 

 En el segundo caso, el autor señala que el orden institucional se encuentra 

obligado a lograr el máximo respeto de los derechos, de ahí que se deben realizar 

las correcciones necesarias para superar los obstáculos sobre dicho respeto y 

promover las condiciones para su ejercicio óptimo.165 

 

 Además, menciona que, en la asignación de derechos, la progresividad se 

concreta a través del principio pro persona, lo que implica que, ante la concurrencia 

de normas o sus interpretaciones, deberá preferirse aquella cuya aplicación resulte 

más favorable para el titular del derecho en cuestión. Aunado a que la aplicación de 

ese principio debe atender las necesidades de los más débiles, dependientes y 

vulnerables.166 

 

 Consecuentemente, Hugo Saúl Ramírez refiere que la progresividad apunta a 

la mejoría del Estado de Derecho y la irreversibilidad pretende evitar la pérdida de 

los logros en el respeto y ejercicio de los derechos. 

 
163 Vázquez, Luis Daniel y Serrano, Sandra, op. cit., p. 163. 
164 Ramírez García, Hugo S. “Derechos humanos: Principios sustantivos para una teoría de la 
justicia”, en Ramírez García, Hugo S. y Soberanes Díez, José María (coords.). El artículo 1° 
constitucional: Una teoría de los derechos humanos. México, UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 2021, p. 223. 
165 Ibidem, p. 224. 
166 Ibidem, pp. 224 y 225. 
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 En otro orden de ideas, Christian Courtis aduce que la noción de progreso 

consiste en la obligación de los Estados de mejorar las condiciones de goce y 

ejercicio de los derechos; mientras que la obligación de no regresividad se refiere a 

la prohibición de adoptar políticas y medidas y, de sancionar normas jurídicas que 

empeoren los derechos de los que ya gozaba la población; es decir, a la negativa de 

reducir los niveles de protección de los derechos vigentes o derogar los ya 

existentes, por lo que cualquier medida deliberadamente regresiva debe ser 

justificada.167 

 

Por último, la Suprema Corte de Justicia de la Nación a través de su 

jurisprudencia ha desarrollado sobre el principio de progresividad las exigencias 

positivas y negativas, la función del Estado Mexicano, los criterios para determinar 

la violación de ese principio, y la justificación de las medidas regresivas, entre otras 

cuestiones. 

 

Así, la Primera Sala del Alto Tribunal en la jurisprudencia 1a./J. 85/2017 

(10a.),168 determinó que el principio de progresividad ordena ampliar el alcance y la 

 
167 Courtis, Christian. “La prohibición de regresividad en materia de derechos sociales: apuntes 
introductorios”, en Courtis, Christian (comp.). Ni un paso atrás: la prohibición de regresividad en 
materia de derechos sociales. Buenos Aires, Argentina, Editores del Puerto S.R.L., 2006, pp. 8 a 10. 
168 Jurisprudencia 1a./J. 85/2017 (10a.), de rubro y texto: “PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS 
DERECHOS HUMANOS. SU CONCEPTO Y EXIGENCIAS POSITIVAS Y NEGATIVAS. El principio 
de progresividad está previsto en el artículo 1o. constitucional y en diversos tratados internacionales 
ratificados por México. Dicho principio, en términos generales, ordena ampliar el alcance y la 
protección de los derechos humanos en la mayor medida posible hasta lograr su plena efectividad, 
de acuerdo con las circunstancias fácticas y jurídicas. Es posible diseccionar este principio en varias 
exigencias de carácter tanto positivo como negativo, dirigidas a los creadores de las normas jurídicas 
y a sus aplicadores, con independencia del carácter formal de las autoridades respectivas, ya sean 
legislativas, administrativas o judiciales. En sentido positivo, del principio de progresividad derivan 
para el legislador (sea formal o material) la obligación de ampliar el alcance y la tutela de los 
derechos humanos; y para el aplicador, el deber de interpretar las normas de manera que se 
amplíen, en lo posible jurídicamente, esos aspectos de los derechos. En sentido negativo, impone 
una prohibición de regresividad: el legislador tiene prohibido, en principio, emitir actos legislativos que 
limiten, restrinjan, eliminen o desconozcan el alcance y la tutela que en determinado momento ya se 
reconocía a los derechos humanos, y el aplicador tiene prohibido interpretar las normas sobre 
derechos humanos de manera regresiva, esto es, atribuyéndoles un sentido que implique desconocer 
la extensión de los derechos humanos y su nivel de tutela admitido previamente. En congruencia con 
este principio, el alcance y nivel de protección reconocidos a los derechos humanos tanto por la 
Constitución como por los tratados internacionales, deben ser concebidos como un mínimo que el 
Estado Mexicano tiene la obligación inmediata de respetar (no regresividad) y, a la vez, el punto de 
partida para su desarrollo gradual (deber positivo de progresar)”. Décima Época, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 47, Octubre de 2017, Tomo I, página 189, registro digital 
2015305. 
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protección de todos los derechos humanos en la mayor medida posible hasta lograr 

su plena efectividad, de acuerdo con las situaciones fácticas y jurídicas. 

 

Aunado a que dicho principio se divide en exigencias tanto de carácter 

positivo como negativo, dirigidas a los creadores de las normas jurídicas y a sus 

aplicadores, independientemente del carácter formal de las autoridades, ya sean 

legislativas, administrativas o judiciales. 

 

En sentido positivo, el legislador (formal o material) tiene la obligación de 

ampliar el alcance y la tutela de todos los derechos humanos, y el aplicador debe 

interpretar las normas, de manera que se amplíen esos aspectos de los derechos. 

 

En sentido negativo, dicho principio impone una prohibición de regresividad, 

por lo que el legislador tiene prohibido emitir actos que limiten, restrinjan, eliminen o 

desconozcan el alcance y la tutela que ya se reconocía a los derechos humanos; y 

el aplicador tiene prohibido interpretar las normas sobre derechos humanos de 

manera regresiva, es decir, asignándoles un sentido que desconozca la extensión 

de los derechos humanos y su nivel de tutela admitido anteriormente. 

 

Por su parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte en la jurisprudencia 2a./J. 

35/2019 (10a.),169 estableció que conforme al principio de progresividad todas las 

autoridades del Estado mexicano, en el ámbito de su competencia, tienen la 

 
169 Jurisprudencia 2a./J. 35/2019 (10a.), de rubro y texto: “PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS 
DERECHOS HUMANOS. SU NATURALEZA Y FUNCIÓN EN EL ESTADO MEXICANO. El principio 
de progresividad que rige en materia de los derechos humanos implica tanto gradualidad como 
progreso. La gradualidad se refiere a que, generalmente, la efectividad de los derechos humanos no 
se logra de manera inmediata, sino que conlleva todo un proceso que supone definir metas a corto, 
mediano y largo plazos. Por su parte, el progreso implica que el disfrute de los derechos siempre 
debe mejorar. En tal sentido, el principio de progresividad de los derechos humanos se relaciona no 
sólo con la prohibición de regresividad del disfrute de los derechos fundamentales, sino también con 
la obligación positiva de promoverlos de manera progresiva y gradual, pues como lo señaló el 
Constituyente Permanente, el Estado mexicano tiene el mandato constitucional de realizar todos los 
cambios y transformaciones necesarias en la estructura económica, social, política y cultural del país, 
de manera que se garantice que todas las personas puedan disfrutar de sus derechos humanos. Por 
tanto, el principio aludido exige a todas las autoridades del Estado mexicano, en el ámbito de su 
competencia, incrementar el grado de tutela en la promoción, respeto, protección y garantía de los 
derechos humanos y también les impide, en virtud de su expresión de no regresividad, adoptar 
medidas que sin plena justificación constitucional disminuyan el nivel de la protección a los derechos 
humanos de quienes se someten al orden jurídico del Estado mexicano”. Décima Época, Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 63, Febrero de 2019, Tomo I, página 980, registro digital 
2019325. 
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obligación de incrementar el grado de tutela en la promoción, respeto, protección y 

garantía de los derechos humanos; y respecto a la no regresividad, aquéllas están 

impedidas para adoptar medidas que sin plena justificación constitucional 

disminuyan el nivel de la protección de esos derechos. 

 

También, dicha Sala en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 41/2017 (10a.),170 

consideró que el principio de progresividad es indispensable para consolidar la 

garantía de protección a la dignidad, y en cuanto a la no regresión puntualizó que 

para determinar si una medida respeta dicho principio, es necesario analizar si: (I) la 

disminución del nivel de protección de un derecho tiene como finalidad esencial 

incrementar el grado de tutela de otro derecho humano; y (II) genera un equilibrio 

razonable entre los derechos fundamentales en juego, sin afectar de manera 

desmedida la eficacia de alguno de ellos. 

 

Asimismo, la Primera Sala de la Suprema Corte en la jurisprudencia 1a./J. 

87/2017 (10a.),171 señaló que cuando cualquier autoridad utiliza una medida 

 
170Jurisprudencia 2a./J. 41/2017 (10a.), de rubro y texto: “PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS 
HUMANOS. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI LA LIMITACIÓN AL EJERCICIO DE UN 
DERECHO HUMANO DERIVA EN LA VIOLACIÓN DE AQUEL PRINCIPIO. El principio de 
progresividad de los derechos humanos tutelado en el artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, es indispensable para consolidar la garantía de protección de la dignidad 
humana, porque su observancia exige, por un lado, que todas las autoridades del Estado mexicano, 
en el ámbito de su competencia, incrementen gradualmente la promoción, respeto, protección y 
garantía de los derechos humanos y, por otro, les impide, en virtud de su expresión de no 
regresividad, adoptar medidas que disminuyan su nivel de protección. Respecto de esta última 
expresión, debe puntualizarse que la limitación en el ejercicio de un derecho humano no 
necesariamente es sinónimo de vulneración al principio referido, pues para determinar si una medida 
lo respeta, es necesario analizar si: (I) dicha disminución tiene como finalidad esencial incrementar el 
grado de tutela de un derecho humano; y (II) genera un equilibrio razonable entre los derechos 
fundamentales en juego, sin afectar de manera desmedida la eficacia de alguno de ellos. En ese 
sentido, para determinar si la limitación al ejercicio de un derecho humano viola el principio de 
progresividad de los derechos humanos, el operador jurídico debe realizar un análisis conjunto de la 
afectación individual de un derecho en relación con las implicaciones colectivas de la medida, a 
efecto de establecer si se encuentra justificada”. Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 42, Mayo de 2017, Tomo I, página 634, registro digital 2014218. 
171 Jurisprudencia 1a./J. 87/2017 (10a.), de rubro y texto: “PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS 
DERECHOS HUMANOS. LA PROHIBICIÓN QUE TIENEN LAS AUTORIDADES DEL ESTADO 
MEXICANO DE ADOPTAR MEDIDAS REGRESIVAS NO ES ABSOLUTA, PUES 
EXCEPCIONALMENTE ÉSTAS SON ADMISIBLES SI SE JUSTIFICAN PLENAMENTE. El principio 
referido impone al Estado, entre otras cuestiones, la prohibición de regresividad, la cual no es 
absoluta y puede haber circunstancias que justifiquen una regresión en cuanto al alcance y tutela de 
un determinado derecho fundamental. Sin embargo, dichas circunstancias están sujetas a un 
escrutinio estricto, pues implican la restricción de un derecho humano. En este sentido, corresponde 
a la autoridad que pretende realizar una medida regresiva (legislativa, administrativa o, incluso, 
judicial) justificar plenamente esa decisión. En efecto, en virtud de que el artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos impone a todas las autoridades del Estado 
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regresiva en perjuicio de un derecho humano y argumenta para justificar su 

actuación la falta de recursos, en aquélla recae la carga de probar fehacientemente 

no sólo la carencia de recursos, sino que realizó todos los esfuerzos posibles para 

utilizarlos a su disposición. 

 

3.3. El principio de seguridad jurídica 

 

El principio de seguridad jurídica se encuentra previsto en el artículo 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual establece lo 

siguiente: 

 

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 

posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y 

motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma 

de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia 

de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo 

previsto en este párrafo. 

(…). 

 

En efecto, dicho artículo contiene los principios de legalidad y seguridad 

jurídica, conforme a los cuales el gobernado tiene certeza para que su persona, 

bienes y posesiones sean protegidos y preservados de los actos que en su perjuicio 

pudiera generar el poder público, sin un mandato de autoridad competente, fundado, 

 
Mexicano la obligación de respetar el principio de progresividad, cuando cualquier autoridad, en el 
ámbito de su competencia, adopta una medida regresiva en perjuicio de un derecho humano y alega 
para justificar su actuación, por ejemplo, la falta de recursos, en ella recae la carga de probar 
fehacientemente esa situación, es decir, no sólo la carencia de recursos, sino que realizó todos los 
esfuerzos posibles para utilizar los recursos a su disposición, en el entendido de que las acciones y 
omisiones que impliquen regresión en el alcance y la tutela de un derecho humano sólo pueden 
justificarse si: a) se acredita la falta de recursos; b) se demuestra que se realizaron todos los 
esfuerzos necesarios para obtenerlos, sin éxito; y, c) se demuestra que se aplicó el máximo de los 
recursos o que los recursos de que se disponía se aplicaron a tutelar otro derecho humano (y no 
cualquier objetivo social), y que la importancia relativa de satisfacerlo prioritariamente, era mayor. 
Esto es, si bien es cierto que las autoridades legislativas y administrativas tienen, en ciertos ámbitos, 
un holgado margen de actuación para diseñar políticas públicas, determinar su prioridad relativa y 
asignar recursos, también lo es que dicha libertad se restringe significativamente cuando está en 
juego la garantía de los diversos derechos humanos reconocidos por nuestro sistema jurídico, ya que 
éstos, en tanto normas que expresan el reconocimiento de principios de justicia de la máxima 
importancia moral, tienen prioridad prima facie frente a cualquier otro objetivo social o colectivo, pues 
en una sociedad liberal y democrática, estos últimos tienen solamente valor instrumental y no final, 
como los derechos humanos”. Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 
47, Octubre de 2017, Tomo I, página 188, registro digital 2015304. 
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motivado y de acuerdo con los procedimientos en los que se cumplan las 

formalidades de ley.172 

 

Por ello, la actividad estatal se obliga a reunir los requisitos, elementos y 

supuestos legales, previamente establecidos, a fin de no transgredir de forma 

arbitraria la esfera privada del gobernado, así como sus posesiones y bienes.173 

 

Ahora bien, la seguridad jurídica se refiere a la estabilidad del ordenamiento 

jurídico que rige a un Estado, de manera que las normas deben tener permanencia 

y garantizar el equilibrio entre los órganos del Estado y los ciudadanos.174 

 

También, contiene tres elementos: a) La certeza jurídica, la cual denota un 

conocimiento seguro, claro y evidente de las normas jurídicas presentes; b) La 

eficacia del derecho, pues las normas jurídicas deben tener la capacidad de producir 

un buen efecto; y c) La ausencia de arbitrariedad, ya que al aplicar las normas 

jurídicas debe prevalecer la justicia.175 

 

 Así, la seguridad jurídica como principio, es un derecho universalmente 

reconocido y se entiende como certeza práctica del derecho. Los titulares activos 

para ejercer ese derecho son los ciudadanos, entre otros, debido a que pueden 

tener inestabilidad jurídica; y los sujetos de derecho que deben proporcionar la 

seguridad jurídica son los tres poderes de la Unión, específicamente el Poder 

Judicial (incluidos los órganos constitucionales), el cual se encuentra obligado al 

realizar su labor jurisdiccional en todas las especialidades e instancias.176 

 

 De ahí que, la seguridad jurídica es la base para la seguridad democrática y 

por consiguiente del Estado de Derecho.177 

 
172 Delgado Carbajal, Baruch F. y Bernal Ballesteros, María José (coords.), Catálogo para la 
calificación de violaciones a derechos humanos. México, Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de México, 2016, p. 128. 
173 Idem. 
174 Ortecho Villena, Víctor Julio. “Garantía de la Seguridad Jurídica”, en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, 
Martínez Ramírez, Fabiola y Figueroa Mejía, Giovanni A. (coords.). Diccionario de derecho procesal 
constitucional y convencional. México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2014, p. 681. 
175 Idem. 
176 Ibidem, p. 681 y 682. 
177 Ibidem, p. 682. 
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 Finalmente, la Primera Sala del Alto Tribunal ha establecido que el principio 

de seguridad jurídica es la base sobre la cual descansa el sistema jurídico 

mexicano, y tutela que el gobernado nunca se encuentre en incertidumbre jurídica y, 

por tanto, en estado de indefensión; por lo que su contenido esencial radica en 

saber a qué atenerse respecto de la regulación normativa prevista en la ley y a la 

actuación de la autoridad.178 

 

 
178 Jurisprudencia 1a./J. 139/2012 (10a.), de rubro y texto: “SEGURIDAD JURÍDICA EN MATERIA 
TRIBUTARIA. EN QUÉ CONSISTE. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha sostenido que el principio de seguridad jurídica consagrado en la Constitución General de la 
República, es la base sobre la cual descansa el sistema jurídico mexicano, de manera tal que lo que 
tutela es que el gobernado jamás se encuentre en una situación de incertidumbre jurídica y, por 
tanto, en estado de indefensión. En ese sentido, el contenido esencial de dicho principio radica en 
"saber a qué atenerse" respecto de la regulación normativa prevista en la ley y a la actuación de la 
autoridad. Así, en materia tributaria debe destacarse el relevante papel que se concede a la ley (tanto 
en su concepción de voluntad general, como de razón ordenadora) como instrumento garantizador 
de un trato igual (objetivo) de todos ante la ley, frente a las arbitrariedades y abusos de la autoridad, 
lo que equivale a afirmar, desde un punto de vista positivo, la importancia de la ley como vehículo 
generador de certeza, y desde un punto de vista negativo, el papel de la ley como mecanismo de 
defensa frente a las posibles arbitrariedades de los órganos del Estado. De esta forma, las 
manifestaciones concretas del principio de seguridad jurídica en materia tributaria, se pueden 
compendiar en la certeza en el derecho y la interdicción de la arbitrariedad o prohibición del exceso; 
la primera, a su vez, en la estabilidad del ordenamiento normativo, suficiente desarrollo y la 
certidumbre sobre los remedios jurídicos a disposición del contribuyente, en caso de no cumplirse 
con las previsiones del ordenamiento; y, la segunda, principal, más no exclusivamente, a través de 
los principios de proporcionalidad y jerarquía normativa, por lo que la existencia de un ordenamiento 
tributario, partícipe de las características de todo ordenamiento jurídico, es producto de la 
juridificación del fenómeno tributario y su conversión en una realidad normada, y tal ordenamiento 
público constituirá un sistema de seguridad jurídica formal o de "seguridad a través del Derecho"”. 
Décima Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, Enero de 2013, Tomo 1, 
página 437, registro digital 2002649. 
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CAPÍTULO IV 

SENTENCIA ANALIZADA 

 

 

4. ANTECEDENTES Y CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA DEL AMPARO 

DIRECTO EN REVISIÓN 1811/2024 

 
Antes de analizar si la sentencia del Amparo Directo en Revisión 1811/2024 

representa o no un retroceso en la protección de derechos humanos, 

específicamente del derecho a la seguridad social (pensión reducida de vejez), es 

necesario conocer los antecedentes del caso y las consideraciones de la sentencia 

a fin de tener una mayor comprensión. 

 

4.1. Antecedentes 

 
a) Juicio laboral. El doce de julio de dos mil veintiuno Virginia Reynaud 

Kee (con 67 años de edad) demandó de PEMEX el otorgamiento y pago de una 

jubilación por vejez, señalando que resultaba inconvencional el Reglamento de 

Trabajo del Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos y sus Empresas 

Productivas Subsidiarias vigente a partir del 30 de septiembre de 2019, al 

contemplar mayores años de cotización (30 años) que los previstos en el artículo 29, 

numeral 2, inciso a), del Convenio 102 de la OIT (que garantiza una jubilación 

reducida por vejez con un mínimo de 15 años de cotización). 

 

La parte demandada indicó que la actora no reunía los requisitos para 

obtener el beneficio del artículo 82, Regla II, del citado Reglamento, pues contaba 

con una antigüedad de 15 años y 339 días. 

 

La Junta Federal emitió laudo en el que determinó absolver a la parte 

demandada de las prestaciones reclamadas, toda vez que la actora únicamente 

cumplía con el requisito de edad (67 años), pero no contaba con los años de 

servicio previstos en el artículo 82, Regla II, del citado Reglamento de Trabajo (30 

años), aunado a que no se encontraba en activo. 
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b) Juicio de amparo. Inconforme, la parte actora promovió amparo directo 

en el que argumentó que la Junta omitió pronunciarse sobre la inconvencionalidad 

del artículo 82, Regla II, del referido Reglamento de Trabajo que exigía mayores 

requisitos para acceder a las prestaciones de vejez que el artículo 29, numeral 2, 

inciso a), del Convenio 102 de la OIT, y solicitó el amparo para que se le otorgara 

una pensión por vejez reducida.  

 

El Tribunal Colegiado dictó sentencia en la que negó el amparo a la parte 

quejosa, ya que consideró que, si bien la Junta omitió estudiar el tema de 

inconvencionalidad, lo cierto es que a ningún fin práctico llevaría conceder el 

amparo, pues la absolución decretada fue correcta.  

 

Asimismo, con base en diversas jurisprudencias de la Segunda Sala del Alto 

Tribunal,179 determinó que la jubilación es un derecho de naturaleza extralegal, pues 

no se rige por la Constitución Federal ni por la Ley Federal del Trabajo; por lo que la 

jubilación de los trabajadores de confianza de PEMEX se rige estrictamente por lo 

estipulado en el Reglamento conforme al cual son contratados. 

 

Por último, el Tribunal Colegiado determinó que las citadas jurisprudencias no 

están sujetas a control convencional, por lo que era inoperante el planteamiento de 

inconvencionalidad. 

 

 
179 Jurisprudencia 2a./J. 148/2011, de rubro: “PRESTACIONES EXTRALEGALES. LAS JUNTAS DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE TIENEN OBLIGACIÓN DE EXAMINAR SU PROCEDENCIA, CON 
INDEPENDENCIA DE LAS EXCEPCIONES OPUESTAS”. 
Jurisprudencia 2a./J. 128/2010, de rubro: “CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO. LAS 
CLÁUSULAS QUE CONTIENEN PRESTACIONES EN FAVOR DE LOS TRABAJADORES, QUE 
EXCEDEN LAS ESTABLECIDAS EN LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, SON DE 
INTERPRETACIÓN ESTRICTA”.  
Jurisprudencia 2a./J. 87/2007, de rubro: “PETRÓLEOS MEXICANOS Y ORGANISMOS 
SUBSIDIARIOS. LA PENSIÓN POR JUBILACIÓN DE SUS TRABAJADORES DE CONFIANZA, 
OTORGADA CON DISPENSA DEL REQUISITO DE ANTIGÜEDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
82, FRACCIÓN I, DEL REGLAMENTO DE TRABAJO RELATIVO, DEBE CALCULARSE 
CONFORME A LO PACTADO POR LAS PARTES”. 
Jurisprudencia 2a./J. 9/2011, de rubro: “PETRÓLEOS MEXICANOS Y ORGANISMOS 
SUBSIDIARIOS. EL REGLAMENTO DE TRABAJO DE SU PERSONAL DE CONFIANZA 
APLICABLE PARA EL OTORGAMIENTO DE LA PENSIÓN POR JUBILACIÓN (EDAD Y AÑOS DE 
SERVICIOS), ES EL QUE ESTÉ VIGENTE AL MOMENTO EN QUE EL TRABAJADOR DA POR 
TERMINADA SU RELACIÓN LABORAL”. 
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c) Recurso de revisión. En contra de la sentencia de amparo, la actora 

quejosa interpuso recurso de revisión, en el que combatió la inoperancia decretada 

por el TCC e insistió en la inconvencionalidad del Reglamento de Pemex. 

 

4.2. Consideraciones 

 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 

sentencia del Amparo Directo en Revisión 1811/2024, bajo una nueva reflexión, 

determinó que no es inconvencional el artículo 82, Regla II, del Reglamento de 

Trabajo del Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos y sus Empresas 

Productivas Subsidiarias vigente a partir del 30 de septiembre de 2019, al no 

contemplar una prestación reducida por vejez. 

 

En principio, la Segunda consideró fundados los agravios de la quejosa en el 

sentido de que el Tribunal Colegiado no debió declarar inoperantes sus conceptos 

de violación, pues no se planteó la interpretación del artículo 82, Regla II, del 

Reglamento de Pemex. Además, las cláusulas de los reglamentos de trabajo y de 

los contratos colectivos no escapan del control de constitucionalidad, en términos de 

lo previsto en jurisprudencia 2a./J. 2/2020 (10a.), de rubro: “CONTRATOS 

COLECTIVOS DE TRABAJO. EL PLANTEAMIENTO DE 

INCONSTITUCIONALIDAD O INCONVENCIONALIDAD DE SUS CLÁUSULAS 

PUEDE INTRODUCIRSE EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, 

INDEPENDIENTEMENTE DE QUE EN EL JUICIO LABORAL DE ORIGEN SE 

HAYA DEMANDADO SU NULIDAD”. 

 

Por lo que se cumplía con el primer requisito de procedencia del amparo 

directo en revisión, debido a que subsistía un tema de constitucionalidad, relativo a 

determinar si el artículo 82, Regla II, del Reglamento citado era contrario al artículo 

29, numeral 2, inciso a), del Convenio 102 de la OIT. 

 

Asimismo, se satisfacía el segundo requisito de procedencia de dicho amparo 

referente a que el asunto revestía un interés excepcional (en materia constitucional 

o de derechos humanos), pues no pasaba inadvertido que en sesión de 3 de julio de 

2024 se había resuelto  el diverso Amparo Directo en Revisión 629/2024 (que 
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analizó el mismo tema de inconvencionalidad ahora planteado y concedió el amparo 

a la parte quejosa); sin embargo, bajo una nueva reflexión de la Segunda Sala de la 

Corte, el criterio contenido en ese asunto debía ser abandonado, bajo las 

consideraciones que se expondrían en el estudio de fondo siguiente. 

 

En efecto, la Segunda Sala consideró infundado el agravio referente a que es 

inconvencional el artículo 82, Regla II, del Reglamento de Trabajo del Personal de 

Confianza de Petróleos Mexicanos y sus Empresas Productivas Subsidiarias al 

exigir 30 años de servicio para acceder a una jubilación por vejez, sin contemplar 

una prestación reducida como la prevista en el artículo 29, numeral 2, inciso a), del 

Convenio 102 de la OIT. 

 

Al respecto, la Sala explicó que el citado artículo 29, numeral 2, inciso a),180 

garantiza una “prestación reducida” como base mínima de acceso a la pensión de 

vejez, en caso de no haber cumplido con el periodo de cotizaciones que establezcan 

las legislaciones de los Estados Parte. 

 

 Por otra parte, hizo alusión al artículo 82, del Reglamento citado, conforme al 

cual PEMEX puede jubilar a su personal de confianza de planta, o este último podrá 

ejercer su derecho al retiro, por vejez y por incapacidad total y permanente.181 

 

Expuso que, con base en la Regla I de dicho precepto, denominada Sistema 

de ahorro para el retiro,182 el retiro por vejez estaba sujeto a la fecha de contratación 

 
180 Artículo 29. (…) 
(…) 
2. Cuando la concesión de la prestación mencionada en el párrafo 1 esté condicionada al 
cumplimiento de un período mínimo de cotización o de empleo, deberá garantizarse una prestación 
reducida, por lo menos: 
(a) a las personas protegidas que hayan cumplido, antes de la contingencia, de conformidad con 
reglas prescritas, un período de calificación de quince años de cotización o de empleo; o 
(…). 
181 CAPÍTULO XV 
RETIRO Y JUBILACIONES 
ARTÍCULO 82. El patrón podrá jubilar a su personal de confianza de planta, o éste podrá ejercer su 
derecho al retiro, por vejez y por incapacidad total y permanente para el trabajo, de conformidad con 
las siguientes reglas: 
(…) 
182 ARTÍCULO 82. (…) 
REGLA I. SISTEMA DE AHORRO PARA EL RETIRO. El retiro del personal de planta confianza, 
contratado a partir del 1 de enero de 2016, o que haya migrado al esquema de aportaciones a 
cuentas individuales, podrá ejercerse a partir de los 60 años de edad y 30 años de servicios y se 
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y a los años de edad y servicio. De tal manera que para acceder a esa prestación el 

personal de confianza debió haber sido contratado a partir del 1° de enero de 2016 

o migrar al esquema de aportaciones a cuentas individuales (realizadas por los 

trabajadores y el patrón), y cumplir 60 años de edad y 30 de servicio. 

 

En relación con la Regla II, denominada Jubilación por vejez,183 precisó que 

para obtener esta prestación a través de una pensión pagadera cada 14 o 15 días, 

el personal de confianza debió ser contratado hasta el 31 de diciembre de 2015, no 

migrar al esquema de aportaciones a cuentas individuales, y cumplir con 60 años de 

edad y 30 de servicios (al 31 de julio de 2021), o 65 años de edad y 30 de servicios 

(después del 1° de agosto de 2021). 

 

La Sala concluyó que la prestación de retiro por vejez (Sistema de ahorro 

para el retiro) prevista en la Regla I del artículo 82 citado, se encontraba financiada 

a través de un esquema de aportaciones a cuentas individuales que permiten la 

portabilidad con el Sistema de Ahorro para el Retiro, el cual se cimenta con la 

aportación de la parte trabajadora y patronal; mientras que en la diversa prestación 

de pensión por jubilación (Jubilación por vejez) contenida en la referida Regla II 

(aplicada a la quejosa), se destacaba que la obligación de financiarla recaía 

únicamente en la parte patronal. 

 

 
financiará a través de un esquema de aportaciones a cuentas individuales, que permitan la 
portabilidad con el Sistema de Ahorro para el Retiro, de acuerdo con lo siguiente: 
A. Aportaciones Básicas: Las que realizan los trabajadores y el patrón de acuerdo con el porcentaje 
del salario base de aportación determinado en el Apéndice de Valores. 
B. Aportaciones Complementarias: El patrón realizará una aportación complementaria 
correspondiente al porcentaje determinado en el Apéndice de Valores, del salario base de 
aportación. 
C. Aportaciones Solidarias: Los trabajadores podrán hacer aportaciones voluntarias a su cuenta 
individual. 
(…). 
 
183 ARTÍCULO 82. (…) 
(…) 
REGLA II. JUBILACIÓN POR VEJEZ: El personal de planta confianza, contratado hasta el 31 de 
diciembre de 2015, y que no haya migrado al esquema de aportaciones a cuentas individuales, 
tendrá derecho a obtener el beneficio de su jubilación a través de una pensión pagadera cada 
catorce o quince días según corresponda, siempre que acredite los siguientes supuestos: 
1. Haber cumplido 60 años de edad y acreditar 30 años de servicios, al 31 de julio de 2021, o 
2. A partir del 1 de agosto de 2021, haber cumplido 65 años de edad y acreditar 30 años de servicios. 
(…). 
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Por lo que consideró que la pensión por jubilación es una prestación de 

seguridad social de carácter extralegal y su carga financiera corresponde sólamente 

al patrón, lo cual impedía la aplicación del Convenio 102, en específico el derecho a 

una prestación reducida. 

 

Esto es, porque el referido Reglamento de Pemex contenía un régimen 

(financiero) especial diferente a los esquemas de seguridad social tradicionales, en 

los cuales las cuotas y las aportaciones son tripartitas (por patrones, trabajadores y 

el gobierno). 

 

De tal manera que el artículo 82, Regla II, del Reglamento de Trabajo del 

Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos y sus Empresas Productivas 

Subsidiarias, no contravenía el artículo 29, numeral 2, inciso a), del Convenio 102, 

por no contemplar una prestación reducida.184 

 

Finalmente, la Segunda Sala determinó que si bien en sesión de 3 de julio de 

2024, se falló por unanimidad de votos el diverso Amparo Directo en Revisión 

629/2024, con una problemática similar; de una nueva reflexión advirtió que el 

régimen de seguridad social de PEMEX difería del previsto en el Convenio 102, 

debido a que el financiamiento de la seguridad social recae únicamente en el 

empleador, y no en las cuotas y aportaciones tripartitas. 

 

La sentencia dio origen a la tesis 2a./J. 116/2024 (11a.), de rubro: 

“JUBILACIÓN POR VEJEZ. EL ARTÍCULO 82, REGLA II, DEL REGLAMENTO DE 

TRABAJO DEL PERSONAL DE CONFIANZA DE PETRÓLEOS MEXICANOS Y 

SUS EMPRESAS PRODUCTIVAS SUBSIDIARIAS, NO ES CONTRARIO AL 

ARTÍCULO 29, NUMERAL 2, INCISO A), DEL CONVENIO NÚMERO 102, DE LA 

ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO, POR NO ESTABLECER UNA 

PRESTACIÓN REDUCIDA PARA SU ACCESO”.185 

 
184 En la sentencia del Amparo Directo en Revisión 1811/2024, la Segunda Sala determinó: “60. Por 
lo tanto, esta Segunda Sala determina que el artículo 82, Regla II, del Reglamento de Trabajo del 
Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos y sus Empresas Subsidiarias no es contrario a lo 
dispuesto en el numeral 29 del Convenio 102 de la Organización Internacional del Trabajo, al no 
contemplar una prestación reducida”. 
185 “Hechos: Una persona demandó de Petróleos Mexicanos el otorgamiento y el pago de una 
jubilación por vejez. La autoridad laboral absolvió a la parte demandada, pues consideró que la 
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CAPÍTULO V 

ANÁLISIS 

 

5. ANÁLISIS CRÍTICO 

 

 Después de exponer los antecedentes del caso y las consideraciones de la 

sentencia del Amparo Directo en Revisión 1811/2024, procede el análisis crítico de 

la misma, ya que si bien con anterioridad, en un asunto similar (Amparo Directo en 

Revisión 629/2024, fallado el 3 de julio de 2024) la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación cumplió con el otorgamiento de una pensión reducida 

por vejez prevista en el Convenio 102 de la OIT, basándose en un precedente del 

Tribunal Pleno (Acción de Inconstitucionalidad 118/2022 y su acumulada 121/2022, 

fallada en sesión de 4 de junio de 2024), lo cierto es que al fallar el asunto que 

ahora nos ocupa, de una nueva reflexión, resolvió que no procedía conceder el 

amparo a la quejosa para tal efecto; de tal manera que se da un retroceso en la 

protección del derecho a la seguridad social. 

 

 
actora sólo cumplía con el requisito de edad pero no con los años de servicio que prevé el artículo 82 
referido. En amparo directo reclamó que dicha disposición es inconvencional al establecer un mínimo 
de 30 años de servicio para acceder a esa prestación y no a una prestación reducida en términos del 
artículo 29, numeral 2, inciso a), del Convenio Número 102 relativo a la Norma Mínima de la 
Seguridad Social, de la Organización Internacional del Trabajo. El Tribunal Colegiado de Circuito 
negó el amparo al considerar que la jubilación por vejez es una prestación extralegal y, por ende, el 
precepto que la prevé es de interpretación estricta y no está sujeto a control de convencionalidad. La 
quejosa interpuso recurso de revisión. 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 82, regla II, del Reglamento de Trabajo del Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos y 
sus Empresas Productivas Subsidiarias no es contrario al artículo 29, numeral 2, inciso a), 
mencionado. 
Justificación: Del artículo 82, regla II, citado, que establece que las personas trabajadoras de 
confianza de planta únicamente tendrán el beneficio de la jubilación por vejez al haber cumplido 60 
años de edad y 30 años de servicio, o 65 años de edad y 30 años de servicio en los casos ahí 
especificados, se advierte que la pensión por jubilación es una prestación de seguridad social de 
carácter extralegal, cuya carga financiera corresponde exclusivamente al empleador y, por ende, no 
contraría el artículo 29 aludido. Si bien esta última norma garantiza una “prestación reducida”, como 
base mínima de acceso a la pensión por vejez en caso de no haber cumplido con el periodo de 
cotización que establezcan las legislaciones de los Estados parte, es inaplicable a los trabajadores 
de planta de confianza de Petróleos Mexicanos, pues el Reglamento que regula la jubilación por 
vejez prevé un régimen especial, cuyas reglas distan de los esquemas de seguridad social 
tradicionales en los que las cuotas y aportaciones son tripartitas, es decir, se cubren por el 
empleador, la parte trabajadora y el gobierno. Así, una nueva reflexión conduce a esta Segunda Sala 
a apartarse de lo resuelto en el amparo directo en revisión 629/2024, en el que se estudió una 
problemática similar”. Undécima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 43, 
Noviembre de 2024, Tomo IV, Volumen 1, página 633, registro digital 2029559. 
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 El análisis se elaborará en tres partes, en relación: a) Los precedentes de 

Sala y Pleno; b) La fuerza vinculante del Convenio 102; y c) Las consideraciones 

medulares de la sentencia. 

 

a) Los precedentes de Sala y Pleno 

 

 En la sentencia que se analiza del Amparo Directo en Revisión 1811/2024 

emitida el 9 de octubre de 2024, los Ministros de la Segunda Sala por mayoría de 

cuatro votos,186 determinaron que el artículo 82, Regla II, del Reglamento de Trabajo 

del Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos y sus Empresas Subsidiarias, al 

no contemplar una prestación reducida, no es contrario al artículo 29 del Convenio 

102 de la OIT, porque el régimen de seguridad social de PEMEX difiere del previsto 

en ese Convenio, pues la responsabilidad financiera recae únicamente en el 

empleador; esto es, que el citado Reglamento prevé un régimen especial, cuyas 

reglas no se asemejan a los esquemas de seguridad social tradicionales que se 

basan en cuotas o aportaciones tripartitas. 

 

Siendo que en el diverso Amparo Directo en Revisión 629/2024, fallado el 3 

de julio de 2024 (tres meses antes) la Segunda Sala del Alto Tribunal por 

unanimidad de cinco votos,187 determinó que el artículo 82, Regla II, del Reglamento 

citado no atendía al contenido mínimo de seguridad social previsto en el artículo 29, 

numeral 2, inciso a), del Convenio 102, toda vez que aquel precepto no regulaba la 

concesión de una prestación reducida por vejez para aquellos casos en que no se 

acrediten 30 años de cotización previstos en el Reglamento, por lo que al existir en 

dicho Convenio una protección más benéfica (el requisito de un periodo mínimo de 

15 años de cotización o empleo), lo procedente era prescindir del artículo combatido 

y aplicar la disposición convencional. 

 

No obstante, ambos amparos son similares en cuanto a sus antecedentes y 

planteamientos de inconvencionalidad, ya que que en el Amparo Directo en 

 
186 Amparo Directo en Revisión 1811/2024, fallado en sesión de 9 de octubre de 2024, por mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres 
Guadarrama y Javier Laynez Potisek (ponente). El Ministro Presidente Alberto Pérez Dayán votó en 
contra. La Ministra Yasmín Esquivel Mossa formulará voto concurrente. 
187 Por unanimidad de cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa (ponente), Luis María 
Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Presidente Alberto Pérez Dayán. 
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Revisión 629/2024 la parte quejosa era trabajadora de confianza de PEMEX, tenía 

68 años de edad y 20 de antigüedad y terminó su relación laboral por mutuo 

consentimiento el 1 de marzo de 2020. En 2023 dicha persona demandó de esa 

empresa estatal el pago de una jubilación por vejez, por lo que la Junta absolvió a la 

demandada y la actora promovió amparo directo en el que reclamó la 

inconvencionalidad del artículo 82, Regla II, del Reglamento de Trabajo del Personal 

de Confianza de Petróleos Mexicanos y sus Empresas Subsidiarias, vigente a partir 

del 30 de septiembre de 2019, de ahí que el Tribunal Colegiado negó el amparo. 

Inconforme con esa determinación, la quejosa interpuso el referido amparo directo 

en revisión, por lo que la Segunda Sala de la Suprema Corte determinó que al existir 

en el Convenio 102 de la OIT una protección más benéfica, lo procedente era 

prescindir de la norma combatida y aplicar el numeral 29, numeral 2, inciso a), del 

Convenio 102, a fin de que la quejosa pudiera gozar de una prestación reducida. 

 

Asimismo, en el Amparo Directo en Revisión 1811/2024, la parte quejosa era 

trabajadora de confianza de PEMEX, tenía 67 años de edad y 15 de servicios y 

terminó su relación laboral en marzo de 2020. En 2021 aquélla demandó de esa 

empresa estatal el pago de una jubilación por vejez, por lo que la Junta absolvió a la 

demandada. Inconforme, la actora promovió amparo directo en el que reclamó la 

inconvencionalidad del artículo 82, Regla II, del Reglamento de Trabajo del Personal 

de Confianza de Petróleos Mexicanos y sus Empresas Subsidiarias, vigente a partir 

del 30 de septiembre de 2019, por lo que el Tribunal Colegiado negó el amparo. En 

contra de esa determinación, la quejosa interpuso el citado amparo directo en 

revisión, y al respecto la Segunda Sala del Alto Tribunal resolvió que el artículo 82, 

Regla II, no es contrario a lo dispuesto en el numeral 29 del Convenio 102 de la OIT 

por no contemplar una prestación reducida.  

 

Esto es, en ambos casos se trata de personas trabajadoras de confianza que 

demandaron de Pemex el pago de una jubilación por vejez, contaban con más de 60 

años de edad y más de 15 de servicios, y plantearon la inconvencionalidad del 

artículo 82, Regla II, del Reglamento de Trabajo del Personal de Confianza de 

Petróleos Mexicanos y sus Empresas Subsidiarias, vigente a partir del 30 de 

septiembre de 2019, al no regular la prestación reducida por vejez prevista en el 

artículo 29, numeral 2, inciso a), del Convenio 102 de la OIT; sin embargo, en el 
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primer amparo directo en revisión resuelto (cronológicamente) se concedió el 

amparo y en el segundo fallado se negó. 

 

En ese sentido, procede reiterar que en el Amparo Directo en Revisión 

629/2024, ya se había determinado que el artículo 82, Regla II, del Reglamento de 

Pemex no atendía al contenido mínimo de seguridad social previsto en el numeral 

29, numeral 2, inciso a), del Convenio 102 al no regular la concesión de una 

prestación reducida por vejez, pues la Segunda Sala consideró que en éste se 

establecía que en los casos en los que la prestación se condicione al cumplimiento 

de un periodo mínimo de cotización (como ocurría en el caso al establecerse 30 

años para el otorgamiento de una pensión de jubilación por vejez) debía 

garantizarse una prestación reducida, la cual consistía en una pensión periódica 

garantizada a partir de un mínimo de 15 años de cotización. 

 

Por lo que dicha Sala resolvió que la disposición convencional representaba 

un mayor beneficio para los trabajadores de confianza de PEMEX que el 

Reglamento respectivo, al permitir que las personas que cumplieran el requisito de 

edad, pero no con los años de servicio requeridos, pudieran acceder a una 

prestación reducida que coadyuvara a sus necesidades básicas. 

 

Y si la quejosa contaba con más de los 60 años de edad previstos en el 

artículo 82, Regla II, párrafo 1, del Reglamento y con 20 años de antigüedad, sin ser 

acreedora a la jubilación por vejez ahí contemplada, entonces sí superaba los 15 

años que como mínimo establecía el Convenio 102. 

 

Por ello, la Sala concluyó que, al existir una protección más benéfica, 

procedía prescindir del artículo 82, Regla II, numeral 1, del Reglamento impugnado, 

en cuanto a los años de servicio requeridos para gozar de una jubilación por vejez y 

aplicar la disposición convencional, a fin de que la quejosa pudiera gozar de una 

prestación reducida.188 

 

 
188 La Segunda Sala concedió el amparo a la quejosa para el efecto de que la Junta responsable 
tomara en cuenta el contenido del propio Reglamento de Pemex y de la Ley del Seguro Social (al 
considerar que PEMEX está sujeta al régimen obligatorio de la LSS) y determinara la disposición de 
mayor beneficio para la impetrante. 
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Cabe mencionar que en el Amparo Directo en Revisión 629/2024, la Segunda 

Sala para revocar la sentencia del Tribunal Colegiado y conceder el amparo a la 

quejosa, tomó en cuenta los argumentos de la sentencia de la Acción de 

Inconstitucionalidad 118/2022 y su acumulada 121/2022, emitida por el Pleno del 

Alto Tribunal el 4 de junio de 2024. 

 

En esa Acción de Inconstitucionalidad por unanimidad de 11 votos,189 el 

Tribunal Pleno declaró que eran inconstitucionales los artículos 110 a 113 de la Ley 

de Seguridad Social de los Trabajadores del Estado de Yucatán, ya que al aumentar 

el legislador los periodos de cotización (35 años de cotización para acceder a las 

pensiones por jubilación y por retiro anticipado, en los artículos 110 y 111; y 20 años 

para pensiones de vejez y retiro anticipado en edad avanzada, en los artículos 112 y 

113) tales preceptos incumplían con la norma mínima de seguridad social. 

 

Es decir, el Pleno estableció que cuando en la legislación se prevea un plazo 

mínimo de cotizaciones o de empleo, la prestación reducida prevista en el artículo 

29, párrafo 2, del Convenio 102 de la OIT, que contempla un mínimo de 15 años de 

cotizaciones o de empleo, no es una opción, sino una obligación que deben 

garantizar las autoridades. 

 

Así, el Tribunal Pleno resolvió que el Convenio 102 de la OIT posibilita a los 

Estados Parte para que en caso de que fijen un periodo mínimo de cotización que 

sea mayor a los parámetros del Convenio 102, establezcan también una prestación 

reducida, con el fin de cumplir con las obligaciones convencionales en la materia. 

 

 
189 Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena apartándose de la metodología y de algunas consideraciones, González 
Alcántara Carrancá separándose de algunas consideraciones, Esquivel Mossa separándose de la 
metodología, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales apartándose del estudio de proporcionalidad, Pardo 
Rebolledo separándose de la metodología y de distintas consideraciones, Batres Guadarrama con 
consideraciones distintas y en contra de la metodología, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidenta Piña Hernández en contra de la metodología y de las consideraciones, respecto del 
apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su tema 1, denominado “Violación a los principios de 
seguridad social y progresividad, derivado de la falta de motivación reforzada que justificara la 
modificación del régimen de seguridad social local”, en su subapartado 1.3.3.2, atinente al aumento 
de los períodos de cotización, consistente en declarar la invalidez de los artículos del 110 al 113, en 
cuanto a sus porciones normativas relacionadas con los años de cotización, de la Ley de Seguridad 
Social de los Trabajadores del Estado de Yucatán. El señor Ministro González Alcántara Carrancá y 
la señora Ministra Ortiz Ahlf anunciaron sendos votos concurrentes. La señora Ministra Ríos Farjat 
reservó su derecho de formular voto concurrente. Ponente Alberto Pérez Dayán. 
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Ahora bien, en mi opinión, la Segunda Sala del Alto Tribunal al resolver el 

Amparo Directo en Revisión 1811/2024 que es objeto de este estudio, debió 

mantener su criterio contenido en diverso Amparo Directo en Revisión 629/2024 

consistente en otorgar una prestación reducida por vejez, pues en éste hizo alusión 

a la Acción de Inconstitucionalidad 118/2022 y su acumulada 121/2022, en la que el 

Tribunal Pleno por unanimidad de 11 votos resolvió que las autoridades tienen la 

obligación de garantizar dicha prestación. 

 

Dicho de otra manera, desde la citada Acción de Inconstitucionalidad, la 

Suprema Corte acató el Convenio 102 de la OIT, definiendo el alcance de su 

artículo 29, numeral 2, inciso a), en el sentido de que cuando en la legislación se 

establezca un plazo mínimo de cotización o empleo, la prestación reducida con el 

requisito mínimo de 15 años de cotización o empleo, no es una opción, sino una 

obligación. 

 

Sin que sea obstáculo que el Pleno se hubiera pronunciado respecto de la 

inconstitucionalidad de la Ley de Seguridad Social de los Trabajadores del Estado 

de Yucatán y no del Reglamento de Pemex, pues de manera general se definió el 

alcance de la frase “deberá garantizarse una prestación reducida”.  

 

Además, el Amparo Directo en Revisión 629/2024 y el Amparo Directo en 

Revisión 1811/2024, fueron resueltos por los mismos integrantes de la Segunda 

Sala en un lapso corto de tres meses, el primero fallado el 3 de julio de 2024190 y el 

segundo el 9 de octubre del mismo año,191 por lo que resulta sorpresivo el cambio 

de criterio. 

 

Con la diferencia que en el primer amparo la votación fue por unanimidad de 

cinco votos y en el segundo por mayoría de cuatro votos, de tal manera que solo un 

Ministro (Pérez Dayán) sostuvo su postura en los dos amparos y una Ministra 

 
190 En cuanto al Amparo Directo en Revisión 629/2024, votaron por unanimidad de cinco votos los 
Ministros Yasmín Esquivel Mossa (ponente), Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, 
Javier Laynez Potisek y Presidente Alberto Pérez Dayán. 
191 En cuanto al Amparo en Revisión 1811/2024, votaron por mayoría de cuatro votos los Ministros 
Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama y Javier Laynez 
Potisek (ponente). El Ministro Presidente Alberto Pérez Dayán votó en contra y la Ministra Yasmín 
Esquivel Mossa formuló voto concurrente. 
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(Esquivel Mossa) formuló voto concurrente en el segundo amparo, el cual no 

comparto, por las razones que a continuación esbozaré. 

 

La Ministra Esquivel indica en su voto que si bien coincide en que el artículo 

82, Regla II, del Reglamento de Pemex no es contrario a lo dispuesto en el artículo 

29 del Convenio 102 de la OIT, lo cierto es que la razón toral es porque la 

prestación reducida por vejez se encuentra garantizada mediante el otorgamiento de 

una liquidación prevista en el artículo 85 del Reglamento de referencia.192 

 

Sin embargo, tal como se afirma en la sentencia del Amparo Directo en 

Revisión 629/2024 (en la cual es ponente la propia Ministra Esquivel), la liquidación 

no puede equipararse a una prestación periódica, ya que aquélla se otorga con 

motivo de la terminación de una relación laboral, por única ocasión, a fin de 

compensar los años de servicio prestados, pero de ninguna manera se equipara a la 

prestación reducida por vejez prevista en el artículo 29 del Convenio 102.193 

 

Por otro lado, en cuanto a la postura y cambio de criterio de los ministros, es 

conveniente precisar que el Amparo Directo en Revisión 1811/2024 que se analiza, 

se discutió en tres sesiones. En la primera sesión previa de 14 de agosto de 2024, 

el Ministro ponente Laynez Potisek presentó un proyecto de dicho asunto en el 

 
192 Artículo 85. Cuando dichos ajustes organizativos impliquen cancelación de plazas, el personal de 
planta excedente podrá ser reubicado en distinto puesto compatible con sus aptitudes o se procederá 
de la siguiente manera:  
(...) 
b) El personal de planta confianza, contratado hasta el 31 de diciembre de 2015, y que no haya 
migrado al esquema de aportaciones a cuentas individuales, podrá ser jubilado siempre y cuando se 
encuentre en los supuestos y acredite los años de servicios establecidos en el artículo 82 regla II de 
este reglamento, con dispensa del requisito de edad; previa autorización del representante del patrón 
que se encuentre facultado para tal efecto. En caso contrario se le liquidará, otorgándole 4 meses de 
salario ordinario o sueldo y compensación garantizada, según corresponda, más el importe de 20 
días de esa base de cálculo por cada año de servicios prestados o fracción mayor de 6 meses, y 10 
días si la fracción es menor.  
En ambos casos, cuando proceda la liquidación se pagará una prima de antigüedad, consistente en 
20 días de la mencionada base de cálculo por cada año de servicios prestados y por fracción mayor 
de 6 meses, y de 10 días por fracciones menores. 
193 En la sentencia del Amparo Directo en Revisión 629/2024, se advierten los siguientes párrafos: 
“86. Finalmente, no se desconoce que en el caso, la trabajadora se vio beneficiada con una 
liquidación193 correspondiente al pago de los años de servicio con motivo de la terminación de la 
relación de trabajo en términos de lo que dispone el artículo 85 del Reglamento de Trabajo en cita. 
87. Sin embargo, dicha liquidación no puede equipararse a una prestación periódica -pensión- en 
términos de lo establecido en el artículo 28 citado, pues ésta se entregó con motivo de la terminación 
de la relación laboral, solo por única ocasión, a fin de compensar los años de servicio prestados, lo 
cual no se asemeja a la prestación reducida a la que alude el referido artículo 29, párrafo 2, inciso a), 
de la norma convencional”. 
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sentido de conceder el amparo basándose en las consideraciones del precedente 

del Amparo Directo en Revisión 629/2024; sin embargo, pidió que ese proyecto se 

quedara en lista para su discusión, pues esencialmente expuso que si bien existía 

aquel precedente, tenía duda de que los trabajadores de PEMEX cotizaran, además 

que la quejosa ya había sido liquidada y la prestación contenida en el Reglamento 

de Pemex era extralegal, y que era muy diferente un régimen donde el sólo el patrón 

cubría las prestaciones respectivas a un régimen de cotizaciones, a lo que el 

Ministro Presidente Pérez Dayán señaló que lo meditarían porque podrían 

abandonar el criterio, también la Ministra Esquivel mencionó que recibieron un 

memorándum de PEMEX sobre los riesgos de su situación financiera y el Ministro 

ponente respondió que más allá de esa circunstancia debían revisar si los 

trabajadores de esa empresa cotizaban.194 

 
194 ASUNTO NÚMERO 88 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 1811/2024. 
(…) 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Les pido a todos que lo revisen, por favor, Luis María, 
Ministra, (inaudible). 
(…) 
 SEÑOR MINISTRO AGUILAR MORALES: Hay un precedente que no sé si lo tomen.  
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Sí, ya lo sacamos.  
SEÑOR MINISTRO AGUILAR MORALES: El 629 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Eso.  
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Yo lo sé, pero hay que revisarlo bien, porque, por ejemplo, 
algo que yo no me acordaba, que me parece fundamental, es que acuérdense que los trabajadores 
de PEMEX no cotizan, entonces, yo nada más que reflexionemos la aplicación así, por 
inconvencionalidad de la Convención que nos dice que mínimo tiene que ser ¿Qué? 
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA: Quince años.  
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Quince años y todo.  
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: 102.  
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Esta en el sentido de un régimen de aportaciones. 
(…) 
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA: Inclusive llegó un memorándum de PEMEX.  
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Sí, no pues por eso estoy pidiendo, yo ya recibí a PEMEX.  
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA: Llegó un memorándum, entonces, también habla de los 
riesgos de la situación financiera, pero independientemente señala lo que tú mencionas. 
(…) 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Entiendo que lo que la Convención nos dice es, pues ya con 
quince.  
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Ya con eso tiene derecho.  
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Dales un derecho, reducido y todo es lo que nos obliga la 
Convención, como lo hemos hecho en otros casos, pero en un régimen donde no hay cotización de 
los trabajadores, por lo tanto, es totalmente extralegal, todo va a cargo del patrón, en este caso, el 
patrón PEMEX, híjole, encima de que hay renuncia con liquidación porque también es un derecho 
que tienen los de PEMEX ¿no? los descentralizados, bueno, aunque sea (inaudible) productiva ellos, 
aun los de confianza se les liquida ¿no? Que ese es un derecho que no tienen los de la burocracia, 
pero ellos sí tienen la liquidación, entonces, ella renuncia, se le liquidó, se llevó su dinero por 
liquidación y un tiempo después viene y dice, quiero una reducida. 
(…) 
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Después, en la segunda sesión previa de 21 de agosto de 2024, en principio 

la Ministra Esquivel realizó una observación en el sentido de que en el proyecto se 

indicara expresamente que la pensión reducida debía ser proporcional a los años de 

servicio; sin embargo, refirió que estaba reflexionando porque había llegado una 

nota de Pemex (sin especificar su contenido) y quería saber si se sostendría el 

criterio, a lo que el Ministro ponente respondió que podía cambiar el proyecto 

porque lo sostenido por la Convención de otorgar una prestación reducida con 

quince años de cotización era totalmente razonable en un régimen de aportaciones 

de los trabajadores, pero en el caso de Pemex sólo aportaba el patrón. La Ministra 

Batres pidió que se anexara un dictamen actuarial de Pemex para que se pudiera 

generar una situación de insolvencia y el Ministro ponente respondió que él ya lo 

había solicitado pero no se lo habían enviado y que podía cambiar el proyecto con 

base en razonamientos de que no existían cuotas cubiertas por el trabajador, a lo 

que el ministro Pérez Dayán se opuso porque cambiarían un criterio y el ministro 

Aguilar comentó que ya tenían un criterio reciente (el ADR 629/2024) y que estaba 

en favor de éste.195 

 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Si esto lleva a abandonar el criterio que tenemos necesitamos 
razones para, porque nuestro precedente es igualito, el de Yasmín. 
(…) 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: (…) 
Entonces, pues yo les pido que todos chequemos este punto porque sí está un poco delicado en 
cuanto, digo, más allá del impacto financiero, que digo también cuenta ¿no? Pero estaríamos 
ordenando, ellos dicen también que ya hay abogados que se están prestando pues (inaudible), 
vamos a proponerles tramitarles ante la Corte. 
(…) 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Podemos decidir lo que queramos, pero sí es abandonar un 
criterio igualito. 
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA: Si tenemos que como dicen motivarlo y fundarlo muy bien 
este cambio de criterio, mejor, qué bueno que lo dejas en lista. 
(…) 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Y que tenemos que verlo, igual está bien y vamos para 
adelante, pero si no tomen en cuenta eso, corroboremos primero si de veras no cotizan y, ahora, no 
es que yo tenga que tener razón a fuerza, yo digo que sí cambian mucho en un régimen en donde 
todo lo cubre el patrón a un régimen de cotizaciones, sí, donde todos vamos aportando, por eso a mí 
me suena muy lógico la Convención, dice, no te esperes hasta los veinticinco, pues si ya con quince 
ya le puedes dar algo, algo y, entonces, es la famosa reducida que te atiende el Seguro Social 
cuando no alcanzaste. 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Sí, sí, claro, pero te dan, pero te dan.  
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: La pensión mínima alcanzada, cuando no alcanzaste, 
entonces, pero eso es cuando vienes cotizando durante toda tu vida.  
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Muy bien, pues, entonces, en lista, y lo meditamos porque 
implicaría posiblemente abandonar un criterio. 
195 “ASUNTO NÚMERO 53 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 1811/2024. 
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Hay una observación de la Ministra Esquivel en donde dice que se indique expresamente que la 
pensión reducida debe ser… 
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA: Proporcional a los años. 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE:  Proporcional a los años de servicios. 
(…) 
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA: Permíteme. Sin embargo, este, yo he estado reflexionando 
sobre este, sobre este tema, tenemos una nota que nos llegó de la autoridad. 
SEÑORA MINISTRA BATRES GUADARRAMA: Del caso de PEMEX. 
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA: Es la pensión reducida el caso de PEMEX, esta nota que 
nos llegó de la autoridad, en donde no sé, no sé… esta nota llegó apenas ayer, no sé si… 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Sí. 
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA: Si lo vayan a dejar en lista, ustedes, o se vaya a sostener 
el proyecto, sí… 
(…) 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Si lo sostienen ustedes, yo votaré en contra, si no yo lo 
cambio. 
(…) 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Yo lo cambio, yo sé que emitimos uno igual, pero no le hallo, 
o sea, yo creo que la inconvencionalidad del reglamento no… lo que sostiene la Convención, suena 
totalmente razonable en un régimen de aportaciones, o sea, cuando tú vienes aportando… 
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA: Las cuotas. 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK:  Y llevas 15 años, claro, de aportaciones y luego terminas la 
relación laboral y te vas sin nada, porque con la legislación nacional dice que requiere, no sé, tantos 
años de servicio y todo. Yo entiendo que la Convención protectora diga, pues no, dale reducido 
mínimo para quienes ya tengan 10 o 15 años. Pero cuando en este caso no hay. 
(…). 
SEÑORA MINISTRA BATRES GUADARRAMA: Yo entiendo que, ha reclamado incluso PEMEX, y… 
pero pediría que, pues se anexe el estudio actuarial al que PEMEX tiene de todas formas… PEMEX 
sostiene que… 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Yo se los pedí, si… 
SEÑORA MINISTRA BATRES GUADARRAMA: Tiene que poder generar la situación de insolvencia. 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Traen muchísimos casos así. Yo creo que lo que debe ir en 
la sentencia, pero yo lo pedí. O sea, no sé si ya… pues exacto, no, o sea, no. 
(…) 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Quedaron de enviármelo, no me lo han enviado, es cierto, 
pero más allá de eso, entonces… 
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA:  Si el Ministro, aceptara cambiar el proyecto, en base a 
estas razones que nos está dando ahora, en función de que es un tema de cuotas que no fue 
cubierto por el trabajador, yo, me gustaría ver el proyecto. 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Sí. 
(…) 
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA: Entonces, a lo mejor lo podríamos... no sé si haya los 
votos, aprobarlo hoy y ver el engrose. 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: No, no, no, porque vamos a cambiar un criterio, me opongo. 
(…) 
SEÑOR MINISTRO AGUILAR MORALES: Pero tenemos un precedente reciente, ¿no? Es al que se 
refiere. 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Así es. 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Sí, ese es el problema. 
(…) 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: El 629/2024, apenas de julio. 
SEÑORA MINISTRA BATRES GUADARRAMA: Es que lo tenemos y lo tenemos por unanimidad. 
(…) 
SEÑOR MINISTRO AGUILAR MORALES: Yo estoy con el precedente, inclusive... 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Sí, adelante, Luis. 
SEÑOR MINISTRO AGUILAR MORALES: ...Mi observación era nada más que la argumentación que 
se hace ahora en este proyecto se ajustara a la argumentación...  
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Claro 
(…)”. 
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Asimismo, en esa sesión privada el Ministro Pérez Dayán refirió que el citado 

criterio fue resuelto por unanimidad y que una nueva reflexión de criterio se 

presentaba cuando existía un cambio de legislación, por una nueva integración (de 

la Sala) o por otras razones, y que no estaría mal revisar el impacto financiero, pero 

no estaba convencido de abandonar el criterio y decir: “¡Ay, no, pobres…!”. Por lo 

que el ministro ponente respondió que el argumento se basaría en reanalizar la 

prestación reducida a la luz del esquema de PEMEX. También el Ministro Pérez 

Dayán expresó que el compromiso de cambiar un proyecto es por las razones que 

los hacen pensar diferente y tendrían que ponderar si lo dicho un día ya no es cierto, 

pues no podían decir nada más me equivoqué. Al respecto, la Ministra Esquivel 

pidió que el asunto se retirará para ver un nuevo proyecto y el Ministro ponente 

aceptó.196  

 
196 “SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Mira, el asunto tiene sus particularidades. Primero, porque el 
tema está resuelto por unanimidad en esta Sala. Segundo, a ver, eso no quita que la Sala tenga que 
mantener sus criterios siempre. Hay razones jurídicas que le puedan hacer una, llevar a una nueva 
reflexión, a veces justificadas por un cambio de legislación o por lo que ustedes crean... 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Nueva integración... 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Y las razones de abandono del criterio... 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE:  O la reforma que se viene, no sé. Nueva integración. 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Y las razones que... 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Pues sí, algo que  
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: ...Y las razones de abandono de criterios se plasmarán en el 
fallo, particularmente mencionando las que sustentaron el criterio original. Cierto que no nos haría 
mal ver el impacto financiero al que tú te refieres, pero yo no estaría tan convencido de que diga esta 
Sala abandona el criterio, ya vimos el boquetote que se hizo... 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: No. 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: ...Este es un tema jurídico, independientemente... 
SEÑORA MINISTRA BATRES GUADARRAMA: Pero, tiene un elemento de facto. 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Claro, no puede voltear a otro lugar. 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK:  No, a mí me dijeron: estamos haciendo los cálculos, pues 
mándamelos... 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Uno no puede voltear para otro lugar porque dices: ¡Ay, no, 
pobres…!  
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: No. No, eso no va a ser el argumento. Es que no hay... o se 
tendría que reanalizar la prestación misma para luz del esquema de PEMEX. 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: El compromiso de un proyecto que abandona un criterio es 
porque da las razones que le hacen pensar diferente. Solamente serán las que verá Luis porque él 
ya expresó “ yo estoy de acuerdo con el precedente” y nosotros tendríamos que ponderar para saber 
si lo dicho un día, ahora ya no es cierto, y las partes sabrán que este Tribunal, que esta Corte decidió 
algo diferente consciente de antes había resuelto otra cosa. No es nada más me equivoqué y ahí va. 
No, tiene sus... 
SEÑORA MINISTRA BATRES GUADARRAMA: Tiene que razonarlo, sí claro. 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Por eso, yo estoy en la imposibilidad de aceptar que pudiéramos 
decir: ¡Ah!, pues ya está resuelto y en el engrose a ver qué maromas hacemos porque... 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Sí, lo retiro. 
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA: Muy bien. Entonces, se retira. Para ver el nuevo proyecto. 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Sí. 
(…)”. 
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En la tercera y última sesión privada de 9 de octubre de 2024 se advierte que 

la votación del Amparo Directo en Revisión 1811/2024 fue breve y concreta, y que el 

Ministro Pérez Dayán solamente señaló que entendía el esfuerzo (sobre el nuevo 

proyecto presentado por el ponente en el sentido de negar el amparo) pero se 

quedaba con el criterio anterior (contenido en el Amparo Directo en Revisión 

629/2024), e hizo hincapié de que ya tenían un criterio; esto es, dicho ministro fue el 

único en sostener su postura, al señalar que ya había un criterio, sin dar mayor 

explicación.197 

 

b) La fuerza vinculante del Convenio 102 

 

Conforme a lo expuesto en el primer capítulo, es importante referir que 

nuestro país se encuentra obligado a dar cumplimiento al artículo 29, numeral 2, 

inciso a), del Convenio 102 de la Organización Internacional del Trabajo, toda vez 

que los Convenios de dicho organismo son tratados internacionales jurídicamente 

vinculantes, ratificados por los Estados miembros. 

 

 
197 “ASUNTO NÚMERO 77 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 1811/2024. 
En la materia, se confirma y no ampara. 
SEÑORA MINISTRA BATRES GUADARRAMA: A favor. 
SEÑOR MINISTRO AGUILAR MORALES: ¿Cuál? 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: El 77 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: 77. 
SEÑOR MINISTRO AGUILAR MORALES: A favor. 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Entiendo el esfuerzo y yo solamente les diría que me quedaría 
con el criterio anterior, nada más. 
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA: Yo con el proyecto. 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Pero 1, 2, 3, 4. 4-1. 
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA: Con el proyecto. 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: ¿Cómo? 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Recuerda que este es una nueva reflexión. 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Por eso, 4-1. 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Sí. 
SEÑOR MINISTRO AGUILAR MORALES: ¿Quién está en contra? 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Porque teníamos un criterio. 
SEÑOR MINISTRO AGUILAR MORALES: ¿Tú estás en contra? 
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA: No, yo estoy a favor. 
SEÑOR MINISTRO LAYNEZ POTISEK: Ya ni para qué te pregunto. 
SEÑOR MINISTRO AGUILAR MORALES: ¿Tú estás en contra? 
SEÑORA MINISTRA ESQUIVEL MOSSA: Y con un concurrente. 
(…)”. 
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En el caso, México ratificó el citado instrumento internacional el 12 de octubre 

de 1961, el cual tiene fuerza vinculante, ya que de conformidad con el artículo 1° de 

la Constitución Federal, todas las personas gozaran de los derechos humanos 

reconocidos en la ésta y en los tratados internacionales, cuyo ejercicio no podrá 

restringirse o suspenderse, salvo lo dispuesto en la misma; y con el artículo 133 

constitucional, los tratados internacionales que estén de acuerdo con la Constitución 

celebrados por el Presidente de la República y aprobados por el Senado de la 

República, serán ley suprema. 

 

Así, el derecho humano de seguridad social, relativo a obtener una pensión 

reducida por vejez, previsto en el artículo 29, punto 2, inciso a) del Convenio 102, 

forma parte del parámetro de regularidad constitucional (en términos del artículo 1° 

constitucional y de la Contradicción de Criterios 293/2011), sin que se encuentre 

restringido o suspendido por la Constitución; además el dicho Convenio es ley 

suprema al haber sido celebrado por el Ejecutivo Federal y aprobado por el Senado. 

 

  Asimismo, de acuerdo con el artículo 2 de la Convención de Viena sobre el 

Derecho de los Tratados de 1969, la ratificación es el acto a través del cual un 

Estado otorga su consentimiento para obligarse por un tratado; y con el artículo 26 

de esa Convención, un tratado debe ser cumplido por las partes de buena fe 

(principio de pacta sunt servanda). 

 

Considero que México al haber ratificado el Convenio 102 otorgó su 

consentimiento de buena fe para obligarse a cumplir con la prestación reducida por 

vejez; esto es, el citado tratado internacional tiene fuerza vinculante, de conformidad 

con la normativa interna citada y del principio de pacta sunt servanda y, en 

consecuencia, se convierte en derecho interno.  

 

Además, los Convenios de la OIT están respaldados en el ámbito 

internacional para garantizar su aplicación, pues los Estados Parte a través de su 

soberanía se obligan a tal efecto, de tal forma que México, al ratificar un tratado de 

derechos humanos se compromete a adoptar medidas y leyes internas para atender 

las obligaciones emanadas de esos tratados, y así el derecho internacional de 

derechos humanos se incorpora el ordenamiento interno estatal. 
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Entonces, en mi opinión, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como 

Tribunal Constitucional, debió cumplir con la rama denominada Parte V. 

Prestaciones de Vejez que nuestro país se obligó a acatar al firmar el Convenio 102, 

y así tutelar el derecho a la seguridad social, relativo a una prestación reducida por 

vejez, a través del amparo directo en revisión. 

 

c) Las consideraciones medulares de la sentencia 

 

No comparto las consideraciones del Amparo Directo en Revisión 1811/2024, 

consistentes en que el artículo 82, Regla II, del Reglamento de Trabajo del Personal 

de Confianza de Petróleos Mexicanos y sus Empresas Subsidiarias, al no 

contemplar una prestación reducida, no es contrario al artículo 29 del Convenio 102 

de la OIT, porque el régimen de seguridad social de PEMEX difiere del previsto en 

ese Convenio debido a que el citado Reglamento prevé un régimen especial, en el 

que la responsabilidad financiera recae únicamente en el empleador, en lugar de 

depender de cuotas o aportaciones tripartitas, como sucede en los sistemas 

tradicionales. 

 

En principio considero que el Convenio 102, en su artículo 29, numeral 2, 

inciso a), no condiciona la prestación reducida por vejez a que exista un sistema 

financiero tripartita para poder sufragarla (basado en aportaciones de trabajadores, 

patrones y del Estado) o que excluya a un sistema financiero especial (con 

aportaciones del empleador o del Gobierno). Al respecto, dicho precepto es del 

tenor siguiente: 

 

Artículo 29 

(…) 

2. Cuando la concesión de la prestación mencionada en el párrafo 1 esté 

condicionada al cumplimiento de un período mínimo de cotización o de empleo, 

deberá garantizarse una prestación reducida, por lo menos: 

a) a las personas protegidas que hayan cumplido, antes de la contingencia, de 

conformidad con reglas prescritas, un período de calificación de quince años de 

cotización o de empleo; o 
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(…). 

 

Por el contrario, ese artículo señala esencialmente que la prestación reducida 

se otorgará cuando las personas hayan cumplido un período de 15 años de 

cotización o empleo. De lo que infiero que este período corresponde a los años de 

cotizaciones enteradas por la parte trabajadora, empleadora y/o estatal, o bien por 

los años de trabajo, es decir, sin cotizaciones. 

 

Y si bien el artículo 71 del Convenio 102198 establece la forma de 

financiamiento tripartita para garantizar las prestaciones de seguridad social, lo 

cierto es que expresamente señala que el costo de las prestaciones y los gastos de 

administración de éstas deberán ser financiados colectivamente por medio de 

cotizaciones o de impuestos, o por ambos a la vez. De ahí que, deduzco que tales 

prestaciones pueden tener un financiamiento tanto tripartita como presupuestal. 

 

Aunado a ello, de lo expuesto en el Capítulo II sobre los regímenes de 

seguridad social en México, aprecio que la Ley del Seguro Social de 1943, su 

reforma de 1949, y la de 1973 contempló una prestación similar a la reducida (de 

13.5 a 10 años de cotización), y la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado de 1960 y 1984 dispuso una prestación 

reducida y similar por vejez (15 y 10 años de servicios). 

 

 
198 Artículo 71.  
1. El costo de las prestaciones concedidas en aplicación del presente Convenio y los gastos de 
administración de estas prestaciones deberán ser financiados colectivamente por medio de 
cotizaciones o de impuestos, o por ambos medios a la vez, en forma que evite que las personas de 
recursos económicos modestos tengan que soportar una carga demasiado onerosa y que tenga en 
cuenta la situación económica del Miembro y la de las categorías de personas protegidas. 
2. El total de cotizaciones de seguro a cargo de los asalariados protegidos no deberá exceder del 50 
por ciento del total de recursos destinados a la protección de los asalariados y de los cónyuges y de 
los hijos de éstos. Para determinar si se cumple esta condición, todas las prestaciones suministradas 
por el Miembro, en aplicación del presente Convenio, podrán ser consideradas en conjunto, a 
excepción de las prestaciones familiares y en caso de accidentes del trabajo y enfermedades 
profesionales, si estas últimas dependen de una rama especial. 
3. El Miembro deberá asumir la responsabilidad general en lo que se refiere al servicio de 
prestaciones concedidas en aplicación del presente Convenio y adoptar, cuando fuere oportuno, 
todas las medidas necesarias para alcanzar dicho fin; deberá garantizar, cuando fuere oportuno, que 
los estudios y cálculos actuariales necesarios relativos al equilibrio se establezcan periódicamente y, 
en todo caso, previamente a cualquier modificación de las prestaciones, de la tasa de las 
cotizaciones del seguro o de los impuestos destinados a cubrir las contingencias en cuestión. 
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Sin embargo, la LSS y LISSSTE vigentes no contemplan una prestación 

reducida por vejez como lo prevé el artículo 29, punto 2, inciso a) del Convenio 

102,199 aun cuando tienen un sistema tradicional basado en financiamiento tripartita. 

 

Asimismo, la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas 

Mexicanas vigente se respalda en un sistema de financiamiento presupuestal, sin 

observar una pensión reducida por vejez. Por lo que del análisis de las tres 

legislaciones (LSS, LISSSTE y LISSFAM) advierto que ya sea que se trate de un 

sistema de financiamiento tradicional (tripartita) o exclusivo (presupuestal), no se 

garantiza el derecho a la seguridad social, específicamente, el de una pensión 

reducida. 

 

Así, en mi opinión, la Segunda Sala en la sentencia que se analiza no tiene 

sustento suficiente para señalar que de una nueva reflexión considera que el 

régimen de seguridad social de PEMEX difiere del previsto en el Convenio 102, con 

base en que la responsabilidad de financiar la seguridad social recae solo en el 

patrón, en lugar de depender de cuotas y aportaciones tripartitas como acontece en 

los sistemas tradicionales. 

 

De tal manera que, la Segunda Sala omite el núcleo esencial del derecho a la 

seguridad social, consistente en garantizar el bienestar y la dignidad de las 

personas para hacer frente o mantener sus necesidades básicas a través del 

acceso a seguros o prestaciones de seguridad social económicas o en especie,  en 

caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez y vejez, entre otros,200 y en 

específico a la pensión reducida por vejez (cuando los trabajadores cumplan con los 

 
199 Al respecto, la LSS vigente en 1997 contemplaba 24 años de cotización y a partir del 16 de 
diciembre de 2020 dispone 20 años de cotización para el otorgamiento de las pensiones de Cesantía 
en Edad Avanzada y Vejez; mientras que la LISSSTE vigente en 2007 prevé 25 años de cotización 
para las pensiones por Cesantía en Edad Avanzada y Vejez.  
200 José Luis Gil señala que: “El derecho a la Seguridad Social posee un contenido normativo, 
integrado por libertades y derechos. Junto al derecho a no ser sometido a una injerencia arbitraria y 
poco razonable en la cobertura social existente, obtenida ya sea en el sector público o privado, 
incluye el derecho a un sistema de Seguridad Social que ofrezca las mismas oportunidades a las 
personas de disfrutar de una protección suficiente contra los riesgos, y que abarque la asistencia 
médica y las prestaciones familiares y proporcione una seguridad de ingresos si sobrevienen 
contingencias tales como la enfermedad o el accidente, la maternidad, la vejez, la invalidez o 
discapacidad, el desempleo, la muerte u otro factor que escape al control de la persona, o que sea 
incompatible, de otro modo, con el principio de la dignidad humana”. Gil y Gil, José Luis. op. cit., pp. 
1047 y 1048. 
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años de edad establecidos para una pensión ordinaria por vejez pero no con los de 

cotizaciones o de empleo); por lo que estimo que la decisión de la sentencia que se 

analiza es violatoria de los principios pro persona, de progresividad y de seguridad 

jurídica, e incluso, del citado núcleo esencial. 

 

Con base en el principio pro persona, expuesto en el Capítulo III, debe 

precisarse que en caso de antinomias entre la Constitución y los tratados 

internacionales se debe aplicar la norma que provea la protección más amplia; esto 

es, cuando un mismo derecho fundamental está reconocido en ambos 

ordenamientos, la elección de la norma en materia de derechos humanos aplicable 

deberá atender a la protección más amplia para la persona o implicar una restricción 

menor. 

 

En el caso concreto, el derecho humano a la seguridad social, en específico a 

obtener una prestación reducida por vejez, se encuentra previsto en el Convenio 

102 de la OIT, pero no en la Constitución Federal, por lo que no se puede aplicar 

ese criterio en tal sentido. 

 

Sin embargo, atendiendo al Capítulo III, sí se puede utilizar dicho principio 

como una guía de interpretación y aplicación de las normas de derechos humanos 

reconocidos en los tratados internacionales en los que México es parte, pues al 

ponderar los derechos de un tratado con respecto al derecho interno, la tendencia 

es preferir al primero por ser siempre el más protector. 

 

En efecto, el principio pro persona como criterio interpretativo se puede 

utilizar para seleccionar dos o más posibles interpretaciones de una norma y así 

elegir la que adopte el contenido más amplio o la limitación menos restrictiva; en el 

caso concreto, respecto a la Regla II, numeral 1, del Reglamento de Pemex, 

impugnada por la parte quejosa, se observan dos interpretaciones factibles: a) 

contemplar la posibilidad de una pensión reducida a partir de un periodo mínimo de 

15 años de cotización o empleo para el personal de confianza, con base en el 

artículo 29, numeral 2, inciso a), del Convenio 102 de la OIT, contratado hasta el 31 

de diciembre de 2015 y que cumpla 60 años de edad (hasta el 31 de julio de 2021) 

y, b) no se puede regular la concesión de una prestación reducida por vejez para los 
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trabajadores de confianza que cumplan con la fecha de contratación y años de edad 

citados, pero no acrediten los 30 años de cotización o empleo. De ahí que si la 

opción a) es la que ofrece el contenido más amplio, entonces es la que se debe 

preferir para resolver la temática planteada. 

 

 Además, considero que, en la sentencia en análisis, sí se debió aplicar el 

tratado internacional que regula la prestación reducida por vejez, pues al no estar 

contemplado ese derecho humano a la seguridad social en la Constitución Federal 

ni en el Reglamento de Pemex, debió aplicarse el citado Convenio 102 de la OIT al 

otorgar el mayor beneficio a la persona quejosa, y al no concederse se viola el 

principio pro persona. 

 

Respecto al principio de progresividad, referido en el Capítulo III, se advierte 

que el mismo es de carácter obligatorio para todas las autoridades del país en sus 

distintos ámbitos de competencia, a fin de promover, respetar, proteger y garantizar 

los derechos humanos (artículo 1° constitucional); de manera que el Estado tiene la 

obligación de adoptar medidas hasta el máximo de los recursos para lograr 

progresivamente la plena efectividad de los derechos (artículo 2° del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales). 

 

Dicho principio está vinculado con dos elementos: a) El máximo uso de los 

recursos disponibles, el cual comprende el uso efectivo y eficiente de los recursos 

financieros del país para atender las necesidades de la población y adoptar 

cualquier medida para tal efecto; y b) la prohibición de la regresión, que se refiere a 

que existe restricción de que el Estado dé marcha atrás en los niveles alcanzados 

en la satisfacción de los derechos, por lo que no puede derogar o reducir los 

derechos vigentes. 

 

Sobre lo dispuesto en el inciso b), la Corte ha dicho que las autoridades están 

impedidas para adoptar medidas que sin plena justificación constitucional 

disminuyan la protección de los derechos humanos y es necesario analizar si la 

medida que disminuye la protección de un derecho tiene como finalidad incrementar 

el grado de tutela de otro derecho humano y si se logra un equilibrio razonable entre 

los derechos en juego. Aunado a que cuando la autoridad utilice una medida 
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regresiva y argumente la falta de recursos, deberá demostrar fehacientemente que 

realizó todos los esfuerzos posibles antes de aplicar esa medida. 

 

En el caso que se analiza, considero que se viola el principio de 

progresividad, toda vez que ya existían precedentes tanto de Pleno (Acción de 

Inconstitucionalidad 118/2022 y su acumulada 121/2022) como de Sala (Amparo 

Directo en Revisión 629/2024), en los cuales esencialmente se determinó la 

obligación de las autoridades de otorgar la prestación reducida por vejez 

contemplada en el referido artículo 29, numeral 2, inciso a), del Convenio 102 de la 

OIT. 

 

Esto es, ya se encontraba reconocido en el Amparo Directo en Revisión 

629/2024 el derecho de seguridad social relativo a la prestación reducida por vejez 

para los trabajadores de confianza de PEMEX que demandaran la 

inconvencionalidad del artículo 82, Regla II, numeral 1, del Reglamento de Pemex, y 

que contaran con los años de edad ahí previstos (60 años al 31 de julio de 2021 o 

65 años a partir del 1° de agosto de 2021, y que fueran contratados hasta el 31 de 

diciembre de 2015) y un mínimo de 15 años de cotización o de empleo previstos en 

el artículo 29, numeral 2, inciso a), del Convenio 102 de la OIT. 

 

Asimismo, tanto en dicho amparo directo en revisión como en la Acción de 

Inconstitucionalidad 118/2022 y su acumulada, de manera general se reconoció que 

cuando en la legislación se establezca un período mínimo de cotización (para una 

prestación de vejez), se debe otorgar la prestación reducida que contempla como 

requisito 15 años de cotización o de empleo, pues constituye una obligación y no 

una opción para las autoridades. 

 

De manera que la nueva reflexión de los Ministros de la Segunda Sala en el 

sentido de no otorgar la prestación reducida, es una medida regresiva, pues 

conforme al principio de progresividad existe restricción de dar marcha atrás en los 

niveles alcanzados de satisfacción de los derechos humanos, por lo que éstos no se 

pueden derogar o reducir, salvo que exista una plena justificación constitucional,  

que se incremente la tutela de otro derecho humano y se equilibren los derechos en 

juego, o que se demuestre fehacientemente que se adoptaron todas las medidas 
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posibles o el máximo uso de los recursos financieros disponibles antes de aplicar la 

medida. 

 

Al respecto, dichas excepciones no acontecieron en el caso, y en el supuesto 

de que PEMEX no hubiera tenido recursos financieros para sufragar las pensiones 

reducidas, debió demostrar con estudios o pruebas suficientes las razones por las 

que colapsaría su sistema de recursos. 

 

Incluso, considero que la sentencia que se analiza también viola del sistema 

de precedentes en México. Al respecto, José Luis Soberanes en relación a la 

reforma a la Ley de Amparo de 7 de junio de 2021 (aplicable a dicho fallo) explica 

que los mecanismos de creación de jurisprudencia son: los precedentes 

obligatorios, la reiteración y la contradicción de criterios, por lo que, en particular, el 

primer mecanismo resulta exclusivo de la Suprema Corte y conforme a los artículos 

222 y 223 de ese ordenamiento (aplicables hasta el 13 de marzo de 2025), las 

razones que justifican las decisiones contenidas en las sentencias emitidas por el 

Alto Tribunal constituyen precedentes obligatorios (para todas las autoridades 

jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas) cuando se 

aprueben por cuando menos 8 votos en el caso del Pleno, y 4 votos tratándose de 

las Salas y, por ende, basta un solo asunto aprobado en esos términos para que un 

criterio judicial sea obligatorio.201 

 

De tal manera que si la sentencia del Amparo Directo en Revisión 629/2024 

fue fallada por la Segunda Sala del Alto Tribunal por unanimidad de 5 votos, el 3 de 

julio de 2024, en el sentido de aplicar el artículo 29, numeral 2, inciso a, del 

Convenio 102 de la OIT y otorgar una pensión reducida a la parte quejosa, la misma 

ya constituía un criterio judicial obligatorio, entonces dicha Sala posteriormente al 

dictar la sentencia del Amparo Directo en Revisión 1811/2024, el 9 de octubre de 

2024, debió seguir dicho criterio, en lugar de resolver que de una nueva reflexión 

existía una situación que impedía la aplicación de dicho precepto y negar el derecho 

 
201 Soberanes Díez, José María, La Jurisprudencia en la reforma judicial mexicana de 2021. 
Cuestiones Constitucionales, Revista Mexicana de Derecho Constitucional, Núm. 49, Julio-
Diciembre, 2023, p. 410. 
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a una prestación reducida; por lo que resulta inconcuso que se vulnera el sistema o 

mecanismo de precedentes obligatorios.                                                                                                                                                                                                                                                                                                 

  

Además, la sentencia citada en último término omitió que el Convenio 102 no 

establece cuál es el porcentaje o la cantidad de una pensión reducida, por lo que se 

debieron implementar medidas para otorgar ese derecho, a través de una pensión 

mínima o conforme al salario mínimo a fin de no afectar las finanzas de PEMEX, 

pues de acuerdo con el principio de progresividad el Estado tiene la obligación de 

adoptar cualquier medida hasta el máximo de los recursos para lograr la plena 

efectividad de los derechos humanos; incluso cabe mencionar que en la 

Observación General No. 3 el Comité DESC se indica que los Estados Parte pueden 

decidir qué medios son los más apropiados de acuerdo con las circunstancias y con 

los derechos involucrados y, en dado caso, dicho Comité decidirá si se han 

adoptado o no las medidas apropiadas para la plena efectividad de los derechos, y 

que los recursos judiciales, entre otras cuestiones, son medidas apropiadas para tal 

efecto. 

 

Máxime que nuestro país en algún momento sí cumplió con el otorgamiento 

de una pensión reducida o similar a través de las primeras LSS y LISSSTE; esto es, 

antes y después de que nuestro país ratificara el Convenio 102 de la OIT en 1961. 

 

Y si ahora en las leyes vigentes que contemplan sistemas financieros 

tripartitas y de impuestos, no se establece la citada pensión reducida por vejez; 

entonces, el argumento de que los sistemas de financiamiento sean diferentes no 

me parece una justificación válida para negar el derecho a la seguridad social, por lo 

que la decisión de la Corte es una medida regresiva. 

 

A mayor abundamiento, como se indica en la Acción de Inconstitucionalidad 

118/2022 y su acumulada, existen observaciones para el Estado mexicano por parte 

de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la 

Organización Internacional del Trabajo, respecto a la falta de cumplimiento al citado 

artículo 29, punto 2, inciso a), tratándose de los regímenes del IMSS e ISSSTE. 
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En el párrafo 226 de ese asunto se explicó que en la “Observación (CEACR) - 

Adopción: 2007, Publicación: 97ª reunión CIT (2008)”, la Comisión tomó nota de que 

debido al cambio de régimen de capitalización en la Ley del Seguro Social, los 

pensionados por el seguro de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez no tenían 

acumulados recursos suficientes en su cuenta individual para el financiamiento de 

esa pensión, que conforme a la LSS de 1973 se requerían 500 semanas 

equivalentes a 10 años de cotización para esa prestación, y que si bien el Gobierno 

de México expresó que los pensionados recibían el saldo acumulado de su cuenta 

de pensión cuando tuvieran 15 años de cotización; existía la esperanza de que el 

Gobierno analizara la situación e indicara las medidas para garantizar una 

prestación reducida de vejez para todas las personas que cumplieran antes de la 

contingencia 15 años de cotización o de empleo en términos del Convenio 102. 

 

Y en el párrafo 227 de la citada Acción de Inconstitucionalidad se hizo alusión 

a la “Observación (CEACR)- Adopción: 2013, Publicación: 103ª reunión CIT (2014)”,  

en la cual la Comisión tomó nota de que para el otorgamiento de una pensión de 

vejez con base en los recursos acumulados en la cuenta individual o con una 

pensión mínima garantizada por el Estado, el beneficiario del régimen del IMSS o 

del ISSSTE debía cumplir con 25 años de cotización y al no llegar a estos años 

podía seguir cotizando o recibir cierta cantidad; recordando al Gobierno de México 

que el Convenio 102 garantiza el derecho de una pensión reducida cuando se 

justifiquen 15 años de cotización o de empleo, por lo que pedía al Gobierno indicar 

de qué manera se daría cumplimiento. 

 

Por último, la decisión de la Segunda Sala que se analiza viola el principio de 

seguridad jurídica; ya que en mi opinión el cambio de criterio, sin una justificación 

válida, no otorga certeza jurídica a los gobernados, en particular a los trabajadores 

de PEMEX, siendo que con el referido amparo directo en revisión 629/2024 (fallado 

el 3 de julio de 2024 por unanimidad de cinco votos) ya existía un precedente 

obligatorio (en términos del artículo 223 de la Ley de Amparo publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 7 de junio de 2021,202 cuyo precepto si bien fue derogado 

 
202 Artículo 223. Las razones que justifiquen las decisiones contenidas en las sentencias que dicten 
las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constituyen precedentes obligatorios para 
todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las entidades federativas cuando sean 
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el 13 de marzo de 2025,203 resulta aplicable en el caso) sobre el otorgamiento de 

una prestación reducida.  

 

Lo anterior, pues considero que tanto las normas jurídicas como las 

decisiones jurisdiccionales deben tener certeza jurídica, eficacia del derecho y 

ausencia de arbitrariedad, a fin de que el gobernado pueda saber a qué atenerse 

respecto de la actuación de la autoridad, como en el caso de la Suprema Corte. 

 

CONCLUSIONES 

 

  Sin duda la decisión de la Suprema Corte sobre la pensión reducida genera 

un retroceso a la reforma de derechos humanos y carece de sustento al considerar 

que el régimen de seguridad social de PEMEX difiere del previsto en el Convenio 

102 debido a que el Reglamento impugnado no contempla un sistema financiero 

tripartita; por lo que desconoce diversos principios fundamentales. 

 

  Así, la sentencia analizada de la Segunda Sala de la Suprema Corte resulta 

importante, pues en lugar de declarar la invalidez del artículo 82, Regla II, del 

Reglamento de Pemex, con una nueva interpretación, salva la constitucionalidad del 

mismo y transgrede los principios pro persona, de progresividad y de seguridad 

jurídica, sin tomar en cuenta que debía proteger y garantizar el derecho humano de 

seguridad social relativo a una prestación reducida por vejez, previsto en el artículo 

29, numeral 2, inciso a), del Convenio de la OIT. 

 

  Es decir, omite que ese derecho se encuentra contenido y protegido en un 

tratado internacional, el cual fue ratificado por el Estado mexicano que de buena fe 

otorgó su consentimiento y se obligó a su cumplimiento, aunado a que por virtud de 

la reforma al artículo 1° constitucional sobre derechos humanos, aquel derecho 

forma parte del parámetro de control de regularidad constitucional, sin que exista 

una restricción constitucional para su ejercicio. 

 

 
tomadas por mayoría de cuatro votos. Las cuestiones de hecho o de derecho que no sean 
necesarias para justificar la decisión no serán obligatorias. 
203 Artículo 223. (DEROGADO, D.O.F. 13 DE MARZO DE 2025). 
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  Y al incorporarse el derecho internacional de derechos humanos al derecho 

interno, México está obligado a adoptar medidas y leyes internas compatibles para 

cumplir la obligación convencional, tal como sucedería a través de las sentencias 

del Poder Judicial Federal, en específico de la Suprema Corte, pues los Tribunales 

constitucionales deben tutelar el derecho a la prestación reducida por vejez por 

medio de los mecanismos constitucionales, como aconteció en los precedentes 

previos de Sala y de Pleno en los que se otorgó el amparo a los quejosos. 

 

  Al negar el amparo a la quejosa, la Segunda Sala omitió otorgar la mayor 

protección a esta última y dio marcha atrás en los niveles alcanzados en la 

satisfacción del derecho de prestación reducida, sin adoptar alguna medida hasta el 

máximo de los recursos disponibles para lograr la plena efectividad del derecho 

humano, por lo que tampoco confirió certeza jurídica a los gobernados al emitir sus 

sentencias. 

 

  Por ello, con independencia de que el sistema financiero de pensiones sea 

tripartita o presupuestal, o incluso que la normativa impugnada se trate de una ley o 

de un reglamento, la Sala debió respetar el mínimo de 15 años de cotizaciones o de 

empleo para el otorgamiento de una pensión reducida por vejez, a fin de no dejar 

desprotegidas a las personas que cumplan con la edad y no con los años de 

cotizaciones o empleo, ya que las personas mayores deben tener una subsistencia 

digna en igualdad de condiciones que el resto de la población. 

 

  Lo anterior, pues el derecho a la seguridad social tiene como núcleo esencial 

garantizar el bienestar y la dignidad de las personas a través del acceso a seguros o 

prestaciones sociales, como es la pensión reducida por vejez, para liberarlas del 

estado de necesidad y de inseguridad; aunado a que su eje rector es la solidaridad y 

permite al individuo el libre desarrollo de su personalidad. 

 

  Además, la nueva reflexión del Ato Tribunal para un cambio de postura o 

criterio siempre debe ser en beneficio de los gobernados, no en su detrimento, a 

menos que se justifique con la protección de otro derecho humano de mayor peso, o 

se acredite la falta de recursos económicos y/o que se tomaron todas las medidas 

posibles sin poder conseguirlo, lo cual no aconteció en el caso. 
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  Máxime que se debe apuntar a la mejoría del Estado de Derecho y atender a 

las necesidades de los más débiles, dependientes y vulnerables. 

 

  Por último, considero que con la finalidad de dar cumplimiento a la normativa 

convencional de manera genérica y efectiva, sería necesario que PEMEX realizara 

ajustes en su Reglamento y el Congreso de la Unión efectuara reformas a las 

diversas Leyes de seguridad social, para garantizar la mencionada prestación 

reducida tanto en los sistemas de financiamiento tripartitas como en los 

presupuestales, máxime que nuestro país ha tenido observaciones internacionales 

sobre la falta de cumplimiento a esa pensión en la LSS y la LISSSTE, por lo que en 

mi opinión podría contemplarse una pensión periódica conforme al salario mínimo. 
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